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Preliminares 


a Gaceta del Poder Judicial de Guanajuato, en esta ocasión 
contiene 6 secciones: Criterios jurisprudenciales, historia 
y evolución, jurisprisma, ecos del poder judicial, casos y 
cosas de derecho, y perspectivas y horizontes del derecho. 
La primera parte contiene las versiones oficiales de los 
criterios cuya invocación legal es citar la presente fuente. 
Mientras que los contenidos de los artículos, comentarios 
y Opiniones vertidos en las subsecuentes porciones son 
exclusivamente responsabilidad de sus autores y no representan 
la postura oficial del Poder Judicial del Estado de Guanajuato. 
Se permite la copia o redistribución total o parcial de la 
presente obra con la condición de que se precise la fuente, el 
autor y la creación en el Poder Judicial del estado de Guanajuato. 


Declaraciones 


I.- Todo artículo debe seguir la metodología propia que 
consta en el portal oficial de Investigaciones Jurídicas. 

II.- Se asegura la publicación de réplicas científicas a los 
trabajos, siempre y cuando verse sobre el tema principal del texto 
replicado, la extensión sea de 15 páginas máximo y se satisfagan 
los requisitos metodológicos propios. 

I.- La revista publicará artículos de autores invitados 
y de todo aquel interesado en difundir su opinión sobre temas 
relacionados con la ciencia jurídica, mismos que podrán 
enviar libremente al correo electrónico gilberto.martinon(w 
poderjudicial-gto.gob.mx. Los trabajos enviados serán evaluados 
por el comité editorial de la revista, quien determinará si admite 
o niega la publicación. 
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El envío del artículo implica la declaración formal del 
remitente de que es inédito y de su autoría; así mismo acepta 
ceder de manera irrevocable, los derechos de autor al Poder 
Judicial de Guanajuato. Del mismo modo asume, de manera 
individual, la responsabilidad de potenciales daños que su escrito 
pudiera causar, desligando a esta institución. 

IV.- Las investigaciones se difunden mediante el modelo de 
acceso diamante, garantizando su total acceso sin costo alguno 
para los lectores y eximiendo a los autores del pago de tarifas por 
el procesamiento de artículos (APCs). 

Este enfoque subraya el compromiso de la unidad académica 
de investigaciones jurídicas con los principios de la ciencia 
abierta, promoviendo una difusión extensa del conocimiento 
científico. 


QR para descargar las reglas metodológicas 
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Abreviaturas, latinismos, extranjerismos y siglas empleadas 


Cfr. 
Dr. Jur. 
LC 
Lic. 
MPG 
No. 


ONU 


passim 


pp. 
SCJN 


Vid 


Vid. in extenso. 
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Confrontar 

Doctor en derecho 

Licenciada (o) en comunicaciones 
Licenciado (a) 

Maestro en política y gobierno 
Número 


Organización de las naciones 
unidas 


En varias partes 
páginas 


Suprema corte de justicia de la 
nación 


Ver 


Ver ampliamente 
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Prólogo 


Un bicentenario de justicia 


esulta que el tiempo presente es el más efímero de todos, 
apenas se termina de decir la palabra cuando se vuelve 


pasado y muestra que el presente apenas es un punto entre 
lo sucedido y lo que sucederá. 

Lo bueno del pretérito, es que permite analizarlo midiendo 
sus triunfos y, si no existen, hacerlo escépticamente sin valorar lo 
hecho, limitándose a describirlo. 

Uno de los triunfos del México independiente es la creación 
del poder judicial del Estado de Guanajuato, hoy consolidado y 
este año celebrando su cumpleaños bicentenario. 

Desde sus inicios, el Supremo Tribunal de Justicia ha sido 
pilar fundamental en la consolidación del estado de derecho y en 
la protección de las facultades de sus ciudadanos. 

Fundado en un contexto de turbulencia y cambio, el Poder 
Judicial de Guanajuato emergió en 1824, un año decisivo en la 
historia de México, marcado por la promulgación de la primera 
Constitución del país. 

Esta naciente estructura judicial no solo enfrentó los 
desafíos propios de una nación en formación, sino que también 
se convirtió en baluarte de la legalidad y el orden, en medio de 
un escenario de constantes transformaciones políticas y sociales. 

A lo largo de 200 años, el Poder Judicial de Guanajuato ha 
sido testigo y protagonista de innumerables momentos históricos. 
Desde la consolidación del federalismo en el siglo XIX, pasando 
por las reformas liberales y la lucha por los derechos civiles en el 
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siglo XX, hasta los desafíos contemporáneos de la globalización 
y la tecnología de este siglo, la institución ha evolucionado para 
responder a las necesidades y demandas de una sociedad en 
constante cambio. 

Cada etapa de la historia ha dejado una huella indeleble en 
la estructura y funcionamiento del sistema judicial. Las reformas 
legales, los cambios de sistemas jurídicos, la profesionalización 
de los jueces, las diferentes herramientas de trabajo, desde 
la pluma con tinta china, las máquinas de escribir hasta las 
computadoras, etc.; todos hitos que han fortalecido la capacidad 
para impartir justicia de manera eficiente. 

Al conmemorar un bicentenario se rinde tributo a los logros 
alcanzados y se deja a las generaciones futuras el imperativo de 
aumentar el prestigio y la solidez del Poder Judicial. 


Gaceta Judicial 


Hoy es momento de conmemorar el pasado y la gaceta lo 
hace con 6 secciones: Criterios, historia y evolución, jurisprisma, 
ecos del poder judicial, casos y cosas de derecho penal, y 
finalmente perspectivas y horizontes del derecho. 

La primera relativa a criterios, difunde una jurisprudencia 
estatal por contradicción de tesis en materia civil sobre la acción 
proforma que, en caso de citarse en la praxis, debe referirse la 
presente gaceta al ser el órgano de difusión oficial. 

Durante la segunda etapa, dedicada a la historia y evolución 
del Supremo Tribunal de Justicia, se aborda un ensayo sobre su 
nombre y un artículo de investigación histórica de los sistemas 
judiciales en Mesoamérica. 

La designación del nombre Supremo Tribunal de Justicia de 
Guanajuato no fue arbitraria, sino surgió de un consenso histórico 
y legal, que buscaba enfatizar la independencia y autonomía 
dentro de la federación mexicana. 


Gaceta Judicial 


Mientras, la conclusión de la investigación de los sistemas 
judiciales en Mesoamérica descubre que en antaño existían 
reglas para asegurar la eficacia y eficiencia del sistema de 
justicia, como que los procesos no deberían durar más de 
80 días, que las resoluciones de temas trascendentes 
debería ser de manera colegiada, que los jueces solo 
podían asumir el cargo por meritocracia, no por 
recomendación, ni por tener buenas relaciones 
políticas, ni por elección. A 

En la sección jurisprisma se analiza 
una paradoja en la ley de amparo, que 
entre sus fines tiene la de garantizar la 
constitucionalidad de las leyes, pero 
ella misma no se ajusta a la máxima 
norma, en el tema de la suplencia 
de la queja, concluyendo en 
la necesidad de alinear la 
interpretación de la ley de 
amparo con los principios 
constitucionales de 
derechos humanos. 


Luego, la paa - a, 
sección ecos del  ¿ a ASS 
poder judicial, pe 
e ”"_—A 


explora el 
cambio de 
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domicilio de niños, niñas y adolescentes, en los que se debe 
g7, asegurar que los traslados se realicen en beneficio del niño(a), 
S con la debida autorización judicial y con la participación de 
A ( instituciones pertinentes. 

Y |. Las publicaciones del supremo tribunal de justicia 
<a tienen lectores en varias partes del mundo, así que en 
reciprocidad se tiene el compromiso de divulgar 

artículos de investigación científica no solo local 
Ma sino internacional. Al fin de cuentas sus autores 
cuentan con pasaporte universal en el mundo 
científico. 

Consecuentemente, la penúltima 
sección llamada casos y cosas 
de derecho penal, contiene el 
resultado de una investigación 

que también conmemora, pero 

no el cumpleaños de un 

tribunal, sino la evolución 

del pensamiento penal 

boliviano, destacando 

sus mentes penales 

y su normatividad, 

desde 1972 hasta 
hoy. 


En la 
última 
sección, 
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perspectivas y horizontes del derecho, se averigua los desafíos de 
considerar a la persona jurídica (una abstracción) con derechos, 
como si fuera una persona física. 

Los conceptos relativos al paso del tiempo, ciclos sin fin, 
independencia y transformación; los simboliza el ouroboros 
propio de la mitología europea y si se combina con una cabeza de 
Quetzalcóatl de la mitología mesoamericana, se crea un símbolo 
mestizo. 

Un ouroboros con una cabeza de Quetzalcóatl personifica 
la naturaleza cíclica y eterna del tiempo, donde cada fin es un 
nuevo comienzo representando la continuidad y la constante 
transformación, por lo que se seleccionó como imagen de portada. 

Por otro lado, la rana que tiene varios significados en 
diferentes culturas, para Guanajuato es un símbolo asociado a 
una leyenda local. Se dice que cuando los primeros colonizadores 
españoles llegaron a la región, vieron el cerro de la bufa, que les 
pareció una rana gigante. 

Según la leyenda, esa roca en forma de rana marcaba un 
lugar rico en minerales, especialmente oro y plata, lo que llevó al 
establecimiento de la ciudad y al auge de la minería en la región. 
La rana, por lo tanto, se convirtió en un símbolo de riqueza y 
prosperidad para Guanajuato y se dibuja en la última de forros. 

Pues bien, el Supremo Tribunal de Justicia se sostiene 
con fecundos insumos históricos de los pueblos originarios, de 
España, mezcla de ambos y con ellos construye su futuro. + 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 
Titular de la unidad académica de investigaciones jurídicas 
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Contradicción de tesis número 3/2024-CT 
entre los criterios sustentados por la octava 


sala civil y por la novena sala civil' 


Acciones proforma y de inscripción en el registro público de 
la propiedad, no ha lugar necesariamente al desechamiento 
de esta última cuando se intente como acción independiente. 


Hechos: La octava y la novena salas civiles del supremo 
tribunal de justicia del Estado de Guanajuato sostuvieron criterios 
opuestos en torno a la no admisión de la demanda en contra de 
una tercera persona, diversa de los contratantes, respecto a la 
prestación de inscripción en el Registro Público de la Propiedad 
de la escritura que derive de la acción de cumplimiento de contrato 
intentada en la misma demanda como pretensión principal. 


Criterio: El Pleno del Supremo Tribunal de Justicia 
determina que cuando se intenta como acción principal de 
cumplimiento de contrato a fin de que se otorgue la forma 
prevista por la ley, y como diversa prestación la de inscripción 
ante el Registro Público de la Propiedad de la escritura pública 
que derive de dicho cumplimiento en contra de diversa persona 
de los contratantes, no es dable desechar la demanda interpuesta 
en contra de esta última bajo la óptica de que el cumplimiento del 
contrato compete únicamente a los contratantes. 


e De conformidad con los artículos 28, fracción XXVII, 165, 166, fracción Ill y 168 de 
la ley orgánica del poder judicial del estado de Guanajuato, la cita de la presente 
jurisprudencia deberá hacerse invocando como referencia la presente gaceta 
judicial. 
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Justificación: Lo anterior en virtud de que acorde con lo 
previsto por el artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, el derecho de acceso a una tutela 
judicial efectiva implica que cuando estemos en presencia 
de una demanda que contenga dos o más prestaciones, el 
pronunciamiento que sobre la misma realice el Juzgador debe de 
hacerse desde dos ópticas, la primera, estudiarse las prestaciones 
planteadas en forma integral, unas en relación con las otras, a fin 
de poder establecer si es dable que se resuelvan en una misma 
sentencia por estar dentro de los supuestos a que se refieren 
los artículos 73, 74 y 75 del Código de Procedimientos Civiles 
para el Estado de Guanajuato; y la segunda, en forma separada e 
independiente, ello a fin de esclarecer qué se intenta con cada una 
de ellas, qué se demanda de cada uno de los reos, la calidad con 
la que son llamados a juicio y habrán de intervenir en el mismo, 
precisando la naturaleza propia de cada prestación y si es posible 
o no su ejercicio atendiendo a la consecuencia jurídica que se 
pretende. 


De tal manera que si se intenta demanda en contra del 
cocontratante para el otorgamiento de la forma prevista por la ley 
del acuerdo de voluntades entre ellos celebrado, y en esa misma 
demanda se ejercita la acción de inscripción ante el registro 
público de la propiedad de la escritura pública que derive de dicho 
cumplimiento en contra de una tercera persona que aparezca como 
titular en dicha dependencia, la demanda no deberá desecharse 
bajo el argumento de que el otorgar la forma solo compete a los 
contratantes, ello al ser la inscripción de la escritura pública que 
en su momento se llegare a obtener, una pretensión diversa de 
la pretendida en forma original; pues realizar el análisis de las 
diversas prestaciones atendiendo únicamente a la naturaleza de 
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una de ellas, dejando de lado el estudio de la naturaleza propia 
del resto así como la calidad con la que se llama a juicio a la parte 
demandada en relación con éstas, vulnera el derecho a una tutela 
judicial efectiva. Lo cual no implica que necesariamente se dé 
trámite a todas las prestaciones. 


Aprobada en sesión de Pleno del Supremo Tribunal 
de Justicia del Estado, celebrada el día 29 de abril de 2024. 
Magistrada Ponente Cigieña Circe León López. 
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Los sistemas judiciales en Mesoamérica 


Resumen: Este estudio examina la justicia prehispánica en Mesoamérica, explorando el 
sistema judicial y la figura del juez en las culturas maya postclásica y mexica-acolhua. 


Palabras clave: Mesoamérica, Sistema judicial, Juez, Justicia prehispánica, Historia 
jurídica. 


Abstract: This study examines pre-Hispanic justice in Mesoamerica, exploring the judicial 
system and the role of the judge in the Postclassic Maya and mexica-acolhua cultures. 


Keywords: Mesoamerica, Judicial system, Judge, Pre-Hispanic justice, Legal history. 


Introducción 


umplir un bicentenario de justicia no es fácil. Reseñar el 

cómo se ha hecho, tampoco lo es. Y para saber en dónde 

se encuentra una institución, y hacia dónde puede ir, debe 
de ver todos los precedentes de su hacer, es decir, su genealogía 
y a sus antecesores. Y es aquí donde se comienza con las culturas 
mesoamericanas. 

Pero existe otro problema: La misión de desentrañar los 
misterios de las antiguas culturas mesoamericanas es, por decir 
lo menos, colosal. 

Hasta la fecha, y a pesar de los avances tecnológicos que 
han surgido, aún existen más sombras que luces en relación con 
las antiguas culturas; no lográndose colmar la carencia de datos 
que sigue persistiendo. 
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Por citar un ejemplo, las cabezas colosales olmecas fueron 
descubiertas después de la segunda mitad del siglo XIX, pero 
quienes se dedicaron a su estudio dedujeron erróneamente que se 
trataba de un área de influencia de los mayas.' 

No fue sino hasta cien años después que se descubrió que 
los olmecas fueron una cultura independiente —y anterior— a los 
mayas. Tan independiente y tan anterior, que hasta el momento 
han habido modestos avances para poder determinar qué clase de 
lenguaje hablaban, y lo que significaban los logogramas que han 
logrado sobrevivir hasta los tiempos actuales.” 

Asimismo, en relación con Teotihuacan, existen signos 
visibles de un final abrupto, derivado de una terrible guerra 
civil, tales como quemaduras de edificios. Por otra parte, no hay 
rastros del cómo impartían justicia. Puede deducirse que existían 
barriadas de grupos de extranjeros, departamentos, etc.* 

Derivado de lo anterior, la labor de reseñar el trabajo 
jurisdiccional en Mesoamérica —entendido como la actuación 
del gobernante o del Estado a efecto de intervenir en las vidas 
de las personas para resolver un problema—, es complicada, 
dados los pocos o nulos indicios que hasta la fecha se tienen en 
esa materia. A pesar del desafío anterior, sigue siendo relevante 
reseñar, aunque sea de manera somera, cuál era la dinámica 
de las instituciones jurisdiccionales de las cuales sí se llegó 
a tener noticia; ya sea en virtud de los relatos de los cronistas 
castellanos, que llegaron al momento de suscitarse la conquista 


1 Davies, Nigel: Los antiguos reinos de México. Fondo de Cultura Económica. 7ma. 
reimpresión. México. 2016 pp. 20-22. 


2 Vid in extenso: Magni, Caterina: La escritura olmeca. La “estela” de Cascajal: nuevas 
perspectivas de investigación en Arts 8 Culture, número 9, Éd. Somogy. Musée 
Barbier-Mueller. Ginebra. 2008. 


3 Davies Nigel: Los antiguos reinos... pp. 98-105. 
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de los diversos pueblos que habitaban Mesoamérica, ya sea en 
virtud de los estudios y análisis posteriores, surgidos por otros 
medios más allá de los mencionados cronistas. 

Se abordarán los sistemas en función de su menor a mayor 
complejidad. Es probable que el lector eche de menos culturas 
que, por las razones previamente mencionadas, no se puedan 
referenciar de buena manera. Debe advertirse que no es falta de 
interés en ello. 

Por lo tanto, se abordarán las culturas mexica-acolhua, y 
maya postclásica, que son de las que se tienen noticias e indicios, 
para poder hacer un análisis. 


Xipe=liótec 
Dios¡de;la 
fertilidad la 
regeneración 
y/ellsacrificio: 
Parte desu 
culto implicaba 
el sacrificio 
humano; que 
se veía como 
una forma 
de mantener, 
el orden y/la 
justiciardivina 
através de, la 
regeneración 
dellaivida: 
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I.- Mayas de la época postcelásica 


l momento de la llegada de los castellanos al territorio 

mesoamericano, la época de esplendor de la cultura 

maya desde hacía tiempo que había concluido. Se han 
especulado causas variadas en torno al por qué esta cultura, 
de tener avances significativos en materia de astronomía 
y matemática concluyó, casi abruptamente, ese período de 
esplendor. 

Autores como Nigel Davies* llegan a sugerir —aún sin 
abordar a la cultura maya de manera directa— una nota común, 
que aparentemente tuvo que ver en la extinción de los olmecas, 
teotihuacanos y toltecas: guerras civiles causadas por una 
deficiente administración de los recursos naturales. Aunque dicha 
teoría aún es rebatida* *, no es descartable del todo. 

Así pues, en este estado de cosas, a la llegada de las huestes 
cortesianas y de Montejo, los mayas que aún habitaban la zona 
de la península de Yucatán tenían prácticas sumamente distintas 
de las que hoy se tienen. 

El sistema judicial maya tenía un cierto grado de 
complejidad, al tener una serie de filtros que trataban de conciliar 
los conflictos hasta que, o no había posibilidad de conciliación, 
o la causa era demasiado grave que ameritaba una sanción 
de relativa magnitud. Pasando a una fase judicial —ya que no 
existían jueces como tales— no cabía la segunda instancia. La 
palabra del cacique era la última, y su voluntad, evidentemente, 


Vid in extenso: Davies Nigel: Los antiguos reinos... 


5 Vid in extenso: Vargas Pérez, Pedro: El misterio maya, en InterSedes: Revista de las 
Sedes Regionales, vol. V, núm. 8, semestral, 2003 Universidad de Costa Rica. 
6 Vid in extenso: Fonseca Zamora, Oscar M.: El colapso maya, en Anuario de Estudios 


Centroamericanos No. 4. 1978. Universidad de Costa Rica. 
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debía ser acatada. No obstante, tenía el esqueleto del proceso que 
actualmente se tiene: demanda, contestación, pruebas, sentencia, 
etc. 

Es de destacar que existen diferendos, hasta la fecha, sobre 
cómo estaba estructurado el poder político en esa zona. Por 
una parte, Brokmann Haro particulariza en torno a las distintas 
divisiones jerárquico-políticas que pudieron haber existido en el 
Yucatán maya”. 

Según este autor, dentro de lo que él denomina Modelo del 
Cuchcabal, a la cabeza de la región existía un halach uinic, es 
decir, un jefe político*, llamado incluso rey o señor. Subordinado 
a este -en algunas ocasiones, en función del poder político que 
ostentara el halach uinic-, estaba el batab, que según el calepino 
de Motul?, dicho término quiere decir cacique. Asimismo, también 
explica Brokmann', que existía una suerte de representante del 
halach uinic*”, encargado de mediar entre la comunidad y el 
propio gobernante, denominado hol pop, que es definido como 
“(...) príncipe del convite; el casero dueño de la casa llamada 
popol na, donde se juntan a tratar cosa de república!? y enseñarse 
7 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada. Pluralismo y derechos humanos en los 


sistemas jurídicos de Mesoamérica. Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 
México. 2018. p. 447. 


8 Halach, según el Calepino de Motul, significa “verdadero”, en tanto que uinic hace 
referencia a “hombre o mujer”. Por lo tanto, se concluye que el término quiere decir 
“hombre o mujer verdadero”. Arzápalo Marín, Ramón: Calepino de Motul. T. 1. 
Universidad Nacional Autónoma de México. Edición digital 2017. pp. 297 y 761. 

9 Arzápalo Marín, Ramón: Calepino de Motul... p. 79. 

10 Vid. nota 4. 

11 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... pp. 247 y 248. 

12 Debe entenderse este término, no en la acepción que hoy se tiene, donde es un 
sistema político donde impera la democracia. República, según lo usaban los 
autores del s. XVI, parte de la raíz misma del término, es decir, la cosa pública. Por 
lo tanto, los temas de república, son aquellos que impactan a todos los habitantes de 
una región o poblado. 
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a bailar para las fiestas del pueblo(...)”**. En este sentido, John 
F. Chuchiak IV, Rich Young y Doris Young sitúan al ah hol pop 
como un juez en toda regla, capacitado para oír sobre los pleitos.'* 

Profundizando en la anterior afirmación, quizás sea 
aventurada esta proposición realizada por Chuchiak IV, por lo 
siguiente: Ralph L. Roys nos dice que el ah hol pop era un oficial 
importante, a veces equiparado al cacique, y que tanto el halach 
uinic como el batab comunicaban sus decisiones a través del hol 
pop, y que inclusive estos funcionarios fungían como consejeros 
de las autoridades superiores.'* En este mismo sentido, el 
encomendero Melchor Pacheco, en su Relación de Hocaba, 
comenta que el ho! pop regía como cacique, omitiendo cualquier 
referencia de equiparar al ah hol pop como un juez en toda la 
extensión de la palabra.'* El también encomendero de Tahzib, 
Juan de Magaña Arroyo, afirmaba que el ah hol pop incluso 
era quien los gobernaba, que era elegido democráticamente, y 
que el batab le señalaba las directrices de gobierno que debía 
seguir.” Sobre este punto, se debe matizar el término gobernar 
entendiéndolo que era quien hacía cumplir las órdenes de sus 
superiores. 


1 Barrera Vásquez, Alfredo, et al.: Diccionario Maya CORDEMEX. Ediciones 
CODERMEX. Mérida, Yucatán. 1980. p. 228. 

14 Chuchiak IV, John F, et. al.: El derecho prehispánico maya: evidencia documental 
acerca de los procedimientos en materia de derecho civil, criminal y fiscal entre los 
mayas yucatecos, en Construcción histórico-jurídica del derecho prehispánico y su 
transformación ante el derecho indiano. Universidad Nacional Autónoma de México. 
México. 2019. p. 38. 

15 Roys, Ralph L.: Indian background of colonial Yucatan. University Oklahoma Press. 
Primera nueva edición. 1972. pp. 63-64. 

16 De la Garza, Mercedes (Coord.): Relaciones histórico-geográficas de la gobernación 
de Yucatán (Mérida, Valladolid y Tabasco). UNAM. México. 1983. p. 134 


17 De la Garza, Mercedes (Coord.): Relaciones histórico-geográficas... p. 390 
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Por lo tanto, es muy probable que la tesis de que el ah hol 
pop fuera un juez no sea sostenible, ya que en general existe 
coincidencia tanto en las crónicas contemporáneas como en 
estudios posteriores, en el sentido de que fungía más como un 
intermediario jurídico-político que como un juez como tal. 

Asimismo, una de las fuentes en la que Chuchiak IV y 
sus compañeros se basan para decir que el hol pop era un juez 
instituido es Repúblicas de indias idolatrías y gobierno en 
México y Perú antes de la conquista, de Fray Jerónimo Ramón 
Zamora; donde se pretende extrapolar la situación de los mayas 
de la península yucateca, con la de los mayas quichés de la actual 
Guatemala. Ciertamente es probable que las circunstancias 
no fuesen las mismas, en virtud de la distancia y del diverso 
desarrollo que ambos pueblos, como entes políticos, tuvieron.'* 
Por lo tanto, es poco factible que hubiera habido incluso una 
carrera judicial, tal como lo afirman. 

Debajo tanto del batab como del ah hol pop estaba el consejo 
de ancianos, el cual era encargado de los asuntos de menor 
cuantía, así como de tratar de avenir a las partes proponiendo 
soluciones que satisficieran a los contendientes.'” 


18 Dentro de estas circunstancias, Chuchiak IV pasa por alto la influencia mexica que 
hubo en la zona inmediata al reino quiché, en el actual Soconusco chiapaneco, el 
cual, de alguna u otra manera, tuvo un impacto en las tierras guatemaltecas. De 
igual manera, se podría especular que el dominio azteca llegó incluso al reino quiché 
de Utatlán. Vid. in extenso Carmack, Robert M.: The quiché mayas of Utatlán. The 
Evolution of a Highland Guatemala Kingdom. University of Oklahoma Press. 1981. 
pp. 142 y ss. Dicha influencia, que evidentemente traía aparejada la transferencia de 
parte de las instituciones, no llegó a las tierras peninsulares yucatecas, por lo que lo 
afirmado por Chuchiak IV no es sostenible, dada la disparidad de circunstancias de 
uno y otro pueblo y lugar. 


19 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... p. 304. 
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Yendo a una particularización más profunda, Brokmann 
comenta que, a un nivel local, existía el cuchteel, que en el 
diccionario de Motul tiene diversas acepciones, aunque a la que 
se debe de atender es a la de parcialidad, parte de algún”, y que 
Brokmamn refiere como “(...) grupos de familias extensas que 
ocupaban un territorio, siendo representado por el ah cuch cab, 
quien tenía derecho de veto en el consejo del pueblo (...)? Y 
debajo de toda esa estructura, estaba la familia como tal. 

Por otra parte, Ana Luisa Izquierdo y de la Cueva propone 
una jerarquía con una serie de variaciones, que a continuación se 
abordan. 

Según su esquema”, tanto el halach uinic como el batab 
contaban con una suerte de concejo, en donde estaba el ah cuch 
caboob. En el caso concreto, la palabra caboob es el plural del 
cab, y el conjunto de palabras tiene varias acepciones, aunque 
a la que se debe atender es a la de ah cuch caboob”*, que quiere 
decir regidor o jurado. 

Aparentemente, el ah cuch cab era, efectivamente, un 
regidor que integraba un concejo que asesoraba a los superiores, 
con la particularidad de que este funcionario tenía un derecho 
de veto en relación con las decisiones que se tomaban en la 
corporación del halach uinic o del batab, ya que el ah cuch cab 
era nombrado por aquellos.?* 


20 Arzápalo Marín, Ramón: Calepino de Motul... p. 144 
21 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... p. 302, nota al pie 462. 


22 Recurso digital disponible en: Izquierdo, Ana Luisa: El delito y su castigo en la 
sociedad maya. Instituto de Investigaciones Jurídicas. UNAM. 1981. Recuperado de 
https: //repositorio.unam.mx/contenidos/5035271 


23 Arzápalo Marín, Ramón: Calepino de Motul... p. 16 


24 Okoshi Harada, Tsubasa: “Las entidades políticas de las Tierras Bajas del norte 
al tiempo de la invasión española” en Revista Digital Universitaria [en línea]. 1 de 
diciembre de 2012, Vol. 13, No.12. p. 6. Consultado el cinco de junio de 2022, 
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También surge la figura del ah kulel, que es definida como 
“(...) comisario o lugarteniente del batab; los ah kuleles llegaron 
a ser alcaldes y pequeños magistrados en la época colonial (...)”2. 
Otra definición es la de “(...) cierto oficial de la república menor 
que los ah cuch cabe y mayor que los tupiles. Ídem, abogado, 
medianero y tercero entre algunos (...)”** Brokmamn sitúa a esos 
funcionarios como componentes del sistema judicial que “(...) 
constituían el cuerpo de consejeros y asistentes de un batab y 
se encargaban primordialmente de comunicar sus órdenes al 
pueblo. En los inicios de un juicio trataban de convencer al señor 
de aceptar o desechar las peticiones de las partes (...)?” En un 
similar sentido, Izquierdo y de la Cueva menciona que los ah 
kulel se encargaba de “(...) poner de acuerdo a los disputantes, 
obligar al cumplimiento de la norma violada, cuando era posible, 
imponer indemnizaciones para satisfacer al agraviado, tasar 
multas o ejecutar otros castigos menores (...)” 

Derivado, pues, de lo anterior, se deduce que los ah kulel 
eran funcionarios menores que hacían las veces de mediadores al 
igual que el consejo de ancianos y realizaban la petición al señor 
—halach uinic y batab— de que aceptara el caso; práctica que se 
reseñará más adelante. 

El funcionario que estaba hasta el fondo de esta jerarquía, 
era el tupil, que es traducido como alguacil.% En este, al parecer, 
concurrían una serie de encomiendas, a saber: Notificar las 
resoluciones del halach uinic y del batab, auxiliar a los resolutores 


recuperado del enlace http://www.revista.unam.mx/vol.13/num12/art119/art119.paf 


25 Barrera Vásquez, Alfredo, et al.: Diccionario Maya CORDEMEX. Ediciones 
CODERMEX. Mérida, Yucatán. 1980. p. 349. 


26 Arzápalo Marín, Ramón: Calepino de Motul... p. 30 
2 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... p. 310. 
28 Arzápalo Marín, Ramón: Calepino de Motul... p. 732 
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en sus diligencias, recolectar los impuestos, aprehender y 
presentar a los acusados ante el señor, e investigar los delitos 
cometidos.”” 

Delineada de manera somera la jerarquía jurisdiccional de 
los mayas yucatecos del postclásico, ahora es evidente que se 
debe reseñar —de manera muy general- el procedimiento que 
llevaban a cabo para impartir justicia. 

Tanto el halach uinic como el batab ostentaban las 
funciones de señor político y de juez, tal como en la totalidad 
de los pueblos mesoamericanos del siglo XVI. Para mover la 
maquinaria jurídico-política, era necesario que el demandante, 
primeramente, cavilara detenidamente, en su seno familiar, si 
emprender o no el litigio. 

Posteriormente, habiendo tomado la decisión de llevar 
adelante el proceso, el litigante se apersonaba ante el consejo 
de ancianos, el señor, o uno de sus asistentes, en función de la 
gravedad e importancia del asunto, para ofrecerle un regalo, 
y así convencerle de echar a andar el proceso. Es decir, era 
un requisito sine qua non dar un presente al halach uinic o al 
batab para que estos vieran la conveniencia de iniciar el litigio. 
Este requisito era vital, hábil, e inclusive lógico, en palabras de 
Brokmann. 


29 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... p. 265. 


30 No obstante, existen aseveraciones en el sentido de que tal regalo era en pago 
por costas judiciales. Vid. Herrera, José Israel: Derecho procesal Maya. Tesis para 
obtener el grado de licenciado en Derecho. Universidad Autónoma de Yucatán. 
Mérida. 2000. p. 31. 
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También podía actuar como intermediario, para argumentar 
mejor el caso, y convencer al batab o al halach uinic de que 
aceptara el caso*', uno de los ah kulel,*? quien, integrando un 
cuerpo consultivo, servía de consejero para el señor. También se 
podía añadir al proceso al kal pach**, que era un abogado, que no 
cobraba por sus servicios, o un ah mahan tza*, el cual sí cobraba 
por sus servicios. 

Habiéndose aceptado el litigio, era enviado el tupil, que era 
quien convocaba a las partes, a efecto de que se apersonaran en el 
litigio, y lo pudiesen seguir en toda regla.** 

En materia penal”, se debe de hacer una precisión y se debe 
narrar un antecedente. 


31 Gaspar Antonio Chi menciona que incluso la parte interesada invitaba a un 
convite al Señor que iba a conocer de su caso, a efecto de convencerle de que 
aceptara la causa, y que evidentemente, tenía la razón. Strecker, Matthias y 
Artieda, Jorge: La Relación de algunas costumbres (1582) de Gaspar Antonio Chi. 
En Estudios de Historia Novohispana, 6 (006). 1978. En https://doi.org/10.22201/ 
1ih.24486922e.1978.006.3256 pp. 12 y 13. 


32 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... pp. 237-239. 

39 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... p. 250. 

34 Vid. nota anterior. 

30 Recurso digital disponible en: Izquierdo, Ana Luisa: El delito y su castigo... p. 59. 


36 Para los efectos de precisar qué se debe entender por derecho penal, debemos 
atender a la definición propuesta por el Dr. Gilberto Martiñón Cano, en el sentido de 
que dicha materia es un mecanismo de control social integrado por normas jurídicas 
que prohíben u ordenan determinadas conductas, cuya transgresión legitima la 
intervención del poder punitivo del estado para restablecer el tejido social y aplicar 
una consecuencia penal. Dicho concepto atiende a cuestiones que van más allá de 
lo meramente jurídico, en donde la visión retributiva o ejemplar eran los únicos fines 
del derecho penal. Lo anterior es visualizado por el citado autor cuando menciona 
que “(...) las consecuencias jurídicas no sólo son penas o medidas de seguridad 
(...)”, y que además no es posible que el derecho penal pueda *(...) desatender a las 
víctimas (...)” Dicha visión era poseída -aunque sin todo el entramado dogmático- 
jurídico- por las tribus o civilizaciones mesoamericanas, como se corrobora en el 
texto de Carlos Brokmann Haro. 
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El antecedente consiste en lo siguiente: Los mayas sentían 
que todos los males que causaban sequías o enfermedades eran 
consecuencia de su mal actuar, es decir, de los pecados. La 
manera que tenían aquellas gentes de “extirpar” dichos males 
era a través de la confesión. Y ese ritual se podía llevar a través 
de dos formas: la primera, era frente al sacerdote, y la segunda, 
a falta de sacerdote, los pecados se confesaban a los familiares. 
En ambos casos, podían estar presentes los mismos familiares del 
enfermo, incluso ayudándole a recordar todos aquellos pecados 
que había omitido, deliberadamente o por mero olvido.” 

Ahora precisando, en vista de lo anterior, dice Izquierdo y de 
la Cueva que dicha confesión, en determinado momento, podía 
servir como prueba en contra del penitente en caso de un proceso 
penal. Ahora bien, si a pesar de que el delito fuese notorio, pero el 
reo se negaba a confesar, dice la misma autora, podía aplicársele 
al acusado ciertos métodos de tortura.** 

No obstante lo anterior, hay que poner de relevancia una 
aparente contradicción de Brokmamn, en el sentido de que en 
primera instancia, afirma que “(...) Una de las más importantes 
[costumbres] es que la indagatoria se realizaba sin presión, 
malos tratos o tortura*Y(...)” mientras que dentro del mismo 


Cfr. Martiñón Cano, Gilberto: El fin del derecho penal. Apuntamientos para la 
construcción de una teoría del restablecimiento del tejido social. Ubijus Editorial. 
México. pp. 22, 25 y 29. 

Vid in extenso Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... 


S/ de Landa, Diego: Relación de las cosas de Yucatán, sacada de la que escribió 
el Padre Fray Diego de Landa, de la Orden de San Francisco, en Colección de 
documentos inéditos relativos al descubrimiento, conquista y organización de las 
antiguas posesiones españolas de ultramar. Segunda serie, publicada por la Real 
Academia de la Historia. T. 13. Relaciones de Yucatán. Il. Establecimiento tipográfico 
“Sucesores de Rivadeneyra”. Madrid. pp. 333 y 334. 

38 Recurso digital disponible en: Izquierdo, Ana Luisa: El delito y su castigo... p. 62. 


39 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... p. 313. 


37 
Julio-Septiembre 2024 | Año 6 | No. 2 


Gaceta Judicial 


texto, asevera coincidiendo con Izquierdo y de la Cueva que para 
obtener una confesión, se podía recurrir a la tortura*. Derivado 
de lo anterior, se puede afirmar que es posible encontrar indicios 
de tortura en lo descrito por Gaspar Antonio Chí, antiguo noble 
maya, quien menciona que “(...) [Algunas vezes el, que no 
se le pr]Jouaua el adulterio; o le hallauan [a deshora en parte 
sospechosa] le prendian y le atauan las [manos atras]... ... por 
algun dia, o algunas horas [o le desnudabaln o le cortaban los 
cabellos q(ue) era grande afrenta (...)*. Dichos procedimientos, 
amén de ser tenidos por infamantes, podrían considerarse una 
forma de tortura a efecto de que el imputado confesase el delito. 
A pesar de lo anterior, el mismo autor matiza en el sentido de que 
entre los mayas del actual Yucatán no se acostumbraba dar azotes 
a los imputados.” 

Dentro del proceso maya, se contaba con la prueba 
testimonial, la cual, en algunos casos, tales como en los contratos, 
se constituía de antemano, ya que los contratantes, después 
de realizado el pacto, bebían en presencia de testigos, como 
símbolo de haber alcanzado satisfactoriamente dicho acuerdo*. 
De esta actitud se puede deducir que el hacer público y notorio 
dicho acuerdo no era más que con el fin de que, si surgía alguna 
polémica, los testigos pudieran atestar sobre si existía el contrato, 
y las condiciones que este tenía. 

Asimismo, pudiera decirse que se tiene una suerte de 
prueba presuncional, ya que, si bien en el proceso no se tomaba 
juramento, sí se le hacía ver a las partes sobre las consecuencias 


40 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... p. 309. 

41 Strecker, Matthias y Artieda, Jorge: La Relación... p. 16. 
42 Vid. nota 39 

43 Strecker, Matthias y Artieda, Jorge: La Relación... p. 13. 
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que tendría en su persona y su familia si llegase a mentir, que no 
era otra cosa que las maldiciones que enunciaban al principio de 
su declaración se llevarían a cabo*. Aparentemente, los mayas 
tenían mucho respeto —quizás podría aseverarse que hasta terror— 
de las maldiciones que se hacían al inicio de su declaración. Y 
es por ello que, derivado de este temor, se tenía por cierto todo 
aquello que afirmasen o negasen en juicio, ya que era poco 
probable que contravinieran la maldición. Lo mismo pasaba 
con la prueba confesional. Chí menciona que, aunque se tuviera 
una deuda que no se pudiera pagar, el deudor no la negaba.* 
Dicha sinceridad puede deberse justamente al temor de las 
consecuencias de las maldiciones a las que se exponían. 

El resto de las pruebas, tales como la inspeccional, los 
careos y la fama pública, no se tiene la certeza —en virtud de la 
falta de datos de los cronistas contemporáneos que relataron el 
modus vivendi de los mayas yucatecos del postclásico— de que 
hayan existido, por lo que no se realizarán conjeturas sobre ellas. 

Hay que destacar que la península de Yucatán del s. XVI 
estaba dividida en varios señoríos, como se advierte en la figura 
1, y consecuentemente, en un territorio tan pequeño, podían 
suscitarse conflictos entre los mismos. 


44 Zaragoza, Justo: Los tres siglos de la dominación española en Yucatán, o sea 
Historia de esta provincia. Escribióla el R.P. Fr. Diego López Cogolludo, provincial 
que fué de la órden franciscana; y la continúa un yucateco. José María Peralta, 
impresor. Campeche. 1842. p. 236 


45 Strecker, Matthias y Artieda, Jorge: La Relación... p. 13. 
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En materia civil, cuando tal supuesto ocurría, el señor, su 
familia o su linaje asumían la defensa del vasallo de manera 
personal, comprometiéndose en el litigio hasta la sentencia; de la 
cual, si le era desfavorable, asumía el pago.* Y 

En materia penal, la situación no era tan distinta de la de 
otras regiones, e incluso, de otras culturas a lo largo y ancho del 
orbe. 

La cárcel era simplemente amarrar al imputado con las 
manos por la espalda, y colocarle una collera,* y el carcelero era 
el ah canan mazcab*, aunque en las crónicas no se menciona un 
lugar específico para ello. Es decir, no se desprende la existencia 
de una cárcel como tal, sino sólo jaulas de madera.* 

Ahora bien, entrando en la materia de los casos que conocían 
los señores mayas, cabe destacar que si bien tenían un sistema de 
escritura —el cual fue descifrado por los rusos Yuri Valentínovich 
Knórozov y Tatiana Avenirovna Proskouriakov—, este no se 
aplicaba al Derecho, es decir, los procesos mayas eran solamente 
orales.** 


46 Zaragoza, Justo: Los tres siglos de la dominación... pp. 236 y 237. 
47 Strecker, Matthias y Artieda, Jorge: La Relación... pp. 13 y 14. 
48 Zaragoza, Justo: Los tres siglos de la dominación... p. 236. 


49 Arzápalo Marín, Ramón: Calepino de Motul. T. Il. Universidad Nacional Autónoma 
de México. Edición digital 2017. pp. 1445 y 1894. La traducción literal es “El que 
cuida la cárcel” 


50 Strecker, Matthias y Artieda, Jorge: La Relación... p. 14. 
51 Roys, Ralph L.: Indian background... p. 88 
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En relación con los delitos y su forma de castigo, no existía 
la pena de prisión. Sólo la pena capital, la ley del talión y la 
esclavitud.*? Al hablar de la ley del talión, se menciona que “(...) 
el castigo a menudo era igual al crimen cometido: lo mismo se 
castigaba con lo mismo (...)'** 

Los delitos que se juzgaban eran el robo, homicidio, 
violación, adulterio, el incendiario, y delitos de lesa majestad. 
El adulterio tenía varias formas de castigo. Uno de ellos era 
asaetear al cónyuge**, mientras que a la pareja la estacaban. Otro 
método era dejar caer una piedra en la cabeza del adúltero —esto 
se daba sobre todo cuando la culpable era mujer—, mientras que 
cuando el culpable era el hombre, le tatuaban la cara, lo cual 
era, aparentemente en muchos casos, suficiente castigo para el 
adúltero varón. Si el marido perdonaba a la mujer, esta quedaba 
libre.** Aparentemente, la única forma de acreditar dicho delito 
era encontrando a los infractores in fraganti.?* 

El homicidio se pagaba con la vida, cuando este era 
doloso. Si el homicida era menor de edad, quedaba reducido a la 
esclavitud. Si el delito era culposo, el homicida podía conmutar 
la pena de muerte por pagar con un esclavo a los familiares 


92 Salcedo Flores, Antonio: El derecho maya prehispánico, un acercamiento a su 
fundamentación socio-política, en Revista Alegatos, no. 71, enero-abril 2009, 
Universidad Autónoma Metropolitana, p. 156. 


E) Von Hagen, Victor: El mundo de los mayas. Trad. de Mario Bracamonte C. Editorial 
Diana. 16" reimpresión. México. p. 124. 


54 Strecker, Matthias y Artieda, Jorge: La Relación... p. 15. 
55 de Landa, Diego: Relación de las cosas de Yucatán... p. 343. 


56 Von Hagen, Victor: El mundo de los mayas... p. 126, y Zaragoza, Justo: Los tres 
siglos de la dominación... p. 236. 
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ofendidos del difunto.” Ahora bien, si el homicida no cumplía 
su palabra, los parientes de la víctima lo mataban a través de una 
emboscada.** 

La violación y los crímenes de leja majestad eran castigados 
con la pena de muerte. Sólo en el caso de lo que en las crónicas 
se llamaba forzar a una doncella, el cronista Antonio de Herrera 
y Tordesillas menciona que el delincuente moría apedreado.” 

El robo era castigado con la esclavitud, hasta que el ladrón 
pudiera redimirse, o quedando así por toda su vida. Asimismo, 
el incendiario era sentenciado a la pena capital. 

Ahora bien, los mayas imponían castigos por situaciones 
que actualmente no representan delito, o que no serían toleradas 
—como la esclavitud—, tal como el hecho de casarse o embarazar 


57 Strecker, Matthias y Artieda, Jorge: La Relación... p. 16. 


58 Roys, Ralph L.: Indian background... p. 31 y de Landa, Diego: Relación de las cosas 
de Yucatán... p. 343. 


59 de Herrera y Tordesillas, Antonio: Historia general de los hechos de los castellanos 
en las Islas y Tierra Firme del Mar Océano. Década IV. Tomo X. Oficina Real de 
Nicolás Rodríguez Franco. 1726. Madrid. p. 207 


60 Vid. Strecker, Matthias y Artieda, Jorge: La Relación... p. 17, y de Landa, Diego: 
Relación de las cosas de Yucatán... p. 343. En este sentido, aparentemente existe 
cierta polémica en relación con la sanción que ameritaba el robo, ya que los autores 
anteriormente citados -Así como Diego López de Cogolludo- sostienen la tesis que 
se afirma en el texto, mientras que Von Hagen y quienes lo citan sostienen que la 
pena era lisa y llanamente la muerte. Quizás el hecho de que se les sentenciara a 
muerte resulte poco sostenible, ya que, si bien es cierto los mayas eran bastante 
afectos a ejecutar la pena capital, Diego de Landa menciona una razón de peso 
para creer que no necesariamente fuera la pena aplicable al delito de robo, que 
es una causa puramente social. El fraile menciona que en tiempos de hambre 
muchas personas eran reducidas a la condición de esclavos. Si bien es cierto que 
la afirmación es singular, ya que ninguno de sus contemporáneos menciona dicha 
circunstancia, la aseveración en relación a la sentencia proviene de Chí, quien a 
la sazón era informante y descendiente de la nobleza que habitaba la península 
yucateca al momento de la conquista castellana. 
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a una esclava." La razón en ello es muy simple: Se puede 
advertir claramente que los mayas, por razones de estricto 
orden económico, daban una preponderancia fundamental a la 
esclavitud como motor de su economía y como forma de suplir 
la mano de obra, en constante carestía.* Así pues, si un individuo 
embarazaba a la esclava de otro, podría decirse que le estaba 
provocando un menoscabo patrimonial, en virtud de que la 
esclava, al quedar embarazada, quedaba incapacitada, y al tener a 
su hijo, que a su vez, también sería esclavo, el dueño tendría otra 
boca —imprevista— que mantener. Por lo tanto, y para no dejar a 
su suerte tanto a una como al otro, se le imponía al que cometía 
el acto, el ser reducido a la esclavitud. La misma suerte corría la 
mujer que se casaba con un esclavo, es decir, quedaba reducida a 
la esclavitud. 

En relación a todo lo anteriormente dicho, se debe puntualizar 
lo siguiente: El estudio hasta aquí realizado solamente está 
referido a los mayas de la península de Yucatán. Esto es motivado 
por el hecho de que, al momento de la conquista de Yucatán 
en 1542, y a su vez, de la conquista de México-Tenochtitlán 
realizada por Cortés en 1521, la zona que abarca los actuales 
Chiapas y Guatemala se vieron influenciadas por contactos con 
los mexicas, tal como se muestra en la nota 18, donde el autor 
comenta que Moctezuma Xocoyotzin envió a una de sus hijas a 
casarse con el rey quiché. La hipótesis de la influencia mexica en 
la zona de Chiapas y Guatemala se ve ampliamente corroborada 
por los diversos cronistas de la época, así como por estudios tanto 


61 Strecker, Matthias y Artieda, Jorge: La Relación... p. 16. 
62 Zaragoza, Justo: Los tres siglos de la dominación... p. 237. 
63 Von Hagen, Victor: El mundo de los mayas... pp. 108 y 109. 
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históricos como arqueológicos posteriores.* Por lo tanto, dicha 
situación hace evidente la imposibilidad de tomar en cuenta, para 
reseñar la dinámica jurisdiccional maya, las fuentes y estudios de 
zonas donde se haya hecho presente la cultura mexica, en virtud 
de que ese contacto evitaría apreciar en su “pureza” —si cabe el 
término— las instituciones típicamente mayas. 

Si bien es cierto que probablemente hubiera influencia 
tolteca en el área maya de la península, esto fue en la época 
clásica de la misma, por lo que cuando llegaron los castellanos 
a aquella zona, dicha influencia muy probablemente se hubiera 
diluido entre la costumbre maya, o simplemente, hubiera caído 
en el olvido. 


64 Vid. in extenso: Navarrete Cáceres, Carlos: Algunas influencias mexicanas en el 
área maya meridional durante el posclásico tardío, en Revista de Estudios de cultura 
Náhuatl, N*. 12, UNAM, IIH, 1976, p. 346 
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Fig. 1. División política de la península de Yucatán en el s. 
VALS 


65 Chuchiak IV, John F, et. al.: El derecho prehispánico maya.... p. 36. 
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Il.- Aztecas y acolhuas. 


a administración de justicia dentro de la cuenca del Valle 

de México es, de manera indiscutible, la más compleja 

de que se tiene noticia en el contexto de las culturas 
precortesianas. 

Como en el caso de los mayas, primeramente se reseña su 
constitución y estructura, para posteriormente dar a conocer los 
casos que conocían los jueces mexicanos y acolhuas, tratando de 
señalar las diferencias que pudieran haber existido entre ambos. 

El perfil del juez mexica, según Fray Bernardino de Sahagún, 
era que, en primera instancia, debía ser un egresado del calmécac, 
es decir, que preferentemente fuesen nobles—, y que además, 
fuesen “(...) personas de buenas costumbres [...] prudentes y 
sabias (...)” Pero aquí no se agotan los requisitos. Debían ser 
individuos completísimamente honestos, que no fuesen afectos a 
la bebida ni demasiado viscerales, no ser susceptibles de recibir 
dádivas o tener parcialidad por alguna persona o estrato social, 
así como diestros en el arte de la guerra.” % 


66 De Sahagún, Fray Bernardino: Historia General de las cosas de la Nueva España. 
Ed. Porrúa. 11* edición. México. p. 452. 


67 Vid. nota anterior. 


68 Aparte de las virtudes morales que se buscaban dentro del perfil del juez, el requisito 
que, según Sahagún, se debía cumplimentar en relación con la destreza en la 
guerra, podría equipararse al cursus honorum romano, donde la experiencia militar 
era indispensable a efecto de poder acceder a un puesto político o jurisdiccional. 
Soutelle sostiene que los jueces, en el caso de Tenochtitlán, surgían de entre las 
filas de los dignatarios experimentados, mientras que en Texcoco surgían una parte 
de las clases altas, y otra parte, de las clases bajas. Cfr. Soutelle, Jacques: La vida 
cotidiana de los aztecas en vísperas de la conquista. Fondo de cultura económica. 
21" reimpresión. México. pp. 63-64. 
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En el contexto acolhua, el rey Netzahualcóyotl fijó las 
normas que estarían vigentes hasta la conquista, haciendo una 
combinación de un presunto cursus honorum y colocando 
a personas de su confianza; es decir, que le habían ayudado a 
recuperar su trono usurpado. Según Fray Juan de Torquemada, 
puso a dos hermanos suyos en lo que él llamaba el supremo 
consejo”: Quautlehuanitzin e Ichantlatocatzin conocerían de los 
casos graves y de las causas criminales para que, en conjunto y de 
acuerdo con el rey, fallaran. A otros 5 tecuhtli dio la magistratura 
en lo relacionado a las causas civiles. 

En relación al perfil del juez acolhua, se desprende que tenía 
los mismos requisitos que el juez mexica: no ser afecto a dádivas 
ni por determinadas personas.” 

No obstante, a pesar del gran riesgo que conllevaba 
atreverse a cometer actos de corrupción, Fray Bernardino 
de Sahagún refiere que “(...) En el tiempo de Moteccuzoma 
echaron presos (a) muchos [...] jueces, [...] y después fueron 
sentenciados a muerte, porque [...] no hacían justicia derecha, o 
justa (...)””, por lo que se advierte que, aún con las disposiciones 
tan rudas como las que regían a la judicatura, había actos de 
corrupción en el seno de la misma. Un ejemplo de ello es el 
que da Pilar Gonzalbo Aizpuru cuando dice que, en caso de que 
un delincuente cometiera una falta en el seno del barrio en que 
habitaba, ordinariamente podía quedar impune derivado de la 
protección que daban los familiares, o por la torpe actuación de 
69 Web bibliografía, disponible en  https://historicas.unam.mx/publicaciones/ 


publicadigital/monarquia/volumen/01/03Libro_Segundo/miv1106.pdf, consultado el 5 
de septiembre de 2022. 


70 García Icazbalceta, Joaquín: Nueva colección de documentos para la historia de 
México. 1!l Pomar.-Zurita.- Relaciones antiguas. (siglo XVI). México. Imprenta de 
Francisco Díaz de León. p. 111. 


71 De Sahagún, Fray Bernardino: Historia General... p. 448 
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algún juez corrupto o condescendiente.”? Alonso de Zorita refiere 
que existían penas a los jueces borrachos y a los corruptos. 
Primeramente, el asunto se trataba en el seno de la judicatura, 
si la falta era menor. Si trascendía los límites de lo tolerable, o 
reiteraba en la falta, era trasquilado y privado del oficio “(...) 
que era tenido entre ellos por gran ignominia (...)”” Si la falta 
consistía en conculcar la imparcialidad debida, ameritaba la 
muerte. Misma pena ameritaba cuando el juez, en las reuniones 
que mantenía con el rey para resolver casos, le hacía una relación 
falsa del mismo.” 


12 Gonzalbo Aizpuru, Pilar: Historia de la vida cotidiana en México. T. |. Mesoamérica 
y los ámbitos indígenas de la Nueva España. El Colegio de México. FCE. México. 
2004. p. 210. 


íS Vid. nota 69 
74 García Icazbalceta, Joaquín: Nueva colección... p. 312. 
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Fig. 4. Los jueces aztecas dictan sentencia de muerte. 
Códice Florentino 
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Fig. 5. Moctezuma Xocoyotzin en persona presencia la 
ejecución de un adúltero. Códice Florentino 
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Fig. 6. Jueces aztecas. Códice florentino. 
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Fig. 7. Juez escuchando un litigio. Esto se advierte por 
la presencia del tlacuilo, que era el encargado de escribir de 
manera resumida la causa, asentándola en un expediente. Códice 
florentino. 
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Fig. 9. Jueces oyendo un litigio. Códice florentino. 
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Las instalaciones de los juzgados se pueden advertir 
principalmente en el códice florentino, el mapa Quinatzin y en el 
códice Mendoza, donde se ve a los jueces resolviendo las causas 
que les plantean, muchas veces, asistidos por jóvenes aprendices. 

Los jueces, tanto en México-Tenochtitlán como en Texcoco, 
tenían la siguiente rutina: Desde el amanecer, despachaban 
en su sede, que ordinariamente solía ser el palacio del rey.” 
Aproximadamente a la hora de la comida, hacían una pausa 
para luego continuar con el despacho los asuntos que quedaban 
pendientes, hasta dos horas antes de la puesta del sol.”% 

En relación con la jerarquía, yendo de menor a mayor 
grado, se debe destacar primeramente el tecalli, que en lengua 
náhuatl quiere decir casa de piedra, el cual, según Alfredo López 
Austin”, era el juzgado al que concurrían los macehuales”. 
Dicho tribunal tenía como titular, según Manuel Orozco y Berra 
a un señor”, el cual era electo anualmente. Dicha noción surge de 


18 Web bibliografía, disponible en  https://historicas.unam.mx/publicaciones/ 
publicadigital/monarquia/volumen/01/03Libro_Segundo/miv1106.pdf, consultado el 5 
de septiembre de 2022. 


76 Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva España. Colección Cien de México. 
CONACULTA. 1999. México. p. 343 

TL López Austin, Alfredo: La constitución real de México-Tenochtitlan. UNAM. México. 
1961. p. 97. 

78 Debe recordarse que los macehuales eran los plebeyos dentro de la sociedad 
azteca. 

79 En su texto, Orozco y Berra refiere que los titulares de dichos juzgados eran llamados 
teuctli, término que quiere decir, al igual que tecuhtli, “señor”. Orozco y Berra, 
Manuel: Historia antigua y de la conquista de México. Tomo primero. Tipografía de 
Gonzalo A. Esteva. México. 1880. p. 267. 


58 
Julio-Septiembre 2024 | Año 6 | No. 2 


Gaceta Judicial 


Francisco Javier Clavijero, quien comenta lo mismo que Orozco 
y Berra. El autor jesuita, asimismo, dice que en aquel tribunal se 
conocían, de las causas del barrio o distrito.* 

Fray Bernardino de Sahagún denominaba también al tecalli 
como teccalco, el cual describe como el lugar a donde acudía 
la gente popular a ofrecer sus pleitos*'. Dicho juzgado era una 
suerte de juzgado cívico o menor de partido, en relación al 
trámite de causas civiles de poca cuantía.*” Asimismo, el tecuhtli 
debía ejecutar las órdenes de un tribunal superior, tal como lo 
refiere Clavijero**. Entre las órdenes que debía ejecutar era la de 
la aprehensión de los acusados por un delito. 

Superior al tecalli era el tlacxitlan, el cual, según cronistas 
e historiadores** posteriores, fungía como un tipo de tribunal 
de segunda instancia en materia civil. No obstante, la anterior 
afirmación debe ser matizada y tomada con precaución. La 
apelación, tal cual se entiende hoy, es el recurso vertical, en virtud 
del cual, el tribunal de alzada confirma, modifica o revoca la 
sentencia dictada por el juez de primera instancia. Además, ante 
el recurso de apelación, la jurisdicción delegada en la primera 
instancia, retorna al tribunal de alzada.* En el caso del tlacxitlan, 


80 Clavijero, Francisco Javier: Historia Antigua de México. Ed. Porrúa. 12* ed. 2021. 
México. p. 305. 


81 Cfr. De Sahagún, Fray Bernardino: Historia General de... p. 447. 
82 Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva... p. 340 
83 Clavijero, Francisco Javier: Historia Antigua... p. 305 


84 Alfredo López Austin refiere que, en efecto, el tlacxitlan era un tribunal de segunda 
instancia civil en toda regla. De igual manera, Carlos Brokmann Haro hace una 
interpretación análoga. 


85 Sirve de apoyo lo establecido en la tesis en materia civil de la Décima época, con 
número de registro digital 2022863 y con número de jurisprudencia 1.110.C. J/7 C 
(10a.), emitida por el décimo primer tribunal colegiado en materia civil del primer 
circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, publicada el viernes 
19 de marzo de 2021 
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esto no es del todo exacto, ya que lo que se ha entendido en los 
análisis histórico-jurídicos de esta época como apelación, era 
en realidad una relatoría por parte de los jueces del tecalli a los 
magistrados del tlacxitlan. Esto es así, porque Fray Bernardino 
de Sahagún refiere en su texto que los jueces del tecalli, después 
de averiguar el asunto, y habiendo determinado que era una 
causa complicada “(...) llevábanlo a los de la sala más alta, que 
se llamaba tlacxitlan, para que allí se sentenciase por los mayores 
consules (e 

Otro dato que lleva a pensar de la forma en que se ha 
planteado, es que Fray Juan de Torquemada no hace mención 
alguna de los tribunales del tecalli, haciendo alusión a que 
únicamente el tribunal del tlacatéccatl era quien conocía los 
asuntos civiles, y que tenía sus tenientes que “(...) oían juntamente 
con ellos, y libraban las causas que se trataban (...)”", aunado a 
que el mismo cronista menciona que el cihuacóatl “(...) Oía de 
causas que devolvían [...] a él por apelación, y estas eran solas 
las criminales, porque de las civiles no se apelaba de sus justicias 
ordinarias (...)” Clavijero*, a pesar de mencionar que el tecalli 
actuaba como tribunal de primera instancia, no deja de decir que 
el tecuhtli se presentaba diariamente ante el tlacatéccatl o ante 
el propio cihuacóatl a efecto de dar cuenta de lo sucedido en su 
juzgado y recibir sus órdenes. 


86 Vid. De Sahagún, Fray Bernardino: Historia General de... p. 452. 


87 Web bibliografía: https://historicas.unam.mx/publicaciones/publicadigital/monarquia/ 
mi_vol04.html consultado el 2 de octubre de 2022. 


88 Clavijero, Francisco Javier: Historia Antigua... p. 305 
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De igual manera, el oidor Zorita menciona que existían 
jueces que eran capaces de sentenciar asuntos de poco valor, y 
que además estaban obligados a observar lo que les mandaban 
los señores, derivado de los conversatorios que llevaban a cabo.*” 

De lo anterior, pues, se advierte que el tribunal del tecalli 
era, por hacer un símil con instituciones actuales, una suerte 
de juzgado menor que sólo sentenciaba de cosas sumamente 
menores. En asuntos mayores, eran Órganos auxiliares del tribunal 
superior: El Tlacatéccatl o tlacxitlan. 

La denominación de tlacxitlan la realiza Fray Bernardino de 
Sahagún, mientras que Tlacatéccatl es la forma en que denominan 
Clavijero, Torquemada y Orozco y Berra, pero se advierte que 
se habla del mismo tribunal, que es el que está inmediatamente 
debajo del tribunal del cihuacóatl. 

Dicho tribunal conocía de los asuntos difíciles en materia 
civil, en una única instancia, como se ha mencionado, y era el 
órgano que juzgaba primeramente en materia penal, sin que un 
inferior pudiera hacerlo. Para ello, tomaba los testimonios de 
las personas involucradas en un caso penal, siendo de las pocas 
excepciones a la regla general de que un macehual pudiera pisar 
el palacio real. De igual manera, era el juzgado al que acudían los 
Pipiltin, es decir, era el tribunal de los nobles”, que a diferencia de 
los macehuales, aquellos no precisaban acudir primero al tecalli. 
En este sentido, es de advertirse una similitud con el tribunal del 
tecalli: El tribunal del Tlacatéccatl estaba capacitado para juzgar 
cualquier clase de asuntos penales, los cuales, de ordinario, debía 
confirmar el tribunal del Cihuacóatl.? Sólo el Huey Tlatoani 


89 Cfr. Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva... p. 344 
90 López Austin, Alfredo: La constitución real... p. 100. 


91 De Sahagún, Fray Bernardino: Historia General de... p. 452, Clavijero, Francisco 
Javier: Historia Antigua... p. 305 
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podía dictar la pena de muerte, por lo que en los asuntos de 
esa naturaleza, el Cihuacóatl transmitía la sentencia de muerte 
acordada por el propio 7Tlatoani.” El tribunal del Tlacatéccatl 
estaba integrado por el propio Tlacatéccatl —quien a su vez era un 
alto mando dentro del ejército mexica— el cuauhnochtli”, quien 
ejecutaba las sentencias pronunciadas por el Tlacatéccatl, y por 
el tlailotlac. 

El más alto tribunal era, indiscutiblemente, el del Cihuacóatl. 
Dicho personaje era la mano diestra del Tlatoani cuando este 
se encontraba ausente. Era de tal importancia, que aquel que 
se atreviera a usurpar su nombre o sus insignias, era reo de 
muerte, sus bienes confiscados y su mujer y sus hijos, reducidos 
a la esclavitud. Su tribunal estaba compuesto, según la versión 
náhuatl del códice florentino, por el propio Cihuacóatl, además 
del Tlacochcálcatl, el Huitznahuatlailótlac, el Ticociahuacatl, 
el Pochtecatlailótlac, el  Ezhuahuácatl, el  Tezcocoácatl 
mexicano, el Acatliacapanécatl, el Milnáhuatl, el Atláuhcatl, el 
Ticociahuácatl, el Cihuatecpanécatl, y el Tequixquinahuácatl, 
todos ellos grandes dignatarios dentro del aparato estatal y militar 
del estado mexica. Dictaban la última palabra en materia penal, 
donde decretaban sentencia definitiva en casos difíciles, y, como 
se ha mencionado, transmitían la pena de muerte dictada por el 
Tlatoani. Además, no conocían de casos civiles, en virtud de que 
de eso se encargaba el tribunal del 7/acatéccat!. 


92 Durán, Fray Diego: Historia de las Indias de Nueva España y Islas de Tierra Firme. 
T. II. Imprenta de Ignacio Escalante. México. 1880. pp. 222-223. 

93 Vid. Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 266, Clavijero, Francisco Javier: 
Historia Antigua... p. 305, y Recurso digital disponible en: https://historicas.unam. 
mx/publicaciones/publicadigital/monarquia/volumen/04/02Libro_Undecimo/miv4028. 
pdf consultado el 12 de octubre de 2022. 

94 López Austin, Alfredo: La constitución real... pp. 100 y 101, y De Sahagún, Fray 
Bernardino: Historia General de... p. 452. 
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Llegados a este punto, surge la pregunta ¿Por qué el tecalli 
hacía una simple relatoría de los casos difíciles en materia civil al 
Tlacatéccatl? ¿Por qué el Tlacatéccatl hacía lo mismo en materia 
penal, en relación con el Cihuacóatl? 

La respuesta la da fray Diego Durán, quien asegura que no 
había plebeyo o macehual que “(...) osase traspasar ni poner 
el pié en el umbral de las casas reales, porque para sus pleytos 
tenian sus particulares lugares y audiencias donde pedian su 
justicia, de donde venia de mano en mano al supremo consejo 
para quellos lo sentenciasen (...)”%. Es decir, el tecalli fungía 
como un mero enlace entre el pueblo y el Tlacatéccatl, y a su 
vez, el Tlacatéccatl fungía como un enlace entre el reo y el 
Cihuacóatl o el mismo Tlatoani, quienes tenían en sus manos su 
vida. Esto era así, en virtud de que el pueblo llano no podía entrar 
al palacio del Tlatoani, porque si así lo hacía, se convertía en 
acreedor a una sentencia de muerte. En virtud de lo anterior, era 
por eso que los casos se trasladaban del tribunal menor al mayor, 
sin que cupiese, como se ha dicho anteriormente, hablar de un 
recurso de apelación, en virtud de que, bajo esa dinámica social 
era imposible que existiese. 

Un personaje que entra en escena, es el tlacuilo, es decir, el 
pintor. Se debe advertir que, el sistema de escritura de los mexicas 
era pictográfico. Y dado que el estado mexica, al momento de la 
llegada de los castellanos, era una sociedad que estaba en proceso 
de adquirir mucha mayor complejidad que una simple tribu, es de 
suponerse que debían implementar registros a efecto de evitar un 
caos administrativo. 


95 Durán, Fray Diego: Historia de las Indias de Nueva España y Islas de Tierra Firme. 
T. |. Imprenta de J.M. Andrade y F. Escalante. México. 1867. p. 198. 
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Aunque no ha llegado a los tiempos actuales algún 
expediente, es evidente que, en la época precortesiana, en la 
cuenca del valle de México, ya existían.* > 

En dichos expedientes, según lo relatado por los cronistas, se 
plasmaba la demanda, la contestación, las pruebas y la sentencia 
que se dictaba sobre el caso. El relato jurídico era mandado 
elaborar por el juez del tecalli, para trasladarlo al Tlacatéccatl, 
en materia civil. En el caso de la materia penal, el Tlacatéccatl 
hacía las averiguaciones que constarían en el expediente, para 
posteriormente trasladarlo al Cihuacóatl, y que este confirmara 
la sentencia. Esto, como se ha dicho, era derivado de la dinámica 
social que se ha mencionado antes, donde los macehuales 
involucrados tenían prohibido apersonarse -a menos que fuesen 
llamados- en el palacio real, lugar donde estaban asentados los 
juzgados tanto del Tlacatéccatl como del Cihuacóatl. 

En relación con el reino de Texcoco, es Fray Juan de 
Torquemada el que hace una relación más precisa en lo 
concerniente al cómo se impartía justicia en dicho reino. 

En el reino acolhua, los juzgados estaban ubicados en 6 
distritos o ciudades principales”. Torquemada los refiere como 
audiencias o cancillerías. De similar manera que sus aliados 
del lago, dicha instancia conocía de asuntos menores o de poca 
cuantía, y también estaban calificados para reunir evidencia en 
los casos que conocían sus superiores, así como para aprehender 
a quien le ordenasen. Los horarios en que atendían eran los 


96 Kohler, Josef: El derecho de los aztecas. Tribunal Superior del Distrito Federal. 
México. p. 156. 


97 Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva... p.343 
98 Clavijero, Francisco Javier: Historia Antigua... p. 305 
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mismos que sus pares aztecas, y no se sabe el nombre que daban 
los texcocanos a ese juzgado, aunque sí al lugar en que residían, 
al cual llamaban tecpan. 

En la ciudad de Texcoco, existían dos salas, integradas a 
su vez por doce jueces, según Mendieta” y Zorita'%, o por dos 
jueces, según Torquemada. El referido cronista torquemadense 
relata que “(...) Había diferencia entre los dichos jueces, porque 
los de una sala eran de más autoridad que los de la otra, estos 
se llamaban jueces mayores y esotros menores; los mayores oían 
de causas graves y que pertenecían a la determinación del rey; 
los segundos de otras, no tan graves, sino más leves y livianas 
(...)”1 Se advierte pues, que los llamados jueces menores eran 
de la misma especie que los de las provincias llamadas audiencias 
o cancillerías por Torquemada, quienes conocían de causas 
menores, y fungían como investigadores de las causas graves. 

Los así llamados jueces mayores eran capaces de conocer, 
según se advierte, de cualquier causa, tanto civil como penal, 
pero no eran capaces de dictar sentencia sin el acuerdo del rey. 
En esto se diferencia del tribunal del Cihuacóatl, en virtud de que 
la palabra de este, salvo en el caso de sentencia de muerte, era la 
definitiva. 

En lo referente a cómo se impartía justicia, es de notar que 
existen diferencias en relación a cómo se hacía en Texcoco y en 
Tenochtitlán. Los cronistas particularizan en este sentido que a 
continuación se analiza. 


99 de Mendieta, Fray Gerónimo: Historia eclesiástica indiana. Antigua librería. México. 
1870. p. 135. 


100 Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva... p.344 


101 Recurso digital disponible en: https://historicas.unam.mx/publicaciones/publicadigital/ 
monarquia/volumen/04/02Libro_Undecimo/miv4028.pdf consultado el 19 de octubre 
de 2022. 
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Primeramente, la relatoría de los casos que pasaban al 
tribunal superior, era basada en un expediente que elaboraba un 
tlacuilo, es decir, un pintor, a quien se le atribuía la calidad de 
secretario, quien ponía en el papel “(...) todo lo que se trataba y 
había de queda por memoria (...)” a través de la forma jeroglífica 
que tenían de escribir.'” Dicha circunstancia es confirmada 
también por Zorita'* y Mendieta'% 

Además de lo anterior, otra particularidad de la judicatura 
texcocana era la realización de una suerte de conversatorios a 
donde concurrían todos los jueces ante la presencia del rey, a 
efecto de discutir sobre los casos complicados, o graves. Dichos 
conversatorios tenían lugar cada diez o doce días,'% al cabo de 
los cuales, todos los asuntos pendientes se resolvían con acuerdo 
del rey, sin que ninguno pudiera apelarse. 

Si el asunto era de mayor gravedad que el promedio, este 
se dilucidaba en el conversatorio denominado nappoallatolli, 
que significa plática de ochenta, refiriéndose a los días,'% donde 
debidamente relatado, con base en el expediente pintado por los 
tlacuilos, tal como en los conversatorios ordinarios, se resolvían 
sin más apelación. 

Aunado a estas singularidades, otra cuestión que podría 
decirse que distinguía a la judicatura acolhua era el uso de 
lo que Mendieta denominaba alguaciles. Dichos personajes 


102 Recurso digital disponible en: https://historicas.unam.mx/publicaciones/publicadigital/ 
monarquia/volumen/04/02Libro_Undecimo/miv4028.paf consultado el 19 de octubre 
de 2022. 


103 Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva... p.343 


104 de Mendieta, Fray Gerónimo: Historia eclesiástica indiana. Antigua librería. México. 
170, (9 160: 


105 de Mendieta, Fray Gerónimo: Historia eclesiástica indiana... p. 135. 


106 Recurso digital disponible en: https://historicas.unam.mx/publicaciones/publicadigital/ 
monarquia/volumen/07/miv7041 .pdf consultado el 20 de octubre de 2022. 
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estaban divididos en dos clases: los achcauhtzin, quienes eran 
los encargados de aprehender a los acusados, o a quien los 
superiores mandaran'”. El número de estos, según Mendieta y 
Zorita, era de doce!*%, es decir, uno por cada juez. Torquemada 
no precisa el número, pero es coincidente en las ocupaciones de 
dichos funcionarios. Asimismo, se tenía a los topilli —topil en 
singular— quienes se encargaban únicamente de hacer citaciones 
o comunicar las órdenes'”. Es decir, podrían equipararse a los 
actuarios contemporáneos. 

Los jueces de Texcoco —y probablemente los mexicanos, 
aunque no hay datos en ese sentido— tenían una paga por parte 
del estado, en forma de tierras propiedad del rey, labradas por 
personal destinado para ello, obteniendo así los jueces su paga, 
garantizando así la independencia judicial, y consecuentemente, 
acotando de buena manera las probables corruptelas. Dichas 
tierras no eran hereditarias, sino que los beneficios los disfrutaba 
quicnecra ue 

En relación a lo que conocían los jueces del valle de México 
=sin hacer distinción, en este caso, entre acolhuas y mexicas-, 
en materia civil, se conocían cuestiones sobre bienes inmuebles, 
contratos, y la acción de divorcio. Esta era juzgada y sentenciada 
por los jueces menores o los del tecalli.'? El proceso, se llevaba 


107 Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 266 


108 de Mendieta, Fray Gerónimo: Historia eclesiástica indiana... p. 135, y Zorita, Alonso 
de: Relación de la Nueva... p.344 


109 Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 266 


110 Recurso digital disponible en: https://historicas.unam.mx/publicaciones/publicadigital/ 
monarquia/volumen/07/miv7041.pdf consultado el 20 de octubre de 2022. 
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de manera similar a lo que, en la época contemporánea, era el 
ahora derogado artículo 697 del código de procedimientos civiles 
para el estado de Guanajuato. ''* 

El proceso de divorcio entre los habitantes del valle de 
México, constaba de dos fases: La primera, era una audiencia 
de conciliación, donde los jueces trataban de hacer que las 
partes se desistieran. Según Zorita “(...) procuraban los jueces 
de los conformar y poner en paz, y reñían ásperamente al que 
era culpado, y les decían que mirasen con cuánto acuerdo se 
habían casado, y que no echasen en vergilenza y deshonra á 
sus padres y parientes que habían entendido en los casar, y que 
serían muy notados del pueblo, porque sabían que eran casados; 
y les decían otras cosas y razones, todo á efecto de los conformar 
(..) "4. Terminada esta fase, si los involucrados porfiaban en 
su decisión, el juez lisa y llanamente despedía a los esposos de 
mala manera,''* lo que se entendía como una disolución tácita 
del matrimonio. Cuando se suscitaba esto, se hacía la partición 
de los bienes que cada uno había aportado al matrimonio —de lo 
cual llevaban inventario los padres de los esposos— para que estos 


113 Congreso del estado de Guanajuato. Código de procedimientos civiles para el 
estado de Guanajuato. Recurso digital disponible en https://congresogto-my. 
sharepoint.com/personal/inileg_congresogto_gob_mx/_layouts/15/onedrive.as- 
px?id=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%- 
2FCompilaci4C3%B3n%20Legislativa%20IntegralV2FC%C3%B3digos%20 
Editados %20para%20Carga%20en%20Adminv%2FC%C3%B3digo%20de%20 
Procedimientos%20Civiles%2FEditadas%20Pdf%2F19340308%2Epdf8parent=%- 
2Fpersonal%2Finileg/%5Fcongresogto»5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompi- 
laci/C3%B3n%20Legislativa%20Integral2FC%C3%B3digos%20Editados%20 
para%20Carga%20en%20Admin%2FC%C3%B3digo%20de%20Procedimien- 
tos%20Civiles%2FEditadas%20Pdfága=1 consultado el 23 de octubre de 2022. 


114 Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva... p.340 
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monarquia/volumen/07/miv7041 .pdf consultado el 23 de octubre de 2022. 
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fuesen devueltos a sus dueños primitivos,''* tal como se hace en 
la actualidad en relación con la sociedad conyugal. Asimismo, 
el cónyuge culpable era sentenciado a la pérdida de la mitad de 
sus bienes.'!” En lo concerniente a la custodia de los hijos, la 
costumbre era clara: Los varones se iban con el padre, y las hijas 
con su madre.!** 

Si el marido abandonaba a su mujer de motu proprio, es decir, 
sin mediar sentencia del juez, se le penalizaba chamuscándole el 
cabello.'!? Las causales de divorcio eran de diversa indole, siendo 
las más la falta de cumplimiento de las obligaciones que les 
correspondían a los cónyuges.'” 

En relación con las disputas sobre bienes inmuebles, si había 
dos que se ostentaran como dueños de un predio, y después de 
que ambos sembraran maíz, uno arranca la siembra del otro, era 
condenado a que el maíz arrancado se le colgara del cuello, y se 
hiciera procesión infamante en el tianguis.'? 

Según lo que cuentan las crónicas, la esclavitud estaba 
profundamente regulada en los tiempos de existencia de los 
estados del valle de México. Además, Fray Juan de Torquemada 
refiere que, definitivamente, no era una condición que implicara 


116  Kohler, Josef: El derecho de los aztecas...p. 95 


117  Chavero, Alfredo: Obras históricas de don Fernando de Alva lxtlilxochitl. Oficina 
tipográfica de la Secretaría de Comercio. México. 1891. p. 239 


118 Durán, Fray Diego: Historia de las Indias... T. Il. p. 116 


119 López de Gomara, Francisco: Crónica de la Nueva España. Recurso digital 
disponible en  http://www.bibliotecavirtualdeandalucia.es/catalogo/es/consulta/ 
registro.do?id=7145 consultado el 27 de octubre de 2022. p. 222 en el navegador 
del documento en formato .pdf 


120 Recurso digital disponible en: https://historicas.unam.mx/publicaciones/publicadigital/ 
monarquia/volumen/07/miv7041.pdf consultado el 27 de octubre de 2022. 
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extrema rudeza para el esclavo.'?? Esto se menciona porque, si 
bien es cierto que la esclavitud está actualmente prohibida en 
México, no es menos cierto que dicha figura tenía tal importancia 
que era regulada dentro del mundo de los contratos civiles. 

Existía pues, una suerte de acción reivindicatoria en relación 
con los bienes y los esclavos. Las leyes de Netzahualcóyotl 
referían que si un individuo vendía un predio a dos compradores 
diversos, el bien se declaraba en favor del primer comprador, y 
el segundo adquiriente perdía el precio pagado por el inmueble, 
siendo el vendedor castigado por el engaño.'” 

La misma dinámica aplicaba para quien se vendía como 
esclavo, prescindiendo solamente del castigo, ya que es dable 
suponer que la propia esclavitud era suficiente. Además, la venta 
de sí mismo se tenía qué hacer ante cuatro testigos; ello en virtud 
de darle la mayor publicidad posible al acto, y que los sucesivos 
no se llamaran a fraude.'” 

En ocasiones, para evitar caer en la esclavitud, así como 
entre los mayas, los habitantes del valle de México se tornaban 
en deudores solidarios de la deuda de un familiar suyo; es decir, 
la familia ayudaba al insolvente a saldar su compromiso.'? 


122 Dentro del relato que hace el monje franciscano, refiere que *(...) Si los esclavos 
eran muchachos o pobres, estábanse en casa con sus amos, los cuales los trataban 
como si fueran hijos, y así los vestían y les daban de comer, como a tales, y muchas 
veces los amos se casaban con esclavas suyas y lo mismo hacían las mujeres (...)” 
Recurso digital disponible en https: //historicas.unam.mx/publicaciones/publicadigital/ 
monarquia/volumen/04/05Libro_Catorce/miv4122.pdf consultado el 30 de octubre 
de 2022. 


123  Chavero, Alfredo: Obras históricas... p. 239 
124  Kohler, Josef: El derecho de los aztecas...p. 112 


125 Recurso digital disponible en https://historicas.unam.mx/publicaciones/publicadigital/ 
monarquia/volumen/04/05Libro_Catorce/miv4122.pdf consultado el 30 de octubre 
de 2022. 
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No obstante lo anterior, el deudor no se libraba de la prisión. 
Pero se debe matizar el concepto prisión. Se debe recordar que 
Francisco Javier Clavijero menciona que existían dos tipos de 
cárceles: el teilpiloyan y el cuauhcalli.!?* Dichas prisiones tenían 
funciones diferentes. Mientras la última era la postrimera morada 
del prisionero, antes de ser sacrificado, la primera funcionaba 
como una forma de presión —o de ejecución de deudas como tal, 
según Kohler'*— sobre el deudor, a efecto de que él o su familia 
realizaran el pago de las deudas del moroso. Es decir, no tenía un 
carácter penal, sino como medida de apremio. 


Tlazolteotl 
Diosa¡de la 
purificación, las 
confesiones y/ el 
perdón: Aunque está 
MESES ELENA 
la purificación de 
los.pecados y/las 
transgresiones, su 
papel es crucial en el 
proceso de justicia; 
ya que los pecadores 
podían confesarse y, 
ser perdonados por; 
sus faltas: 


126  Clavijero, Francisco Javier: Historia Antigua... p. 312 
127 — Kohler, Josef: El derecho de los aztecas...p. 110 
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Asimismo, los contratos ordinariamente se garantizaban en 
virtud de prenda!” y si estos no se pagaban, como lo eran las 
compras a crédito, el deudor se tornaba en esclavo del acreedor'*%, 
Cabe reiterar que esto no era una cuestión de derecho penal, 
sino lisa y llanamente lo que en los días actuales se denomina 
“cláusula penal”. Es decir, una sanción contractual. 

Existía una norma protectora del patrimonio dado en 
herencia. Dice la ley 16 de Netzahualcóyotl'** que “(...) si algún 
principal mayorazgo!” fuese desbaratado!** o travieso, o si entre 
los dos de estos tales hubiese alguna diferencia sobre tierras u 
otras cosas, el que no quisiese estarse quedo con la averiguación 
que entre ellos se hiciese, por ser soberbio y mal mirado, le fuesen 
quitados sus bienes y el mayorazgo y fuese puesto en depósito en 
una persona que diese cuenta de ello para el tiempo que le fuese 
pedida (...)” Es decir, bajo ciertos casos, si alguien de plano era 
mal administrador de la herencia que le habían dejado sus padres, 
el estado, para evitar la dilapidación total de los bienes, eran 
entregados a un administrador, a efecto de que los preservara 
durante el tiempo que el rey estimara conveniente. !** 


129 García Icazbalceta, Joaquín: Nueva colección de documentos... p. 117 
130 Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 269 
131  Chavero, Alfredo: Obras históricas... p. 239 


132 Institución que somete la propiedad a un régimen privilegiado para evitar su 
transmisión fuera de una determinada línea sucesoria. Consultado en https://dpej. 
rae.es/lema/mayorazgo el 5 de noviembre de 2022. 

133  Disipar, malgastar los bienes. Consultado en https://dpej.rae.es/lema/desbaratar el 5 
de noviembre de 2022. 

134 Esto sigue el mismo espíritu que el artículo 565 del código de procedimientos civiles 
para el estado de Guanajuato, en el sentido de evitar la dilapidación de los bienes 
heredables. 
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En cuanto a las cuestiones probatorias, es de decir que, 
de manera similar a los mayas, las probanzas admitidas eran la 
testimonial y la confesional, pero a diferencia de aquellos, los 
expedientes mencionados anteriormente también constituían 
prueba documental. 

En materia penal, eran reprochados algunos de los siguientes 
delitos: 

Aborto: Moría la mujer que abortaba a su hijo, y quien le 
hubiera dado la sustancia para que pudiera hacerlo. !** 136 

Adulterio: Menciona Torquemada que el que tenía acceso 
carnal a una mujer casada, primeramente era multado con cien 
plumas de quetzal. No obstante, si ambos reincidían en la conducta, 
morían a través del apedreamiento o del ahorcamiento'””. Si el 
adulterio consistía en tener relaciones sexuales con la mujer del 
señor, era sentenciado a muerte común o en virtud de sacrificio. 
Según Zorita, para probar el delito, los jueces atormentaban a 
los implicados a efecto de que confesasen'”*. Una agravante de 
este delito era cuando los burladores asesinaban al agraviado. 
En tal caso, el varón era asado con agua con sal, mientras que 
la mujer moría ahorcada.'*” En Texcoco, el encubridor corría 


135 Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 272 
136 Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva... p.347 


137 Recurso digital disponible en https: //historicas.unam.mx/publicaciones/publicadigital/ 
monarquia/volumen/04/03Libro_Doce/miv4047.pdf consultado el 5 de noviembre de 
2022. 
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Sociedad, no. 149, invierno 2017. p. 203 
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la misma suerte que los adúlteros.'* En caso de que el burlado 
hiciera justicia por propia mano, era reo de muerte, por usurpar la 
justicia del rey.!* 

Alteración de las señales que dividían los terrenos: Se 
castigaba con la muerte.'* 

Despojo: Era castigado con la muerte en la horca.'* 

Embriaguez: Era reo de muerte el sacerdote ebrio. El 
aristócrata que se emborrachaba era privado de su oficio y 
degradado.'*. Entre los macehuales la sentencia era derribar la 
casa del borracho, siendo así desterrado de la comunidad.'* 

Homicidio: Se castigaba con la muerte.'* 


140  Chavero, Alfredo: Obras históricas... p. 238 
141 Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 271 
142  Chavero, Alfredo: Obras históricas... p. 238 
143  Chavero, Alfredo: Obras históricas... p. 237 
144  Chavero, Alfredo: Obras históricas... p. 237 
145 Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva... p. 349 
146  Chavero, Alfredo: Obras históricas... p. 237 
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Homosexualidad: Quien tenía relaciones sexuales con 
personas del mismo sexo, fueran hombres o mujeres!” moría 
ahorcado o por garrote'*. Asimismo, la persona que se vistiera 
con prendas propias del sexo opuesto, era ejecutada de la misma 
forma.!% 150 

Incesto: Este delito cometido entre parientes ascendientes 
o descendientes, aún por afinidad se castigaba con la muerte. 
Si se probaba que la otra parte había consentido, era también 
sentenciada a correr el mismo destino. Las relaciones sexuales 
entre hermanos, traían aparejada necesariamente la muerte de 
ambos, ya que se entendía que no pudo haber existido coerción 
al no existir una relación de poder, o por lo menos temor 
reverencial.'** 

Robo: Este delito tenía un tratamiento casuístico. Según 
Torquemada, el que robaba cosa valiosa, era obligado a 
devolverla, quedando el ladrón reducido a la esclavitud. Si este 
no era deseado por su ahora dueño, lo vendía para obtener lo 
robado. Si el ladrón ya había enajenado la cosa, se le sentenciaba 
a muerte. El que robaba en el tianguis, era ejecutado a palos. 


147 Se hace esta aclaración, en virtud de que existieron legislaciones donde se 
sentenciaban sólo las relaciones sexuales entre hombres, o sólo las suscitadas 
entre mujeres, siendo muy palpable esta distinción, la cual no hacían los antiguos 
mexicanos. 


148 El garrote era una forma de ejecución consistente en que la persona era 
estrangulada. A diferencia del ahorcamiento, donde el ejecutado se estrangulaba 
a sí mismo por el efecto de la gravedad, en el garrote, existía un ejecutor de la 
pena que, valiéndose de cualquier medio —ya sea por propia mano, con una soga 
o un instrumento más complejo, como el denominado garrote vil- estrangulaba a la 
persona. 

149  Chavero, Alfredo: Obras históricas... p. 238 

150 Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 270 y 272. 


151 Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 270-273 
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Los mexicanos tenían costumbre dejar que los caminantes 
pudieran tomar el maíz que necesitaran para satisfacer su hambre 
de los surcos que lindaban con el camino. Pero si alguien 
pretendía aprovecharse de esta regla, tomando más de lo que 
necesitaba, era tenido por ladrón y ahorcado.'* El salteador de 
caminos era castigado con la muerte.!** 

Tráfico de personas: Los vendedores que vendían a algún 
niño libre tomaban su lugar como esclavos.'** Asimismo, quienes 
forzaban a un libre a ser vendido como esclavo, sufría la misma 
Sucios. 


Bs telde ler 
[Es ell llos cl 
Intimundio y dle los 
muertos, SU papel 
no esá clieciamente 
ralkercionarclo con la 
Justa em vida, paro elf 
con el arden en el més 
les elimes reelben su 
( 
(CUNA i sus asalenes em villa, 
a 090000000009 


152 Recurso digital disponible en: https://historicas.unam.mx/publicaciones/publicadigital/ 
monarquia/volumen/04/03Libro_Doce/miv4041.pdf consultado el 6 de noviembre de 
2022. 


153 Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 270 
154 Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 270 
155  Chavero, Alfredo: Obras históricas... p. 237 
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Conclusiones 


ay aspectos de los sistemas judiciales de las antiguas 

culturas pueden ofrecen valiosas lecciones para la 

impartición de justicia actual, ya que la historia, si no nos 
sirve para recuperar lo que fue útil, se limita a ser sólo un chisme. 
Un chisme interesante, sí, pero chisme al fin. 

Sobre los mexicas, es rescatable lo siguiente: 

Los jueces mexicas, guerreros probados, debían ser personas 
prudentes, sabias, honestas, no susceptibles de recibir dádivas, y 
sobre todo, individuos que seguían una carrera de aprendizaje 
del oficio durante mucho tiempo. El juez mexica era fácilmente 
reemplazado por un tipo igual de capaz que él, por el simple 
hecho de que el anterior había asegurado su formación en el amor 
a la justicia, sin mediar cuestiones políticas ni económicas, es 
decir, con completa y total independencia. Esta estricta selección 
aseguraba jueces íntegros y capacitados, una práctica que podría 
mejorar la transparencia y confianza en el sistema judicial 
moderno. Además, el uso de tlacuilos (pintores) para documentar 
los casos demuestra una temprana vocación de transparencia y 
registro documental en los procesos. 

Sobre los acolhuas, la implementación de normas estrictas 
y el castigo ejemplar a los jueces corruptos bajo el reinado de 
Netzahualcóyotl destaca la necesidad de un sistema judicial 
incorruptible, lo podría inspirar políticas contemporáneas más 
severas contra los casos de corrupción judicial. 

Además, los jueces acolhuas contaban con la supervisión del 
rey a través de los conversatorios que sostenía con ellos, lo que 
permitía una revisión constante de los casos, garantizando que 
los plazos procesales se respetaran estrictamente, impartiendo 
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justicia pronta y expedita. Implementar sistemas de revisión 
y apoyo similares podría fortalecer la calidad y rapidez de las 
decisiones judiciales actuales. 

Rescatando la cuestión maya, es de recordar que su justicia 
incluía un sistema de mediación antes de llegar a una fase 
judicial, buscando resolver conflictos a través de la conciliación. 
Este enfoque podría ser útil en la actualidad para promover la 
resolución de conflictos fuera de los tribunales y reducir la carga 
judicial. 

Además, contaban con un procedimiento oral que aseguraba 
la participación de las partes involucradas, dinámica que los 
pueblos indígenas de México aún llevan a cabo, y que ha 
permitido solucionar sus problemas comunitarios con relativa 
eficiencia, lo que puede ser una muestra de cómo llevar a cabo la 
justicia cívica. 

La exploración de los sistemas judiciales de las culturas 
mexica, acolhua y maya ofrece perspectivas valiosas para la 
justicia contemporánea. La integridad, la transparencia, la 
especialización, la mediación y la supervisión son prácticas que, 
adecuadamente adaptadas, pueden contribuir a la mejora de los 
sistemas judiciales actuales, promoviendo una impartición de 
justicia más justa, transparente y eficiente. Para que así, la justicia 
en Guanajuato pueda tener otro bicentenario. 
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El poder de un nombre: Supremo 
Tribunal de Justicia. Mas allá de la 
semántica 


Resumen: El Supremo Tribunal de Justicia de Guanajuato desde su establecimiento en 
1824, destaca por su denominación que enfatiza su máxima autoridad y la más alta posición 
en la jerarquía judicial, simbolizando tanto la independencia como la soberanía, reflectores 
de su estatura en la impartición de justicia. 


Palabras claves: Supremo. Superior. Poder judicial. Guanajuato. Justicia. 


Abstract: The Supreme Court of Justice of Guanajuato, since its establishment in 1824, 
stands out for its denomination, which emphasizes its supreme authority and highest 
position in the judicial hierarchy, symbolizing both independence and sovereignty, reflective 
of its stature in the administration of justice. 


Keywords: Supreme. Superior. Judiciary. Guanajuato. Justice. 
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Introducción 


efinitivamente la elección de un nombre influye en la 
trascendencia de lo que designa y, puede suceder, que 
no siempre se elija lo más adecuado o el nombre queda 
pequeño o queda grande o no tiene que ver con lo que se pretende. 

No elegir un buen nombre para una institución puede 
tener serias consecuencias, puede generar confusión sobre sus 
propósitos, se puede ver afectada su identidad y percepción 
pública. 

Mas, sí se eligió un buen nombre para el poder judicial de 
Guanajuato, que por cierto recién celebró su cumpleaños 200 y 
desde su nacimiento y bautizo se ha mantenido el mismo nombre: 
Supremo tribunal de justicia. 

Destacando, para que no se olvide, que dicho nombre es 
producto de su historia y, su simbolismo, obliga a siempre buscar 
la mejor justicia. 


George Santayana? 
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El poder de un nombre 


upremo Tribunal de Justicia es la denominación oficial del 

representante del poder judicial en Guanajuato que destaca 

por su singularidad en el contexto nacional, donde prevalece 
la nomenclatura de tribunales superiores de justicia. 

La palabra supremo proviene del latín supremus y en la 
segunda acepción de la real academia de la lengua significa, 
que no tiene superior en la línea, que es el máximo y sobre el 
nada más, ni nadie más.' 

La distinción entre supremo y Superior radica principalmente 
en el nivel de jerarquía y la comparación de palabras arroja que 
superior no necesariamente implica el nivel más alto. 

El nombre supremo ha sido parte de la identidad del Estado 
de Guanajuato desde su conformación como entidad federativa, 
remontándose a la promulgación de la Constitución del 4 de 
octubre de 1824, que estableció formalmente el sistema federal y 
la creación de los estados dentro de la unión. 

Así, la Constitución de 1824 marcó formalmente la existencia 
de Guanajuato dentro de los Estados Unidos Mexicanos y, fue en 
este contexto, que se fundó el Supremo Tribunal de Justicia como 
la máxima instancia judicial del estado.? 


1 Real academia de la lengua española: Supremo. En diccionario de la lengua 
española. Actualización 2023. En https://dle.rae.es/supremo. Consultado el 20 el 
junio de 2024. 

2 La selección del nombre Guanajuato, para el estado y su capital, tiene raíces en 


la historia prehispánica y colonial de México. Originalmente, la palabra Guanajuato 
proviene del purépecha Quanax-juato, que se traduce comúnmente como lugar 
de ranas o colina de las ranas que obedece a la geografía montañosa del lugar 
que en la cosmovisión indígena o incluso al ojo profano se parece a una rana. 
Con la llegada de los españoles y la posterior colonización, el nombre indígena 
se mantuvo, adaptándose la fonética y la ortografía española, como actualmente 
está. El establecimiento del México independiente y la reorganización territorial que 
siguió, Guanajuato se convirtió oficialmente en uno de los estados de la federación 
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En las deliberaciones del Congreso, se optó colectivamente 
por el nombre de Supremo Tribunal de Justicia, tras la propuesta 
sobre su denominación que reflejó un consenso general.* 

Las actas del congreso no identifican al diputado que propuso 
el nombre, lo que se anotó fue una discusión ordinaria sobre la 
denominación y la decisión final se tomó por unanimidad. 

Aunque si hubo un debate sobre el nombre del tribunal 
o mejor dicho una opinión diferente, a cargo del diputado Leal 
quien sugirió evitar el uso del adjetivo supremo para prevenir 
toda pomposidad, argumentando que las resoluciones del tribunal 
deberían ser marcadas por su moderación y sencillez. 

A pesar de esa sugerencia, el resultado fue la inclusión oficial 
del término supremo en el artículo 1.0, que define la creación de 
una Corte o Tribunal de Justicia denominado Supremo Tribunal 
de Justicia del estado libre de Guanajuato. * 

De tal suerte, la elección del nombre supremo refleja 
consideraciones históricas, legales y simbólicas, enfatizando la 
posición de máxima autoridad y jerarquía en la apelación, por 
encima de cualquier otro tribunal. 


mexicana, conservando su nombre histórico. Cfr. Blanco Mónica, Parra Alma y Ruiz 
Medrano, Ethelia: Breve historia de Guanajuato. México, D.F.: Colegio de México, 
Fondo de Cultura Económica, 2000; passim. Meyer Cosío, Francisco Javier: La 
minería en Guanajuato: Denuncios, minas y empresas (1892-1913). Guanajuato, 
México: Universidad de Guanajuato, 1998; passim. 


5) Constituido formalmente como entidad federativa, el congreso local se 
integró inicialmente por los diputados José María Septién y Montero, Mariano 
García de León, José María Esquivel, Manuel Galván, Antonio Murillo, 
Francisco Aniceto Palacios, Vicente Umarán, luego se unieron al congreso 
José María Leal y Araujo (quien fue el que calificó de pomposo el nombre 
de supremo), José Tiburcio Incapié, Domingo Chico, José Ramón Guerra. 
Cfr. Congreso del estado de Guanajuato: Sesión del 25 de junio de 1824, 
Creación. del Tribunal de Justicia. Imprenta a cargo de José María Carranca 
dirigida por Agustín Chávez. 1824; pp. 83 y ss. 


4 Cfr. Congreso del estado de Guanajuato: Sesión del 25 ..., pp. 83 y ss. 
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En el contexto histórico de la recién establecida 
federación mexicana, cada estado buscaba afirmar su autonomía 
y soberanía dentro del marco federal y, nombrar a su tribunal 
máximo como supremo, implica una declaración de capacidad 
para autoorganizarse, para administrar justicia de manera 
independiente y es una franca declaración de soberanía. Algo 
así como decir: - Sí, estamos en la unión, pero los temas de 
justicia se resuelven, en y por la gente de Guanajuato. - 

Si bien el nombre de supremo tribunal de justicia es poco 
usado en México para referir a los poderes judiciales locales, 
definitivamente debe conservarse, al ser un importante símbolo 
de la cúspide judicial y fungir como enfático recordatorio al 
interpretar y aplicar la ley, a un máximo nivel. 
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Conclusión 


a elección del nombre Supremo Tribunal de Justicia para 
el máximo órgano judicial de Guanajuato no es meramente 
semántica ya que encierra profundos significados 
históricos y jurídicos. 
Desde su creación en 1824, este nombre ha simbolizado la 
máxima autoridad y se erige como recordatorio constante de la 
mayor altura en la justicia e independencia jurisdiccional. 
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De la suplencia de la deficiencia de la 
queja integral, conforme a los derechos 
humanos en la constitución.' 


Dedicado al Magistrado en retiro Alejandro 
González Gómez, del tribunal superior de 
justicia en Michoacán. 


Resumen: El artículo 107 Constitucional garantiza protección en el juicio de amparo, pero 
la Ley de Amparo limita esta protección, resultando inconstitucional según principios de 
derechos humanos. 


Palabras clave: Protección, Amparo, Constitución, Deficiencia de la queja, 
Inconstitucionalidad, Derechos Humanos. 


Abstract: Article 107 of the Constitution guarantees protection in amparo proceedings, but 
the Amparo Law limits this protection, resulting in unconstitutionality according to human 
rights principles. 


Keywords: Protection, Amparo, Constitution, Deficiency ofthe complaint, Unconstitutionality, 


Human Rights. 


1 Las ideas principales de este ensayo fueron expuestas en el cuarto seminario 
nacional de derechos humanos y amparo, en la ciudad de Morelia, Michoacán los 
días 22 y 23 de junio de 2018, promovido por la comisión estatal de los derechos 
humanos, en la memoria de los 100 años del nacimiento de Don Ignacio Burgoa 
Orihuela y en memoria de Don Gilberto Vargas Lopez. En este ensayo se amplían 
alguna tesis y comentarios. 
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I.- La norma suprema del artículo 107 constitucional. 


1.- El artículo 107, en sus fracciones Il y III de la constitución 
política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme a la última 
reforma del 6 de junio de 2011, establece y ordena diáfana y 
abiertamente: 


“(...) Artículo 107. Las controversias de que habla 
el artículo 103 de esta Constitución, con excepción 
de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los 
procedimientos que determine la ley reglamentaria, de 
acuerdo con las bases siguientes: 

(es) 

II.- Las sentencias que se pronuncien en los juicios 
de amparo sólo se ocuparán de los quejosos que 
lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y 
protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el 
(sic) que verse la demanda. 

Ces) 

En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia 
de los conceptos de violación o agravios de acuerdo 
con lo que disponga la ley reglamentaria. 

ez) 

TII.- Cuando se reclamen actos de tribunales judiciales, 
administrativos o del trabajo, el amparo sólo procederá 
en los casos siguientes: 

a).- Contra sentencias definitivas, laudos y 
resoluciones que pongan fin al juicio, ya sea que la 
violación se cometa en ellos o que, cometida durante 
el procedimiento, afecte las defensas del quejoso 
trascendiendo al resultado del fallo. En relación con 
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el amparo al que se refiere este inciso y la fracción 
V de este artículo, el Tribunal Colegiado de Circuito 
deberá decidir respecto de todas las violaciones 
procesales que se hicieron valer y aquéllas que, cuando 
proceda, advierta en suplencia de la queja, y fijará 
los términos precisos en que deberá pronunciarse 
la nueva resolución. Si las violaciones procesales 
no se invocaron en un primer amparo, ni el Tribunal 
Colegiado correspondiente las hizo valer de oficio en 
los casos en que proceda la suplencia de la queja, no 
podrán ser materia de concepto de violación, ni de 
estudio oficioso en juicio de amparo posterior (...)”.? 


1.1.- Hay que hacer notar el tiempo del verbo: deberá, es 
decir verse obligado a hacer algo. No es potestativo, no limita 
los casos, aún cuando la expresión remita a la ley de amparo 
reglamentaria de ese artículo. 


2 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Constitución política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Recurso digital disponible en https://www.diputados. 
gob.mx/LeyesBiblio/refícpeum.htm consultado el 8 de julio de 2024. 
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TI.- La inconstitucional norma secundaria 


2.- El artículo 79 de la ley de amparo reglamentaria de los 
artículos 103 y 107 de la constitución política de los Estados 
Unidos Mexicanos, establece limitativamente desde el 14 de julio 
de 2014 *: 


“(...) Artículo 79. La autoridad que conozca del juicio 
de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos 
de violación o agravios, en los casos siguientes: 

I. En cualquier materia, cuando el acto reclamado se 
funde en normas generales que han sido declaradas 
inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y de los plenos 
regionales. La jurisprudencia de los plenos regionales 
sólo obligará a suplir la deficiencia de los conceptos de 
violación o agravios a los juzgados y tribunales de la 
región correspondientes, * 

II. En favor de los menores o incapaces, o en aquellos 
casos en que se afecte el orden y desarrollo de la 
familia; 

TIL. En materia penal: 

a) En favor del inculpado o sentenciado; y 

b) En favor del ofendido o víctima en los casos en que 
tenga el carácter de quejoso o adherente; 


3 El 7 de junio de 2021, se reformó la fracción primera en relación con los Plenos de 
Circuito por los Plenos Regionales. 


4 La fracción referida indicaba: “Il. En cualquier materia, cuando el acto reclamado 
se funde en normas generales que han sido consideradas inconstitucionales por 
la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los Plenos 
de Circuito. La jurisprudencia de los Plenos de Circuito sólo obligará a suplir la 
deficiencia de los conceptos de violación o agravios a los juzgados y tribunales del 
circuito correspondientes;” 
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IV. En materia agraria: 

a) En los casos a que se refiere la fracción HI del 
artículo 17 de esta Ley; y 

b) En favor de los ejidatarios y comuneros en particular, 
cuando el acto reclamado afecte sus bienes o derechos 
agrarios. 

En estos casos deberá suplirse la deficiencia de la queja 
y la de exposiciones, comparecencias y alegatos, así 
como en los recursos que los mismos interpongan con 
motivo de dichos juicios; 

V. En materia laboral, en favor del trabajador, con 
independencia de que la relación entre empleador y 
empleado esté regulada por el derecho laboral o por el 
derecho administrativo; 

VI. En otras materias, cuando se advierta que ha 
habido en contra del quejoso o del particular recurrente 
una violación evidente de la ley que lo haya dejado sin 
defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 
lo de esta Ley. En este caso la suplencia sólo operará 
en lo que se refiere a la controversia en el amparo, 
sin poder afectar situaciones procesales resueltas 
en el procedimiento en el que se dictó la resolución 
reclamada; y 

VII. En cualquier materia, en favor de quienes por sus 
condiciones de pobreza o marginación se encuentren 
en clara desventaja social para su defensa en el juicio. 
En los casos de las fracciones l, Il, IL, IV, V y VU de 
este artículo la suplencia se dará aún ante la ausencia 
de conceptos de violación o agravios. 
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La suplencia de la queja por violaciones procesales o 
formales sólo podrá operar cuando se advierta que en 
el acto reclamado no existe algún vicio de fondo (...)”.*? 


2.2.- Es evidente que la norma secundaria la ley de amparo 
limita, restringe, acota la bondad de la norma suprema, ello 
inconstitucionalmente. Ciertamente no refiere su texto en forma 
negativa, pero lo hace en forma restrictiva, selectivamente 
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5 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley de amparo, reglamentaria de 
los artículos 103 y 107 de la constitución política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lamp. 
htm, consultado el 8 de julio de 2024. 
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TIL.- El inmenso artículo 1 de la constitución política de los 
Estados Unidos Mexicanos 


3.- Hoy debemos tener en cuenta el inmenso artículo 1 de la 
carta magna. 

4.- El 10 de junio de 2011, en el diario oficial de la federación, 
fueron publicadas las reformas constitucionales en materia de 
derechos humanos, trasformando sustancialmente el contenido 
y alcance de ellos, para garantizar una mayor esfera tutora de 
protección a todos los gobernados contra los actos y omisiones 
de las autoridades del estado mexicano. sin embargo, esa gran 
reforma está lamentablemente inconclusa, ya que los artículos 
transitorios contienen obligaciones no cumplidas, olvidadas de 
expedir determinadas leyes reglamentarias y/o generales. 

5.- En efecto, en este año también se cumplen trece años! de 
omisión legislativa de todos los congresos federales posteriores 
al año de 2011, ya que de los artículos transitorios ” se desprende 


6 Consultar de mi autoría Del arduo camino en México de los derechos humanos en 


Gaceta Judicial. Año IV | No. 2 | Abril-junio 2022. p 59 y ss. 
7 “TRANSITORIOS 


Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. La ley a que se refiere el tercer párrafo del artículo 10. constitucional sobre 
reparación deberá ser expedida en un plazo máximo de un año contado a partir de la 
entrada en vigor del presente decreto. 

Tercero. La ley a que se refiere el artículo 11 constitucional sobre el asilo, deberá ser 
expedida en un plazo máximo de un año, contado a partir del inicio de la vigencia de 
este decreto. 

Cuarto. El Congreso de la Unión expedirá la Ley Reglamentaria del artículo 29 
constitucional en materia de suspensión del ejercicio de los derechos y las garantías, 
en un plazo máximo de un año, contado a partir del inicio de la vigencia de este 
decreto. 

Quinto. El Congreso de la Unión expedirá la Ley Reglamentaria del artículo 33 
constitucional, en materia de expulsión de extranjeros en un plazo máximo de un 
año contado a partir del inicio de la vigencia de este decreto. En tanto se expida la 
ley referida, este artículo se seguirá aplicando en los términos del texto vigente. (...)” 
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que queda a cargo del congreso de la unión —y de las legislaturas 
de los estados, en el caso de las leyes generales, en el ámbito 
de sus competencias- la obligatoriedad de expedir, dentro del 
plazo de un año —mismo que expiró el 10 de junio de 2012-— las 
siguientes leyes: 

La ley general sobre reparaciones por violación de derechos 
humanos, la ley sobre asilo, la ley reglamentaria sobre suspensión 
y/o restricción de derechos humanos y/o garantías y la ley sobre 
expulsión de extranjeros. A la fecha ninguna de esas leyes se 
ha creado. Tenemos, lamentablemente, —y no es el único caso— 
, inmóviles legisladores, que además son desobedientes de la 
propia Carta Magna. 

6.- El gigantesco * artículo 1 de la constitución política de 
los Estados Unidos Mexicanos, establece: 


“(...) Artículo 1.- En los Estados Unidos Mexicanos 
todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
parte, así como de las garantías para su protección, 
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, 
salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 
Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con esta Constitución 
y con los tratados internacionales de la materia 
favoreciendo en todo tiempo a las personas la 
protección más amplia. 


8 Siempre me llamó la atención el título y el contenido del libro La inmensidad del 
artículo 1 de la constitución política de los Estados Mexicanos, de Pacheco Pulido, 
Guillermo, Editorial Porrúa, 2013. 
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Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos de conformidad con 
los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. (...)”. 
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IV.- De una inconstitucionalidad de la ley de amparo 


7.- En efecto, debe entenderse, debe razonarse, por todos 
los operadores jurídicos, que a partir de la aludida reforma 
constitucional que instala los derechos humanos, se debe suplir 
la deficiencia de los conceptos de violación y la deficiencia de 
la queja, sin prohibición alguna, en todos los casos, y por ende,, 
debe ser integral, debe ser para todos, precisamente porque 
interpretando la norma conforme a la constitución, recurriendo 
al principio pro homine, y estableciendo el principio de igualdad 
de todos ante la ley, y además, en función de los principios de 
universalidad, interdependencia e indivisibilidad de los derechos 
humanos, previstos en el artículo 1 constitucional, todos los seres 
humanos estamos en idéntica situación jurídica; esto último 
parafraseando al magistrado de circuito don Germán Eduardo 
Baltasar Robles.? 

8.- Por ello puede afirmarse que existe, en materia de la 
suplencia, una inconstitucionalidad de la ley de amparo.?” En 
este orden de ideas, si la norma suprema tiene una intención o 
espíritu distinto al de la ley de amparo, debe considerarse a 
esta última contraria a la constitución, y así debe verificarse, a 
efecto de dar una esfera protectora más amplia. Ha sido criterio 
reiterado de la suprema corte de justicia de la nación que toda 
norma inferior a la constitución debe ser interpretada en función 
de la norma suprema, esto es, siempre la primera interpretación 
de una norma ordinaria debe realizarse bajo una selección 
de principios constitucionales, en aras de preservar tanto la 


9 En su libro Ley de Amparo 2016, ver la nota a pie de página número 99, Editorial 
Coeli, página 133. 


10 Como se refiere en la nota a pie de página 99, del libro citado de Don Germán 
Baltazar Robles. 
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supremacía constitucional como la interpretación pro homine 
de la constitución'', y sobre todo, conforme a los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

9.- Luis Felipe Guerrero Agripino se refiere con mucha 
claridad a esos principios: 


“(...) Principio pro persona: es decir, que cuando 
la autoridad tenga que optar por varias normas para 
aplicar ante una situación concreta, o cuando un texto 
normativo amerite diversas interpretaciones, deberá 
privilegiarse la que mejor favorezca a la persona. 
Principio de universalidad: significa que el goce de 
los derechos humanos abarca a todas las personas por 
igual. 

Principio de interdependencia: se traduce en que todos 
los derechos humanos se encuentran vinculados entre 
sí, con el mismo valor. De esa manera, le corresponde al 
Estado garantizar la aplicación integral de los mismos. 
Principio de indivisibilidad: significa que los derechos 
humanos poseen un rango intrínseco a la persona; son 
inseparables de ella, de tal manera que al ejercerse 
uno de ellos, correlativamente se deriva el ejercicio de 
otros. Se trata de una interrelación que no es susceptible 
de separar. 


11 Consultar sobre este tema el completo y bello libro La jurisdicción restaurativa del 
sistema jurídico estatal. Una visión de la regularidad normativa más allá de los 
parámetros constitucionales y convencionales, del Doctor Sergio Charbel Olvera, 
editorial Tirant Le Blanch. México. 2023. 
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Principio de progresividad ??: conlleva el desiderátum 
de ir siempre hacia delante. Es decir, que el Estado se 
encuentre en una permanente búsqueda de ampliación 
de los derechos humanos y de los mecanismos de 
protección, a la luz de las necesidades imperantes del 
contexto o de las situaciones cambiantes de la realidad 


(yo 


10.- Hay un ensayo interesantísimo sobre el tema, 
denominado los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. apuntes para su aplicación 
práctica.'* 


12 Consultar de Mancilla Castro, Roberto Gustavo: El principio de progresividad en 
el ordenamiento constitucional mexicano, en revista Cuestiones Constitucionales, 
2015, número 33. UNAM. México, D.F. páginas 81-103, recurso digital disponible 
en  https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/cuestiones-constitucionales/article/ 
view/6098 


13 Guerrero Agripino, Luis Felipe: La autonomía universitaria ante la reforma educativa 
Comentarios a la reforma constitucional de 2019 en materia de educación superior. 
Colección Reflexiones universitarias. Universidad de Guanajuato. Guanajuato, 
México. 2019. ISBN: 9786074416275. p. 21. 


14 Vid Vásquez, Luis Daniel y Serrano, Sandra: Los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Apuntes para su aplicación 
práctica, en La reforma constitucional de derechos humanos: un nuevo paradigma. 
Miguel Carbonell y Pedro Salazar (Coord.). UNAM. México D.F. 2011. Recurso 
digital disponible en https: //archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/7/3033/7 pdf 
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V.- De la igualdad de todos ante las leyes 


11.- A lo anterior también tiene que adicionarse el principio 
de igualdad jurídica, la cual se convierte en el derecho de todos 
los gobernados de recibir el idéntico trato que aquellos que se 
localizan en análoga situación de hecho. Hay, entre muchas, una 
tesis jurisprudencial elocuente de la primera sala de la SCJN, 
relacionado con el anterior postulado: 


Novena Época 
Número de registro del disco óptico de 
Sistematización de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 
163372 
Primera Sala 
Jurisprudencia 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo XXXII, diciembre de 2010 
Materia(s): Constitucional, Administrativa 
Tesis: la./J. 75/2010 
Página: 36 

DELITOS FISCALES. EL ARTÍCULO 101 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE 
ESTABLECE LOS CASOS EN QUE NO PROCEDE 
LA SUSTITUCIÓN Y CONMUTACIÓN DE 
SANCIONES O CUALQUIER OTRO BENEFICIO A 
LOS SENTENCIADOS POR AQUELLOS ILÍCITOS, 
ASÍ COMO LOS REQUISITOS QUE DEBEN 
SATISFACERSE EN LOS QUE SÍ PROCEDE SU 
OTORGAMIENTO, NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE IGUALDAD ANTE LA LEY.- La Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha establecido en 
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jurisprudencia firme que el principio de igualdad ante 
la ley, contenido en el artículo lo. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, no implica 
que todos los individuos deban encontrarse siempre y 
en cualquier circunstancia en condiciones de absoluta 
igualdad, sino que dicho principio se refiere a la 
igualdad jurídica, la cual se traduce en el derecho de 
todos los gobernados de recibir el mismo trato que 
aquellos que se encuentran en similar situación de 
hecho. Lo anterior significa que no toda desigualdad 
de trato es violatoria de garantías, sino sólo cuando 
produce distinción entre situaciones objetivas y de 
hecho iguales, sin que exista para ello una justificación 
razonable e igualmente objetiva, de manera que a 
iguales supuestos de hecho corresponden similares 
situaciones jurídicas. En congruencia con tal criterio se 
concluye que el artículo 101 del Código Fiscal de la 
Federación que prevé los casos en los que no procede 
otorgar los beneficios de sustitución y conmutación de 
sanciones o cualquier otro beneficio a los sentenciados 
por delitos fiscales, así como los requisitos que deberán 
satisfacerse en los que sí proceda su otorgamiento, no 
viola el principio constitucional mencionado, pues no 
da trato diferenciado a quienes cometen el delito de 
defraudación fiscal respecto de los infractores que sí 
cuentan con el privilegio de obtener la sustitución o 
conmutación de las penas que se les impongan, ya que 
existe la posibilidad de que el responsable por aquel 


126 
Julio-Septiembre 2024 | Año 6 | No. 2 


Gaceta Judicial 


delito pueda gozar de esos beneficios, toda vez que el 
referido artículo 101 únicamente prevé en qué casos no 
proceden. 

Amparo directo en revisión 1707/2002. 12 de 
noviembre de 2003. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: Humberto Román Palacios. Ponente: José 
de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Andrea Nava 
Fernández del Campo. 

Amparo directo en revisión 835/2004. 6 de 
octubre de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: José de Jesús 
Bañales Sánchez. 

Amparo directo en revisión 1130/2005. 24 de 
agosto de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 

Amparo directo en revisión 406/2009. 13 de mayo 
de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 

Amparo directo en revisión 721/2009. 3 de junio 
de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Lorena Goslinga Remírez.'* 


Novena Época. Registro digital: 163372. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a./J. 
75/2010. Materia(s): Constitucional, Administrativa. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXII, Diciembre de 2010, 
página 36 


127 
Julio-Septiembre 2024 | Año 6 | No. 2 


Cons Gama oión 
2 los 


DoS Suwuca NS 
ES os LULIIMaAos 
! cacano? 


NA 


Gaceta Judicial 


VI.- De una tesis luminosa. 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de 
Sistematización de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 
2003771 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Libro XX, mayo de 2013, Tomo 2 
Materia(s): Común 
Tesis: IV.20.A. J/6 (10a.) 

Página: 1031 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL 
JUICIO DE AMPARO. SUS ALCANCES A RAÍZ 
DE LAS REFORMAS CONSTITUCIONALES DE 10 
DE JUNIO DE 2011.- A partir de la reforma de diez 
de junio de dos mil once al artículo lo., en relación 
con el 133 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, se estableció la obligación de 
toda autoridad de promover, respetar y garantizar los 
derechos humanos, de conformidad con los principios 
de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad, quedando así establecidas las premisas 
de interpretación y salvaguarda de los derechos 
consagrados en la Constitución, que se entiende 
deben respetarse en beneficio de todo ser humano, 
sin distinción de edad, género, raza, religión, ideas, 
condición económica, de vida, salud, nacionalidad 
o preferencias (universalidad); asumiendo tales 
derechos como relacionados, de forma que no es 


129 
Julio-Septiembre 2024 | Año 6 | No. 2 


Gaceta Judicial 


posible distinguirlos en orden de importancia o 
como prerrogativas independientes, prescindibles 
o excluyentes unas ante otras  (indivisibilidad 
e interdependencia); además, cada uno de esos 
derechos o todos en su conjunto, obedecen a un 
contexto de necesidades pasadas y actuales, y no 
niegan la posibilidad de su expansión, siendo que 
crecen por adecuación a nuevas condiciones sociales 
que determinen la vigencia de otras prerrogativas 
que deban reconocerse a favor del individuo 
(progresividad). Al  positivarse tales principios 
interpretativos en la Constitución, trascienden al 
juicio de amparo y por virtud de ellos los tribunales 
han de resolver con una tendencia interpretativa 
más favorable al derecho humano que se advierta 
conflagrado y con una imposición constitucional 
de proceder a su restauración y protección en el 
futuro, debiendo por ello quedar superados todos los 
obstáculos técnicos que impidan el estudio de fondo 
de la violación, fundados en una apreciación rigorista 
de la causa de pedir, o la forma y oportunidad en que 
se plantea. En ese sentido, la suplencia de la queja 
deficiente encuentra fortalecimiento dentro del juicio 
de garantías, pues a través de ella el Juez puede 
analizar por sí una violación no aducida y conceder 
el amparo, librando en ese proceder los obstáculos 
derivados de las omisiones, imprecisiones e, incluso, 
inoportunidades en que haya incurrido quien resulta 
afectado por el acto inconstitucional, de manera que 
es la suplencia el instrumento que mejor revela la 
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naturaleza proteccionista del amparo, y su importancia, 
como mecanismo de aseguramiento del principio de 
supremacía constitucional, mediante la expulsión de 
aquellos actos o disposiciones que resulten contrarios 
al Ordenamiento Jurídico Máximo. Así, las reformas 
comentadas posibilitan ampliar su ejercicio, por lo 
que cuando en el conocimiento de un juicio de amparo 
la autoridad advierta la presencia de un acto que 
afecta los derechos fundamentales del quejoso, podrá 
favorecer el estudio de la violación y la restauración 
de los derechos conflagrados, por encima de 
obstáculos derivados de criterios o interpretaciones 
sobre las exigencias técnicas del amparo de estricto 
derecho, como la no impugnación o la impugnación 
inoportuna del acto inconstitucional, su consentimiento 
presuntivo, entre otros, pues estos rigorismos, a la 
luz de los actuales lineamientos de interpretación 
constitucional, no podrían anteponerse válidamente a la 
presencia de una manifiesta conflagración de derechos 
fundamentales, ni serían suficientes para liberar al 
tribunal de procurar la restauración de dicha violación, 
del aseguramiento de los derechos fundamentales del 
individuo y del principio de primacía constitucional 
en la forma más amplia. Además, tal proceder es 
congruente con la intención inicial reconocida a la 
suplencia de la queja, pues ante la presencia de un 
acto inconstitucional, se torna en salvaguarda del 
ordenamiento jurídico en general y del principio de 
supremacía constitucional, consagrado en el artículo 
133 constitucional, en tanto que las deficiencias en 
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que incurra el agraviado, relacionadas con la falta 
de impugnación o la impugnación inoportuna, pueden 
entenderse como una confirmación del estado de 
indefensión en que se encuentra y del cual debe ser 
liberado. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

Amparo directo 319/2011. Joaquín del Bosque 
Martínez. 24 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: 
Eucario Adame Pérez. 

Amparo directo 100/2012. Olga  Canavati 
Fraige viuda de Tafich y otro. 30 de agosto de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos 
Benítez. Secretario: Mario Enrique Guerra Garza. 

Amparo directo 223/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 27 de septiembre de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez 
Navarro. Secretaria: Griselda Tejada Vielma. 

Amparo directo 296/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 17 de enero de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. 
Secretario: Eucario Adame Pérez. 

Amparo directo 13/2013. 18 de abril de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro 
Bermúdez Manrique. Secretario: Víctor Hugo Alejo 
Guerrero.'* 


16 Décima Época. Registro digital: 2003771. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1V.20.A. J/6 (10a.). Materia(s): Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 2, 
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VI1.- De algunos criterios jurisprudenciales relevantes. 


12.- Me fundamento ahora en algunas tesis aisladas y 
jurisprudenciales destacadas del poder judicial de la federación: 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de 
Sistematización de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 
2003160 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3 
Materia(s): Común 
Tesis: XXVII.10.(VII Región) J/3 (10a.) 

Página: 1830 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN 
EL JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CUANDO 
EL JUZGADOR ADVIERTA LA VIOLACIÓN DE 
DERECHOS HUMANOS.- De acuerdo con el artículo 
lo. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en su texto vigente a partir del once de junio 
de dos mil once, todas las autoridades, en el ámbito 
de sus competencias, están obligadas a promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
establecidos en aquélla y en los tratados internacionales 
de los que el Estado Mexicano sea parte, interpretando 
las normas relativas a esos derechos de conformidad 
con dichos ordenamientos (principio de interpretación 
conforme) favoreciendo en todo tiempo a las personas 


página 1031 
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con la protección más amplia (principio pro homine). Lo 
anterior, acorde con los principios de interdependencia, 
indivisibilidad, universalidad y progresividad, de 
los cuales se advierte que los derechos humanos se 
interrelacionan y dependen recíprocamente unos 
de otros y tienen como origen común la dignidad 
humana, por lo cual no es procedente relegar algunos 
para conceder prioridad a otros ni puede existir 
jerarquía entre ellos, lo que significa que todos los 
derechos humanos deben ser objeto de protección 
sin distinción alguna. En atención a lo expuesto y de 
conformidad con el artículo 103 de la Carta Magna, 
a las autoridades jurisdiccionales que conozcan del 
amparo les corresponde con mayor énfasis, en razón 
de sus funciones de impartición de justicia y conforme 
al objeto del citado juicio, “proteger” y “garantizar” 
los derechos humanos en las controversias sometidas 
a su competencia. Por su parte, los artículos 8 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos y 
25, numeral 1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, establecen que toda persona tiene 
derecho a un recurso “efectivo” ante los tribunales 
competentes, que la amparen contra los actos que 
violen sus derechos fundamentales reconocidos por 
la Constitución y esos instrumentos normativos. 
Asimismo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación sostuvo en la tesis P. LXVIH1/2011 (9a.), de 
rubro: “CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX 
OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO 
DE CONSTITUCIONALIDAD.”, que los Jueces están 
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autorizados para realizar un control de convencionalidad 
“ex officio”, esto es, con independencia de que las 
partes lo invoquen, pues dicha facultad no debe quedar 
limitada exclusivamente por las manifestaciones de los 
accionantes en cada caso concreto. En observancia de 
todo lo anterior, cuando el juzgador de amparo advierta 
que la norma general, acto u omisión reclamada de la 
autoridad responsable vulnera los derechos humanos 
del quejoso, debe abordar el estudio de esa violación, 
con independencia de que las partes invoquen o 
no dicha infracción en sus conceptos de violación 
o agravios, pues de esta manera se favorece el 
acatamiento de los principios señalados y se resguarda 
el efecto útil del juicio de amparo como medio para 
proteger y garantizar los derechos fundamentales, sin 
soslayar, desde luego, los presupuestos necesarios 
para suplir la deficiencia de argumentos, tales como 
que el juzgador tenga competencia, que el juicio 
sea procedente y que se respete la litis planteada. 
Esta suplencia complementa la prevista en la Ley de 
Amparo, ya que revela mayores alcances en cuanto 
al sujeto, al proceder en favor de cualquier persona 
y no sólo en beneficio de determinados individuos, 
circunstancia que, sin embargo, no torna inoperante el 
beneficio regulado en dicha ley, pues éste reviste una 
protección más amplia en cuanto al objeto, debido a 
que no se limita a violaciones de derechos humanos en 
materia de constitucionalidad y convencionalidad, sino 
también de legalidad. Lo anterior deja entrever que si 
bien ambas clases de suplencia pueden concurrir en 
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ciertos casos, en otros puede resultar procedente una 
u otra, de manera que la contemplada en la Ley de 
Amparo sigue teniendo plena eficacia en los supuestos 
que prevé. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
OCTAVA REGIÓN. 


Amparo directo 132/2012 (expediente auxiliar 
226/2012). 13 de abril de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: 
Claudia Luz Hernández Sánchez. 

Amparo directo 356/2012 (expediente auxiliar 
586/2012). Lizbeth Angélica Ancona Chuc. 10 de 
agosto de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Ybraín Hernández Lima. Secretario: Edgar Bruno 
Castrezana Moro. 

Amparo en revisión 321/2012 (expediente auxiliar 
863/2012). 5 de octubre de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Ybraín Hernández Lima. Secretario: 
Edgar Bruno Castrezana Moro. 

Amparo directo 613/2012 (expediente auxiliar 
892/2012). Dalia del Socorro Rodríguez Palomo. 31 de 
octubre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Livia 
Lizbeth Larumbe Radilla. Secretario: José Francisco 
Aguilar Ballesteros. 

Amparo en revisión 343/2012 (expediente 
auxiliar 964/2012). 15 de noviembre de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Livia Lizbeth Larumbe 
Radilla. Secretario: José Francisco Aguilar Ballesteros. 
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Nota del IUS: Por ejecutoria del 28 de noviembre 
de 2012, la Primera Sala declaró sin materia la 
contradicción de tesis 287/2012 derivada de la denuncia 
de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, 
al existir la jurisprudencia la./J. 29/2013 (10a.) que 
resuelve el mismo problema jurídico. 

Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a 
la contradicción de tesis 313/2013, desechada por 
notoriamente improcedente, mediante acuerdo de 2 de 
julio de 2013. 

La tesis aislada P. LXVI[/2011 (9a.) citada, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, 
Tomo 1, diciembre de 2011, página 535. 

Por ejecutoria del 5 de marzo de 2014, la Segunda 
Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 
385/2013 derivada de la denuncia de la que fue objeto 
el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que no 
son discrepantes los criterios materia de la denuncia 
respectiva. 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de 
Sistematización de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 
2006727 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Tesis Aislada 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 
7, junio de 2014, Tomo H 
Materia(s): Común 
Tesis: [30.P.19 P (10a.) 
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Página: 1864 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN 
MATERIA PENAL. PROCEDE A FAVOR DE LA 
VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO CUANDO 
ACUDE AL RECURSO DE REVISIÓN COMO 
TERCERO INTERESADO, AUN CUANDO 
NO TENGA EL CARÁCTER DE QUEJOSO O 
ADHERENTE (INTERPRETACIÓN EXTENSIVA 
DEL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN III, INCISO 
B), DE LA LEY DE AMPARO).- En la Ley de 
Amparo no existe disposición que obligue a suplir la 
deficiencia de los agravios en el recurso de revisión 
instado por la víctima u ofendido del delito cuando 
acude como tercero interesado, pues el artículo 79, 
fracción II, inciso b), de dicha ley, condiciona la 
suplencia a los supuestos en que tiene el carácter 
de quejoso o adherente, incluso, esa disposición se 
complementa con su penúltimo párrafo al determinar 
que en estas hipótesis la suplencia se dará aun ante 
la ausencia de conceptos de violación o de agravios; 
no obstante, la interpretación constitucional apegada 
a los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad en la protección de los 
derechos fundamentales de la víctima u ofendido del 
delito, particularmente de acceso a la justicia, recurso 
efectivo, igualdad y no discriminación, garantizados 
en los artículos lo., párrafos segundo y tercero, 13 y 
17, párrafo segundo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, conduce a vislumbrar con 
mayor amplitud el inciso b) de la fracción III del citado 
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numeral 79, en la medida que todas las autoridades 
del Estado, en el ámbito de su competencia, tienen 
la obligación de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos fundamentales de las personas 
reconocidos en la propia Constitución y en los tratados 
de la materia. A ese respecto y, a nivel de norma 
secundaria, los artículos 10 y 11 de la Ley General 
de Víctimas prevén que éstas tienen derecho a un 
recurso judicial adecuado y efectivo ante autoridades 
independientes, imparciales y competentes que les 
garantice el ejercicio de su derecho a conocer la 
verdad, a que se realice con la debida diligencia una 
investigación inmediata y exhaustiva del delito o de 
las violaciones a sus derechos humanos, a que los 
autores de los delitos y de éstas, con respeto al debido 
proceso, sean enjuiciados y sancionados, así como a 
obtener una reparación integral por los daños sufridos, 
y que para garantizar estas prerrogativas, tendrán 
acceso a los mecanismos de justicia que disponga el 
Estado, incluidos los procedimientos judiciales y 
administrativos, previstos en la Constitución, en las 
leyes locales y federales aplicables, así como en los 
tratados internacionales. Por ende, al ser manifiesto que 
la interpretación conforme a que se refiere el párrafo 
segundo del artículo lo. constitucional comprende 
los derechos establecidos en las normas de carácter 
secundario, y que lo determinado en la Ley General de 
Víctimas tiene incidencia en sentido interdependiente 
con los derechos fundamentales de acceso a la justicia, 
igualdad, no discriminación y tutela judicial efectiva, 
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se concluye que, cuando la víctima u ofendido acude 
al recurso de revisión como tercero interesado, también 
debe aplicarse el beneficio de la suplencia de la queja 
deficiente a su favor, aun cuando no tenga el carácter 
de quejoso o adherente. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 262/2013. 20 de marzo 
de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Humberto 
Venancio Pineda. Secretario: Porfirio Mauricio Nieves 
Ramírez. 

Nota del TUS: Esta tesis fue objeto de la denuncia 
relativa a la contradicción de tesis 240/2014 de la 
Primera Sala, de la que derivó la tesis jurisprudencial 
la./J. 9/2015 (10a.) de título y subtítulo: «SUPLENCIA 
DE LA QUEJA DEFICIENTE. EL HECHO DE QUE 
EL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN III, INCISO B), DE 
LA LEY DE AMPARO NO LA PREVÉ A FAVOR 
DE LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO 
CUANDO ACUDE AL RECURSO DE REVISIÓN 
COMO TERCERO INTERESADO, NO IMPLICA 
UNA TRANSGRESIÓN A LOS PRINCIPIOS 
CONSTITUCIONALES O CONVENCIONALES.” 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de junio de 
2014 a las 09:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.'” 


17 Décima Época. Registro digital: 2006727. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1.30.P.19 P (10a.). Materia(s): Común, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 7, Junio de 2014, Tomo ll, 
página 1864 
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Décima Época 
Número de registro del disco óptico de 
Sistematización de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 
2003770 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Libro XX, mayo de 2013, Tomo 2 
Materia(s): Común 
Tesis: IV.20.A. J/3 (10a.) 

Página: 1029 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. 
ALCANCE DELA ACTUALIZADA EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 76 BIS, FRACCIÓN VI, DE LA 
LEY DE LA MATERIA CUANDO UN TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO CONCEDE EL 
AMPARO POR LA APLICACIÓN DE UNA 
NORMA DECLARADA  INCONSTITUCIONAL 
POR SU PROPIA JURISPRUDENCIA.- Conforme 
a los artículos lo. y 133 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos las autoridades 
del Estado Mexicano están obligadas a garantizar 
a los individuos la protección más amplia de sus 
derechos fundamentales, asegurando la primacía de 
la Constitución ante cualquier otra disposición que 
la contraríe. Dicha obligación, desde la perspectiva 
del juicio de amparo, permite sostener que una vez 
probada la afectación a esos derechos fundamentales, 
su restauración resulta ineludible, sin que sea válido 
soslayarla invocando impedimentos de rigor técnico que 
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permitan la subsistencia del acto inconstitucional y sus 
efectos perjudiciales para los derechos fundamentales 
reconocidos. En ese sentido, cuando para un Tribunal 
Colegiado de Circuito resulta notoria y manifiesta la 
contravención a los derechos de un individuo por la 
aplicación de una norma declarada inconstitucional por 
su propia jurisprudencia, y se actualiza la suplencia de 
la queja deficiente en términos de la fracción VI del 
artículo 76 Bis de la Ley de Amparo para otorgar la 
protección constitucional, aquélla tiene el alcance de 
priorizar el estudio y restauración de dicha violación, 
excluyendo los rigorismos propios del amparo de 
estricto derecho, como la ausencia de impugnación de 
la norma, la formulación deficiente de conceptos de 
violación, así como los derivados del consentimiento 
tácito inferidos de la falta de impugnación de un 
acto anterior que también aparezca probado, dando 
a la mencionada figura el alcance protector más 
amplio y eficiente posible, a la luz de los principios 
de universalidad, interdependencia, indivisibilidad 
y progresividad que deben observarse en relación 
con la preservación de los derechos fundamentales 
constitucionalmente reconocidos a favor del individuo, 
a fin de evitar que a la restauración de una violación 
a derechos fundamentales objetivamente probada, se 
oponga su prevalencia por meros obstáculos de rigor 
técnico, sino por el contrario despejarlos para que la 
autoridad cumpla con el mandato de velar por el respeto 
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a los derechos fundamentales ministrando justicia 
donde se sabe requerida sin buscar impedimentos para 
realizarla. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

Amparo directo 319/2011. Joaquín del Bosque 
Martínez. 24 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: 
Eucario Adame Pérez. 

Amparo directo 100/2012. Olga Canavati 
Fraige viuda de Tafich y otro. 30 de agosto de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos 
Benítez. Secretario: Mario Enrique Guerra Garza. 

Amparo directo 223/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 27 de septiembre de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez 
Navarro. Secretaria: Griselda Tejada Vielma. 

Amparo directo 296/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 17 de enero de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. 
Secretario: Eucario Adame Pérez. 

Amparo directo 13/2013. 18 de abril de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro 
Bermúdez Manrique. Secretario: Víctor Hugo Alejo 
Guerrero.'* 


Décima Época. Registro digital: 2003770. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: IV.20.A. J/3 (10a.). Materia(s): Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 2, 
página 1029 
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13.- Es necesario ponderar ampliamente la siguiente 
y explícita tesis jurisprudencial de un tribunal colegiado de 
circuito, en muchos aspectos, de marzo de 2013, que al menos 
demuestra que aún hay jueces en México, parafraseando la frase 
histórica acuñada por aquel molinero que se opuso a Federico Il, 
quien había mandado derribar su molino por feo. El molinero se 
opuso a la decisión del monarca y llevó el caso ante la justicia, al 
tiempo que le decía al rey: Sire, es gibt noch Richter in Berlín, es 
decir: Señor, todavía hay jueces en Berlin. 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de 
Sistematización de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 

2010623 

Segunda Sala 

Jurisprudencia 
Común 

Tesis: 2a./J. 154/2015 (10a.) 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 
25, Diciembre de 2015, Tomo l, página 317 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN 
EL JUICIO DE AMPARO. DEBE ANALIZARSE 
ACORDE CON EL MARCO SOBRE DERECHOS 
HUMANOS RESGUARDADO POR EL ARTÍCULO 
lo. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A PARTIR 
DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO DE 
2011.- En la tesis aislada 2a. LXXXI1/2012 (10a.) (**), 
esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación sustentó que si bien la reforma indicada implicó 
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un cambio en el sistema jurídico mexicano en relación 
con los tratados de derechos humanos, así como con 
la interpretación más favorable a la persona al orden 
constitucional -principio pro persona-, ello no implica 
que los órganos jurisdiccionales nacionales dejen de 
llevar a cabo sus atribuciones y facultades de impartir 
justicia en la forma en que venían desempeñándolas 
antes de la reforma citada, sino que dicho cambio sólo 
conlleva a que si en los instrumentos internacionales 
existe una protección más benéfica para la persona 
respecto de la institución jurídica que se analice, ésta 
se aplique, sin que tal circunstancia signifique que dejen 
de observarse los diversos principios constitucionales 
y legales que rigen su función jurisdiccional. Bajo 
esa directriz, se advierte que los artículos 7 y 8 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, y HU de la Declaración Americana de 
los Derechos y Deberes del Hombre, consagran la 
igualdad, en su acepción universal, que debe existir 
entre todas las personas, sin distinción alguna. Por 
su parte, la propia Sala en la diversa tesis aislada 2a. 
XCII/2013 (10a.) (**) interpretó el artículo 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en 
el sentido de que prevé un principio de reserva legal 
del orden interno del Estado parte, con arreglo al cual 
se instrumentará el derecho al recurso, reconociendo, 
en este aspecto, la prevalencia del orden interno. Ahora 
bien, el principio de suplencia de la queja deficiente en 
el juicio de amparo se erige como una institución de 
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capital importancia dentro de nuestro sistema jurídico, 
con características particulares, con el fin de impedir 
la denegación de justicia por razones de carácter 
meramente técnico-jurídicas; por ello, dicha institución 
debe analizarse desde la perspectiva constitucional y 
legal nacional, y es en función de ese examen interno 
como debe contrastarse si efectivamente tal principio 
satisface el mandato universal de igualdad, o si existe 
una justificación razonable en la distinción de trato 
que respecto de ciertas personas o grupos establece el 
artículo 76 Bis de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 
de abril de 2013, sustituido por el precepto 79 en la ley 
de la materia en vigor a partir del día siguiente. 

Recurso de inconformidad 187/2014. Tomasa 
Tirado Partida. 9 de abril de 2014. Cinco votos de 
los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto 
Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretario: Alberto Rodríguez García. 

Amparo directo en revisión 2727/2014. Namuh, 
S.A. de C.V. y otros. 8 de octubre de 2014. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. 
Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín. 
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Amparo en revisión 633/2014. Operadora de 
Personal Operativo Especializado, S. de R.L. de C.V. 4 
de febrero de 2015. Cuatro votos de los Ministros Juan 
N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
votó con salvedad Juan N. Silva Meza. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín. 

Amparo directo en revisión 665/2015. Grupo 
Montejo de Mérida, S.A. de C.V. 28 de mayo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 1., 
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedad Juan N. Silva Meza 
y Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica 
Sanabria Martínez. 

Contradicción de tesis 33/2015. Entre las 
sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con 
residencia en Guadalajara, Jalisco. 10 de junio de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 1., 
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime 
Flores Cruz. 

Tesis de jurisprudencia 154/2015 (10a.). Aprobada 
por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del veinticinco de noviembre de 2015. 
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Nota del IUS: (*) La tesis aislada 2a. 
LxXxXII/2012 (10a.) citada, que aparece publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Libro XIV, Tomo 2, noviembre de 
2012, página 1587, con el rubro: “PRINCIPIO PRO 
PERSONA O PRO HOMINE. FORMA EN QUE LOS 
ÓRGANOS JURISDICCIONALES NACIONALES 
DEBEN DESEMPEÑAR SUS ATRIBUCIONES Y 
FACULTADES A PARTIR DE LA REFORMA AL 
ARTÍCULO lo. DELA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO DE 2011.”, integró 
la jurisprudencia 2a./J. 56/2014 (10a.), que aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 23 de mayo de 2014 a las 10:06 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 6, Tomo Il, mayo de 2014, 
página 772, con el título y subtítulo: “PRINCIPIO 
DE INTERPRETACIÓN MÁS FAVORABLE A LA 
PERSONA. SU CUMPLIMIENTO NO IMPLICA 
QUE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
NACIONALES, AL EJERCER SU FUNCIÓN, 
DEJEN DE OBSERVAR LOS DIVERSOS 
PRINCIPIOS Y RESTRICCIONES QUE PREVÉ LA 
NORMA FUNDAMENTAL.” 

(+) La tesis aislada 2a. XCH/2013 (10a.) citada, 
que aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXV, 
Tomo 2, octubre de 2013, página 1305, con el título 


148 
Julio-Septiembre 2024 | Año 6 | No. 2 


Gaceta Judicial 


y subtítulo: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. 
EL ARTÍCULO 25 DE LA CONVENCIÓN 
AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS NO 
CONSTITUYE UNA FUENTE DE PROCEDENCIA 
DE AQUEL RECURSO.”, integró la jurisprudencia 
2a./J. 122/2014 (10a.), que aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de 
noviembre de 2014 a las 10:05 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 12, Tomo 1, noviembre de 2014, página 
1039, con el título y subtítulo: “REVISIÓN EN 
AMPARO DIRECTO. EL ARTÍCULO 25 DE LA 
CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS 
HUMANOS NO CONSTITUYE UNA FUENTE DE 
PROCEDENCIA DE AQUEL RECURSO.” 

Esta tesis se publicó el viernes 4 de diciembre 
de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 7 de diciembre de 2015, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del 
Acuerdo General Plenario 19/2013.'” 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de 
Sistematización de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 
2003160 
Tribunales Colegiados de Circuito 


Décima Época. Registro digital: 2010623. Instancia: Segunda Sala. Tesis: 2a./J. 
154/2015 (10a.). Materia(s): Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 25, Diciembre de 2015, Tomo | , página 
317 
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Jurisprudencia 
Común 
Tesis: XXVII.1o.(VII Región) J/3 (10a.) 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 3, página 1830 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN 
EL JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CUANDO 
EL JUZGADOR ADVIERTA LA VIOLACIÓN 
DE DERECHOS HUMANOS.- De acuerdo con el 
artículo lo. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en su texto vigente a partir del 
once de junio de dos mil once, todas las autoridades, 
en el ámbito de sus competencias, están obligadas a 
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos establecidos en aquélla y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, 
interpretando las normas relativas a esos derechos de 
conformidad con dichos ordenamientos (principio de 
interpretación conforme) favoreciendo en todo tiempo 
a las personas con la protección más amplia (principio 
pro homine). Lo anterior, acorde con los principios 
de interdependencia, indivisibilidad, universalidad 
y progresividad, de los cuales se advierte que los 
derechos humanos se interrelacionan y dependen 
recíprocamente unos de otros y tienen como origen 
común la dignidad humana, por lo cual no es procedente 
relegar algunos para conceder prioridad a otros ni puede 
existir jerarquía entre ellos, lo que significa que todos 
los derechos humanos deben ser objeto de protección 
sin distinción alguna. En atención a lo expuesto y de 
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conformidad con el artículo 103 de la Carta Magna, 
a las autoridades jurisdiccionales que conozcan del 
amparo les corresponde con mayor énfasis, en razón 
de sus funciones de impartición de justicia y conforme 
al objeto del citado juicio, “proteger” y “garantizar” 
los derechos humanos en las controversias sometidas 
a su competencia. Por su parte, los artículos 8 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos 
y 25, numeral 1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, establecen que toda persona tiene 
derecho a un recurso “efectivo” ante los tribunales 
competentes, que la amparen contra los actos que 
violen sus derechos fundamentales reconocidos por 
la Constitución y esos instrumentos normativos. 
Asimismo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación sostuvo en la tesis P. LXVH/2011 (9a.), de 
rubro: “CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX 
OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO 
DE CONSTITUCIONALIDAD.”, que los Jueces están 
autorizados para realizar un control de convencionalidad 
“ex officio”, esto es, con independencia de que las 
partes lo invoquen, pues dicha facultad no debe quedar 
limitada exclusivamente por las manifestaciones de los 
accionantes en cada caso concreto. En observancia de 
todo lo anterior, cuando el juzgador de amparo advierta 
que la norma general, acto u omisión reclamada de la 
autoridad responsable vulnera los derechos humanos 
del quejoso, debe abordar el estudio de esa violación, 
con independencia de que las partes invoquen o 
no dicha infracción en sus conceptos de violación 
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o agravios, pues de esta manera se favorece el 
acatamiento de los principios señalados y se resguarda 
el efecto útil del juicio de amparo como medio para 
proteger y garantizar los derechos fundamentales, sin 
soslayar, desde luego, los presupuestos necesarios 
para suplir la deficiencia de argumentos, tales como 
que el juzgador tenga competencia, que el juicio 
sea procedente y que se respete la litis planteada. 
Esta suplencia complementa la prevista en la Ley de 
Amparo, ya que revela mayores alcances en cuanto 
al sujeto, al proceder en favor de cualquier persona 
y no sólo en beneficio de determinados individuos, 
circunstancia que, sin embargo, no torna inoperante el 
beneficio regulado en dicha ley, pues éste reviste una 
protección más amplia en cuanto al objeto, debido a 
que no se limita a violaciones de derechos humanos en 
materia de constitucionalidad y convencionalidad, sino 
también de legalidad. Lo anterior deja entrever que si 
bien ambas clases de suplencia pueden concurrir en 
ciertos casos, en otros puede resultar procedente una 
u otra, de manera que la contemplada en la Ley de 
Amparo sigue teniendo plena eficacia en los supuestos 
que prevé. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
OCTAVA REGIÓN. 

Amparo directo 132/2012 (expediente auxiliar 
226/2012). 13 de abril de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: 
Claudia Luz Hernández Sánchez. 
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Amparo directo 356/2012 (expediente auxiliar 
586/2012). Lizbeth Angélica Ancona Chuc. 10 de 
agosto de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Ybraín Hernández Lima. Secretario: Edgar Bruno 
Castrezana Moro. 

Amparo en revisión 321/2012 (expediente auxiliar 
863/2012). 5 de octubre de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Ybraín Hernández Lima. Secretario: 
Edgar Bruno Castrezana Moro. 

Amparo directo 613/2012 (expediente auxiliar 
892/2012). Dalia del Socorro Rodríguez Palomo. 31 de 
octubre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Livia 
Lizbeth Larumbe Radilla. Secretario: José Francisco 
Aguilar Ballesteros. 

Amparo en revisión 343/2012 (expediente auxiliar 
964/2012). 15 de noviembre de 2012. Unanimidad 
de votos. Ponente: Livia Lizbeth Larumbe Radilla. 
Secretario: José Francisco Aguilar Ballesteros. 

Nota del TUS: Por ejecutoria del 28 de noviembre 
de 2012, la Primera Sala declaró sin materia la 
contradicción de tesis 287/2012 derivada de la denuncia 
de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, 
al existir la jurisprudencia la./J. 29/2013 (10a.) que 
resuelve el mismo problema jurídico. 

Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a 
la contradicción de tesis 313/2013, desechada por 
notoriamente improcedente, mediante acuerdo de 2 de 
julio de 2013. 
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La tesis aislada P. LXVII/2011 (9a.) citada, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro Il, 
Tomo 1, diciembre de 2011, página 535. 

Por ejecutoria del 5 de marzo de 2014, la Segunda 
Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 
385/2013 derivada de la denuncia de la que fue objeto 
el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que no 
son discrepantes los criterios materia de la denuncia 
respectiva.” 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de 
Sistematización de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 
2004998 
Primera Sala 
Jurisprudencia 
Constitucional, Penal, Común 
Tesis: 1a./J. 29/2013 (10a.) 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Libro XXVI, Noviembre de 2013, Tomo 1, página 508 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN 
MATERIA PENAL. OPERA EN FAVOR DE 
LA VÍCTIMA U OFENDIDO POR EL DELITO, 
CONFORME AL MARCO CONSTITUCIONAL 
SOBRE DERECHOS HUMANOS QUE 
RESGUARDAN LOS ARTÍCULOS 20, APARTADO 


20 Décima Época. Registro digital: 2003160. Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito. Tesis: XXVIl.1o.(VIIl Región) J/3 (10a.). Materia(s): Común. Tipo: 
Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro 
XVIII, Marzo de 2013, Tomo 3, página 1830 


154 
Julio-Septiembre 2024 | Año 6 | No. 2 


Gaceta Judicial 


B Y lo. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, 
NO OBSTANTE QUE EL ARTÍCULO 76 BIS, 
FRACCIÓN IL DE LA LEY DE AMPARO, LA 
PREVEA SÓLO EN BENEFICIO DEL REO.- La 
posibilidad de suplir la queja deficiente en favor de la 
víctima u ofendido por el delito representa un cambio 
trascendental a la cultura jurídica preservada en nuestro 
país desde que se instauró este principio en el juicio 
de amparo; sin embargo, la práctica jurisdiccional 
demuestra que en varios asuntos se violan derechos 
fundamentales en perjuicio de esos sujetos, por lo 
que es necesario que acudan al amparo solicitando la 
justicia que no han podido encontrar en las instancias 
naturales del procedimiento penal. Ahora bien, la 
labor jurisdiccional cotidiana y las diversas reformas 
constitucionales y legales enseñan que el derecho es 
un instrumento evolutivo que no puede permanecer 
estático ante los cambios de la sociedad, de manera 
que el significado de justicia, en su acepción elemental 
de dar a cada quien lo que le pertenece, debe ser 
moldeado de tal forma que permita aplicar el derecho, 
no en sentido estricto, sino con un enfoque integral e 
incluyente acorde con los tiempos que se viven, razón 
por la cual esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
a partir de la Novena Época del Semanario Judicial 
de la Federación, ha evolucionado significativamente 
respecto a la visión protectora del ofendido; muestra 
de ello son los diversos y variados criterios relevantes 
con marcada mejora en el rubro de acceso pleno a la 
justicia, esto es, la jurisprudencia se erige como el 
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medio conductor que actualiza las disposiciones de la 
ley reglamentaria y evita que el derecho positivo caiga 
en desuso. Así, el modelo de juicio de amparo legalista 
y rígido, que impone el principio de estricto derecho, 
ha perdido vigencia para el afectado, en virtud de que 
actualmente el artículo 20, apartados A y B, de la 
Constitución Federal, coloca en un mismo plano los 
derechos del acusado y los de la víctima u ofendido; 
además, porque el segundo párrafo del numeral lo. 
constitucional exige que las normas relativas a los 
derechos humanos se interpreten de conformidad con la 
propia Carta Magna y con los tratados internacionales 
de los que México es parte, de forma que favorezca 
ampliamente a las personas, lo que se traduce en la 
obligación de analizar el contenido y alcance de tales 
derechos a partir del principio pro persona. Bajo esa 
línea argumentativa, se concluye que el artículo 76 
Bis, fracción Il, de la Ley de Amparo, que autoriza 
la suplencia de la queja deficiente sólo en favor del 
reo, no corresponde a la realidad constitucional y 
social de nuestra Nación, pues quedó rebasado por la 
transformación de los derechos humanos; por lo que 
debe afirmarse que el espíritu del poder reformador 
que dio vida a dicho precepto y fracción, ha perdido 
su asidero constitucional y, por ende, esta Primera Sala 
determina que tal institución se extiende en pro de 
la víctima u ofendido por el delito, lo que representa 
un paso más hacia el fin primordial para el que fue 
instituido el juicio de control constitucional, esto es, la 
búsqueda de la justicia. 
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Contradicción de tesis 163/2012. Entre las 
sustentadas por el Quinto y el Noveno Tribunales 
Colegiados, ambos en Materia Penal del Primer 
Circuito. 28 de noviembre de 2012. Mayoría de 
cuatro votos por la competencia y en cuanto al fondo. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó 
su derecho para formular voto particular. El Ministro 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y la Ministra Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas manifestaron 
reservarse el derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: 
Jorge Antonio Medina Gaona. 

Tesis de jurisprudencia 29/2013 (10a.). Aprobada 
por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de 
fecha veinte de febrero de dos mil trece.” 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de 
Sistematización de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 
2003770 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Materias(s): Común 
Tesis: IV.20.A. J/3 (10a.) 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 2, página 1029 


Décima Época. Registro digital: 2004998. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a./J. 
29/2013 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal, Común. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XXVI, Noviembre de 
2013, Tomo 1, página 508. 
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SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. 
ALCANCE DE LA ACTUALIZADA EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 76 BIS, FRACCIÓN VI, DE LA 
LEY DE LA MATERIA CUANDO UN TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO CONCEDE EL 
AMPARO POR LA APLICACIÓN DE UNA 
NORMA DECLARADA —INCONSTITUCIONAL 
POR SU PROPIA JURISPRUDENCIA.- Conforme 
a los artículos lo. y 133 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos las autoridades 
del Estado Mexicano están obligadas a garantizar 
a los individuos la protección más amplia de sus 
derechos fundamentales, asegurando la primacía de 
la Constitución ante cualquier otra disposición que 
la contraríe. Dicha obligación, desde la perspectiva 
del juicio de amparo, permite sostener que una vez 
probada la afectación a esos derechos fundamentales, 
su restauración resulta ineludible, sin que sea válido 
soslayarla invocando impedimentos de rigor técnico que 
permitan la subsistencia del acto inconstitucional y sus 
efectos perjudiciales para los derechos fundamentales 
reconocidos. En ese sentido, cuando para un Tribunal 
Colegiado de Circuito resulta notoria y manifiesta la 
contravención a los derechos de un individuo por la 
aplicación de una norma declarada inconstitucional por 
su propia jurisprudencia, y se actualiza la suplencia de 
la queja deficiente en términos de la fracción VI del 
artículo 76 Bis de la Ley de Amparo para otorgar la 
protección constitucional, aquélla tiene el alcance de 
priorizar el estudio y restauración de dicha violación, 
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excluyendo los rigorismos propios del amparo de 
estricto derecho, como la ausencia de impugnación de 
la norma, la formulación deficiente de conceptos de 
violación, así como los derivados del consentimiento 
tácito inferidos de la falta de impugnación de un 
acto anterior que también aparezca probado, dando 
a la mencionada figura el alcance protector más 
amplio y eficiente posible, a la luz de los principios 
de universalidad, interdependencia, indivisibilidad 
y progresividad que deben observarse en relación 
con la preservación de los derechos fundamentales 
constitucionalmente reconocidos a favor del individuo, 
a fin de evitar que a la restauración de una violación 
a derechos fundamentales objetivamente probada, se 
oponga su prevalencia por meros obstáculos de rigor 
técnico, sino por el contrario despejarlos para que la 
autoridad cumpla con el mandato de velar por el respeto 
a los derechos fundamentales ministrando justicia 
donde se sabe requerida sin buscar impedimentos para 
realizarla. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

Amparo directo 319/2011. Joaquín del Bosque 
Martínez. 24 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: 
Eucario Adame Pérez. 
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Amparo directo 100/2012. Olga Canavati 
Fraige viuda de Tafich y otro. 30 de agosto de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos 
Benítez. Secretario: Mario Enrique Guerra Garza. 

Amparo directo 223/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 27 de septiembre de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez 
Navarro. Secretaria: Griselda Tejada Vielma. 

Amparo directo 296/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 17 de enero de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. 
Secretario: Eucario Adame Pérez. 

Amparo directo 13/2013. 18 de abril de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro 
Bermúdez Manrique. Secretario: Víctor Hugo Alejo 
Guerrero.” 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de 
Sistematización de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 
2003774 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Materias(s): Común 
Tesis: IV.20.A. J/4 (10a.) 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 2, página 1033 


Décima Época. Registro digital: 2003770. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1V.20.A. J/3 (10a.). Materia(s): Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 2, 
página 1029 
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SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. SI 
SE ACTUALIZA PARA QUE EL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO CONCEDA EL 
AMPARO POR LA APLICACIÓN DE UNA 
NORMA DECLARADA —INCONSTITUCIONAL 
POR SU PROPIA JURISPRUDENCIA, EL ESTUDIO 
Y RESTAURACIÓN DE ESA VIOLACIÓN 
SON PRIORITARIOS, AUN POR ENCIMA DE 
LA INOPERANCIA POR CONSENTIMIENTO 
TÁCITO, A FIN DE PRESERVAR LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES CONSTITUCIONALMENTE 
RECONOCIDOS A FAVOR DEL INDIVIDUO.- De 
los artículos lo. y 133 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que las 
autoridades del Estados Mexicano están obligadas a 
garantizar a los individuos la protección más amplia de 
sus derechos fundamentales, asegurando la primacía 
de la Constitución ante cualquiera otra disposición que 
la contraríe, obligación que, tratándose del juicio de 
amparo, trasciende en que probada la afectación a los 
derechos fundamentales del quejoso, su restauración 
resulta ineludible, sin que sea válido soslayarla 
mediante rigorismos técnicos, para dejar subsistir el 
acto inconstitucional y sus efectos. Bajo este orden 
de ideas, si un Tribunal Colegiado de Circuito, en 
suplencia de la queja deficiente prevista en la fracción 
VI del artículo 76 Bis de la Ley de Amparo, concede 
el amparo por la aplicación de una norma declarada 
inconstitucional por su propia jurisprudencia, el estudio 
y restauración de esa violación son prioritarios aun por 
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encima de la inoperancia por consentimiento tácito, 
inferido por la ausencia de impugnación oportuna de 
un acto anterior que también aparezca probado en el 
juicio, pues mientras dicha inoperancia constituye 
un rigorismo técnico basado en una presunción de 
falta de voluntad de impugnación, la violación a 
los derechos fundamentales demostrada objetiva y 
certeramente, representa una afectación sustantiva a 
los derechos fundamentales que actualiza plenamente 
el mandato constitucional de su restauración, 
ordenanza superior a cualquier otra que bien puede 
encausarse, dando a la figura de la suplencia el alcance 
protector más amplio y eficiente posible, a la luz de 
los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad, aplicables en relación 
con la preservación de los derechos fundamentales 
constitucionalmente reconocidos a favor del individuo. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

Amparo directo 319/2011. Joaquín del Bosque 
Martínez. 24 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: 
Eucario Adame Pérez. 

Amparo directo 100/2012. Olga Canavati 
Fraige viuda de Tafich y otro. 30 de agosto de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos 
Benítez. Secretario: Mario Enrique Guerra Garza. 
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Amparo directo 223/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 27 de septiembre de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez 
Navarro. Secretaria: Griselda Tejada Vielma. 

Amparo directo 296/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 17 de enero de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. 
Secretario: Eucario Adame Pérez. 

Amparo directo 13/2013. 18 de abril de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro 
Bermúdez Manrique. Secretario: Víctor Hugo Alejo 
Guerrero.? 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de 
Sistematización de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 
2019569 
Jurisprudencia 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Materias(s): Común 
Tesis: 1.110.C. J/9 (10a.) 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 
64, Marzo de 2019, Tomo III, 
página 2553 

SUPLENCIA DE LA QUEJA. PROCEDE CUANDO 
PARA UN TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO RESULTE NOTORIA Y MANIFIESTA 


Décima Época. Registro digital: 2003774. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1V.20.A. J/4 (10a.). Materia(s): Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 2, 
página 1033 
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LA CONTRAVENCIÓN A LAS REGLAS DE 
PROCEDENCIA O ACCESO AL JUICIO DE 
AMPARO DERIVADA DE UNA PREVENCIÓN 
INJUSTIFICADA DE LA DEMANDA.- Del análisis 
del artículo lo. de la Ley de Amparo, se obtiene la 
procedencia genérica de la acción constitucional, 
esto es, el gobernado, salvo los casos previstos en 
la propia ley, la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos o la jurisprudencia, podrá ejercer 
la acción constitucional contra normas generales, 
actos u omisiones de la autoridad que transgredan 
los derechos humanos o las garantías establecidas 
para su protección. Ello es así, pues la garantía para 
la protección de esos derechos es el juicio de amparo, 
al tratarse del mecanismo constitucional y de mayor 
jerarquía para obtener la restitución en el goce del 
derecho fundamental transgredido. Así las cosas, 
conforme al artículo 79, fracción VI, de la ley de 
la materia, cuando para un Tribunal Colegiado de 
Circuito resulta notoria y manifiesta la contravención 
a las reglas de procedencia o acceso al amparo, ya 
sea por la aplicación de una causa que no rige el acto 
reclamado o ante el requerimiento injustificado al 
quejoso para que aclare su demanda, se actualiza una 
hipótesis por la cual, expresamente, procede dicha 
acción federal y desde la demanda se han satisfecho 
en su integridad los requisitos formales previstos en 
el artículo 108 de la ley citada; dicho tribunal está 
obligado a suplir la queja en términos de la fracción 
VI del artículo 79 invocado, a efecto de priorizar 
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el estudio y la restauración de dicha violación, 
lógicamente con exclusión de los rigorismos propios 
del amparo de estricto derecho, dando a la figura de la 
suplencia el alcance protector más amplio y eficiente 
posible, a la luz de los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad 
que deben observarse en relación con la preservación 
de los derechos fundamentales constitucionalmente 
reconocidos a favor del individuo. Lo anterior, a 
fin de evitar que a la restauración de una violación 
a derechos fundamentales objetivamente probada, 
se oponga la prevalencia de la violación por meros 
obstáculos de rigor técnico, debiendo, por el contrario, 
despejarse tales tecnicismos y cuestiones de cualquier 
índole que impidan al amparo ser el medio de control 
constitucional más eficaz para cumplir con el mandato 
mencionado que la Constitución Federal impone para 
velar por el respeto a los derechos fundamentales y 
haciendo la función del Juez de amparo congruente 
con ese propósito, ministrando justicia donde se sabe 
requerida, sin buscar impedimentos para realizarla. 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO 
EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Queja 70/2015. Antonio Jhovany Durán Bautista. 
30 de abril de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: 
Indalfer Infante Gonzales. Secretario: Tomás Zurita 
García. 

Queja 65/2017. 21 de abril de 2017. Unanimidad 
de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. 
Secretario: Sergio Iván Sánchez Lobato. 
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Queja 151/2017. René Tonatiuh Muñiz Patiño. 
16 de junio de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: J. 
Refugio Ortega Marín. Secretario: Jorge Luna Olmedo. 

Queja 115/2017. Pablo Salazar. 29 de junio de 
2017. Unanimidad de votos. Ponente: J. Refugio 
Ortega Marín. Secretario: Manuel Hernández Padrón. 

Queja 327/2018. Fermaca Pipeline de Occidente, 
S. de R.L. de C.V. 17 de enero de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Irma Rodríguez Franco. Secretaria: 
Maricela Nieto Vargas. 

Esta tesis se publicó el viernes 22 de marzo de 
2019 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 25 de marzo de 2019, para 
los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 


24 Décima Época. Registro digital: 2019569. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1.110.C. J/9 (10a.). Materia(s): Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 64, Marzo de 2019, Tomo lll, 
página 2553 
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VIL- De una tesis jurisprudencial ingrata. 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de 
Sistematización de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 
2010624 

Segunda Sala 

Jurisprudencia 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 

25, diciembre de 2015, Tomo I 
Materia(s): Constitucional, Común 
Tesis: 2a./J. 158/2015 (10a.) 

Página: 359 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE 
EN EL JUICIO DE AMPARO LABORAL. LA 
CIRCUNSTANCIA DE QUE SÓLO OPERE EN 
BENEFICIO DEL TRABAJADOR, NO VULNERA 
EL DERECHO HUMANO DE IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN.- El artículo 76 Bis, fracción 
IV, de la Ley de Amparo vigente hasta el 2 de abril 
de 2013, sustituido por el numeral 79, fracción V, de 
ley de la materia en vigor al día siguiente, al prever 
expresamente que la suplencia de la queja deficiente 
en materia laboral procede sólo a favor del trabajador, 
es producto de los procesos históricos de reforma 
constitucional y legal, cuya distinción de trato, en 
relación con el patrón, radica en que su finalidad es 
solventar la desigualdad procesal de las partes y la 
necesidad de proteger bienes básicos, derivado de 
que: a) el artículo 123 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y la Ley Federal del 
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Trabajo regulan la relación laboral como un derecho 
de clases; b) el patrón tiene mayores posibilidades 
económicas, lo cual le permite acceder a los servicios 
de mejores abogados y, al tener la administración 
de la empresa, cuenta con una mejor posibilidad de 
allegarse medios probatorios para el juicio; y, c) la 
protección a bienes elementales tiene como base el 
hecho de que la subsistencia del trabajador y de su 
familia, con todo lo que lleva implícito, depende 
de su salario y prestaciones inherentes, razón que 
evidencia la importancia que tiene para el trabajador 
un litigio derivado de la relación laboral; motivo por 
el cual se le liberó de la obligación de ser experto en 
tecnicismos jurídicos, lo que contribuyó, por un lado, a 
que no se obstaculizara la impartición de justicia y, por 
otro, a la salvaguarda de los derechos fundamentales 
consagrados en el referido artículo 123 de la Carta 
Magna. En esas condiciones, la Segunda Sala reitera 
el criterio de la jurisprudencia 2a./J. 42/97*%, en el 


Novena Época. Registro digital: 197696. Segunda Sala. Jurisprudencia. Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo VI, Septiembre de 1997. Página: 305. 
Materia(s): Laboral. Tesis: 2a./J. 42/97. SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA 
QUEJA EN FAVOR DE LA PARTE PATRONAL, IMPROCEDENCIA DE LA.- El 
artículo 76 bis de la Ley de Amparo, en su fracción IV, establece que en materia 
laboral la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador; luego, resulta inconcuso 
(sic) que no es dable la operancia de dicha institución jurídica en favor del patrón. 
El anterior aserto deriva de una interpretación gramatical, histórica, sistemática y 
finalista, que lleva a esta Segunda Sala a concluir que la suplencia de la queja en 
la materia laboral únicamente se justifica en favor del trabajador, en tanto que su 
finalidad es solventar la desigualdad procesal de las partes y la necesidad de proteger 
bienes básicos. La desigualdad procesal se sustenta, primordialmente, en el artículo 
123 constitucional y en la Ley Federal del Trabajo, que regulan la relación laboral 
como un derecho de clases; así como en la circunstancia genérica, consistente en 
la mayor posibilidad económica del patrón, lo cual le permite acceder a los servicios 
de mejores abogados, caso contrario del trabajador; así también, porque al tener 
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el patrón la administración de la empresa, cuenta con una mejor posibilidad de 
allegarse medios probatorios para el juicio. La protección a bienes básicos tiene 
como base el hecho de que la subsistencia del trabajador y de su familia, con todo 
lo que lleva implícito, depende de su salario y prestaciones inherentes, razón que 
evidencia la importancia que tiene para el trabajador un litigio derivado de la relación 
laboral. En tal virtud, al no existir tales justificantes para el patrón, por ningún motivo 
o pretexto es correcto apartarse de los lineamientos del artículo 76 bis de la Ley 
de Amparo, ni menos todavía interpretarlos o pretender soslayarlos por analogía o 
mayoría de razón, habida cuenta de que la fracción VI del susodicho artículo 76 
bis no es aplicable para suplir la deficiencia de la queja en favor del patrón, ni aun 
excepcionalmente, tratándose de una violación manifiesta de la ley que lo haya 
dejado sin defensa, tal y como ocurre por la falta de emplazamiento o su práctica 
defectuosa, toda vez que la norma específica debe prevalecer sobre la genérica, 
esto es, si la voluntad del legislador hubiera sido que en materia laboral se aplicara 
en favor del patrón la fracción VI, hubiese utilizado un texto distinto, por ejemplo, la 
suplencia de la queja sólo se aplicará en favor del trabajador “con excepción de lo 
previsto (o cualquier otra similar) en la fracción VI”, lo cual no ocurrió así; entonces, 
no tiene por qué interpretarse en otro sentido. Es menester indicar que existe una 
excepción derivada de lo previsto en la fracción | del artículo 76 bis de la Ley de 
Amparo, esto es, únicamente para el caso de que el acto reclamado se funde en 
leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, supuesto en el cual sí es factible la suplencia en favor del 
patrón. Conviene agregar que el artículo 107, fracción lll, inciso c), en concordancia 
con la fracción VII, constitucional, establece la figura de “tercero extraño a juicio”, 
hipótesis normativa recogida por el artículo 114, fracción V, de la Ley de Amparo, 
figura jurídica que, trasladada a la materia laboral, permite al patrón impugnar todo 
lo actuado en el juicio natural a través del amparo indirecto, aunque necesariamente 
debe realizar el razonamiento lógico-jurídico que demuestre la transgresión de 
garantías impugnada, porque pretender lo contrario implicaría dejar en estado de 
indefensión a la otra parte, la trabajadora; situación que se agudiza en el recurso de 
revisión, pues aceptarse otra cosa implicaría atentar contra la naturaleza jurídica del 
recurso y en perjuicio de la parte trabajadora.- Contradicción de tesis 61/96. Entre 
las sustentadas, por una parte, por los Tribunales Colegiados Primero, Segundo y 
Tercero del Sexto Circuito y Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito y, por 
otra, el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, Segundo 
Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, Primer Tribunal Colegiado del Segundo 
Circuito, Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, Tribunal Colegiado del 
Décimo Circuito y Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito. 22 de agosto 
de 1997. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Edgar Humberto 
Muñoz Grajales. Tesis de jurisprudencia 42/97. Aprobada por la Segunda Sala 
de este alto tribunal, en sesión pública de veintidós de agosto de mil novecientos 
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sentido de que es improcedente la suplencia de la queja 
deficiente a favor del patrón, inclusive bajo el contexto 
constitucional sobre derechos humanos imperante 
en el país, y en consecuencia, la circunstancia de que 
sólo opere en beneficio del trabajador, no vulnera el 
de igualdad y no discriminación, porque la distinción 
de trato en referencia con el trabajador está plenamente 
justificada y, por lo mismo, resulta proporcional, 
es decir, sí guarda una relación razonable con el fin 
que se procura alcanzar, ya que tal diferenciación 
constituye una acción positiva que tiene por objeto 
medular compensar la situación desventajosa en que 
históricamente se ha encontrado la clase trabajadora 
frente a la patronal. 

Amparo directo en revisión 725/2014. 
Ayuntamiento del Municipio de Campeche. 11 de 
junio de 2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. 
Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Sergio A. 
Valls Hernández. Secretario: Miguel Ángel Burguete 
García. 

Amparo directo en revisión 2727/2014. Namuh, 
S.A. de C.V. y otros. 8 de octubre de 2014. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. 


noventa y siete, por unanimidad de cinco votos de los Ministros Juan Díaz Romero, 
Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Guillermo |. Ortiz Mayagoitia, Mariano Azuela 
Guitrón y presidente Genaro David Góngora Pimentel. 
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Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín. 

Amparo directo en revisión 2298/2014. 
Beatriz Morales Rodríguez. 30 de octubre de 2014. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales; votó con salvedad José Fernando Franco 
González Salas. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge 
Antonio Medina Gaona. 

Amparo en revisión 633/2014. Operadora de 
Personal Operativo Especializado, S. de R.L. de C.V. 4 
de febrero de 2015. Cuatro votos de los Ministros Juan 
N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
votó con salvedades Juan N. Silva Meza. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín. 

Amparo directo en revisión 3408/2015. Blanca 
Susana Bonilla Sepúlveda y otra. 14 de octubre de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Juan N. 
Silva Meza. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretario: Alfredo Villeda Ayala. 
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Tesis de jurisprudencia 158/2015  (10a.). 
Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veinticinco de noviembre de dos 
mil quince.? 


14.- La segunda sala de la suprema corte de justicia, al 


machacar el criterio de la ilegal jurisprudencia 2a./J. 42/97 ”, 
en el sentido de que es improcedente la suplencia de la 


26 


27 


Décima Época. Registro digital: 2010624. Instancia: Segunda Sala. Tesis: 2a./J. 
158/2015 (10a.). Materia(s): Constitucional, Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 25, Diciembre de 2015, Tomo 
|, página 359 

Novena Época.- Registro digital: 197696.- Segunda Sala.- Jurisprudencia.- 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.- Tomo VI, Septiembre de 
1997.- Materia(s): Laboral.- Tesis: 2a./J. 42/97.- Página: 305.- SUPLENCIA 
DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN FAVOR DE LA PARTE PATRONAL, 
IMPROCEDENCIA DE LA.- El artículo 76 bis de la Ley de Amparo, en su fracción 
IV, establece que en materia laboral la suplencia sólo se aplicará en favor del 
trabajador; luego, resulta inconcuso que no es dable la operancia de dicha 
institución jurídica en favor del patrón. El anterior aserto deriva de una interpretación 
gramatical, histórica, sistemática y finalista, que lleva a esta Segunda Sala a concluir 
que la suplencia de la queja en la materia laboral únicamente se justifica en favor 
del trabajador, en tanto que su finalidad es solventar la desigualdad procesal de 
las partes y la necesidad de proteger bienes básicos. La desigualdad procesal se 
sustenta, primordialmente, en el artículo 123 constitucional y en la Ley Federal del 
Trabajo, que regulan la relación laboral como un derecho de clases; así como en la 
circunstancia genérica, consistente en la mayor posibilidad económica del patrón, 
lo cual le permite acceder a los servicios de mejores abogados, caso contrario del 
trabajador; así también, porque al tener el patrón la administración de la empresa, 
cuenta con una mejor posibilidad de allegarse medios probatorios para el juicio. La 
protección a bienes básicos tiene como base el hecho de que la subsistencia del 
trabajador y de su familia, con todo lo que lleva implícito, depende de su salario 
y prestaciones inherentes, razón que evidencia la importancia que tiene para el 
trabajador un litigio derivado de la relación laboral. En tal virtud, al no existir tales 
justificantes para el patrón, por ningún motivo o pretexto es correcto apartarse de los 
lineamientos del artículo 76 bis de la Ley de Amparo, ni menos todavía interpretarlos 
o pretender soslayarlos por analogía o mayoría de razón, habida cuenta de que la 
fracción VI del susodicho artículo 76 bis no es aplicable para suplir la deficiencia de 
la queja en favor del patrón, ni aun excepcionalmente, tratándose de una violación 
manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa, tal y como ocurre por la falta 
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queja deficiente a favor de la parte patronal, inclusive bajo el 
contexto constitucional sobre derechos humanos imperante en el 
país, demuestra una vez más retroceso y contradicciones, ya que 
el hecho de que solo opere en beneficio del trabajador vulnera 
el principio de igualdad y discrimina a la parte patronal, ya que 
además, esa parte patronal puede ser una ama de casa o un patrón 
de tendajón que jamás tendrá la fortaleza de una empresa 
y con ello, se demuestra que la jurisprudencia sólo debe 


de emplazamiento o su práctica defectuosa, toda vez que la norma específica debe 
prevalecer sobre la genérica, esto es, si la voluntad del legislador hubiera sido que 
en materia laboral se aplicara en favor del patrón la fracción VI, hubiese utilizado 
un texto distinto, por ejemplo, la suplencia de la queja sólo se aplicará en favor del 
trabajador “con excepción de lo previsto (o cualquier otra similar) en la fracción V!”, 
lo cual no ocurrió así; entonces, no tiene por qué interpretarse en otro sentido. Es 
menester indicar que existe una excepción derivada de lo previsto en la fracción | 
del artículo 76 bis de la Ley de Amparo, esto es, únicamente para el caso de que el 
acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, supuesto en el cual sí es factible 
la suplencia en favor del patrón. Conviene agregar que el artículo 107, fracción lll, 
inciso c), en concordancia con la fracción VII, constitucional, establece la figura de 
“tercero extraño a juicio”, hipótesis normativa recogida por el artículo 114, fracción 
V, de la Ley de Amparo, figura jurídica que, trasladada a la materia laboral, permite 
al patrón impugnar todo lo actuado en el juicio natural a través del amparo indirecto, 
aunque necesariamente debe realizar el razonamiento lógico-jurídico que demuestre 
la transgresión de garantías impugnada, porque pretender lo contrario implicaría 
dejar en estado de indefensión a la otra parte, la trabajadora; situación que se 
agudiza en el recurso de revisión, pues aceptarse otra cosa implicaría atentar contra 
la naturaleza jurídica del recurso y en perjuicio de la parte trabajadora.- Contradicción 
de tesis 61/96. Entre las sustentadas, por una parte, por los Tribunales Colegiados 
Primero, Segundo y Tercero del Sexto Circuito y Segundo Tribunal Colegiado del 
Quinto Circuito y, por otra, el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Primer Circuito, Segundo Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, Primer Tribunal 
Colegiado del Segundo Circuito, Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, 
Tribunal Colegiado del Décimo Circuito y Segundo Tribunal Colegiado del Segundo 
Circuito. 22 de agosto de 1997. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: 
Edgar Humberto Muñoz Grajales. Tesis de jurisprudencia 42/97. Aprobada por la 
Segunda Sala de este alto tribunal, en sesión pública de veintidós de agosto de mil 
novecientos noventa y siete, por unanimidad de cinco votos de los Ministros Juan 
Díaz Romero, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Guillermo |. Ortiz Mayagoitia, 
Mariano Azuela Glitrón y presidente Genaro David Góngora Pimentel. 
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ser la interpretación correcta de la ley, y esa tesis reiterativa, 
o machacona e ingrata, implica un retroceso al principio pro 
homine, a la igualdad y una negación a los principios rectores 
amplísimos de los Derechos Humanos. Que grave contrasentido. 

15.- Es increíble, por otra parte, que la misma 
segunda sala,  contradiciéndose, haya dictado antes 
la tesis referida número  2a./J. 154/2015  (10a.) 
en el mismo mes de diciembre de 2015, con rubro: SUPLENCIA 
DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL JUICIO DE AMPARO. 
DEBE ANALIZARSE ACORDE CON EL MARCO SOBRE 
DERECHOS HUMANOS RESGUARDADO POR EL 
ARTÍCULO lo. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A PARTIR DE LA 
REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 10 DEJUNIO DE 2011, misma jurisprudencia 
que ya referimos. 
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A manera de conclusión 


16.- Las frases históricas del que fuera ministro don 
Guillermo Guzmán Orozco quien sentenció. 


“(...) los Jueces de amparo no deben hacer de la 
técnica de ese juicio un monstruo del cual se pueda 
hablar académicamente, pero que resulte muy limitado 
en la práctica para la protección real y concreta de 
los derechos constitucionales real y concretamente 
conculcados. De donde se desprende que las normas 
que regulan el procedimiento constitucional deben 
interpretarse con espíritu generoso, que facilite el 
acceso del amparo al pueblo gobernado. (...)”. Se 
encuentran en la siguiente tesis: 


Séptima Época 
Número de registro del disco óptico de 
Sistematización de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 
252943 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Materias(s): Común 
Semanario Judicial de la Federación. Volumen 
103-108, Sexta Parte, página 285 
AMPARO, FINALIDAD Y NATURALEZA DEL .- El 
juicio de amparo es el instrumento procesal creado por 
nuestra Constitución Federal para que los gobernados 
puedan hacer proteger sus garantías constitucionales de 
las violaciones que al respecto cometan las autoridades. 
Y ese instrumento no sólo debe ser motivo académico 
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de satisfacción, sino que también en la vida real y 
concreta debe otorgar a los ciudadanos una protección 
fácil y accesible para sus derechos más fundamentales, 
independientemente del nivel de educación de esos 
ciudadanos, e independientemente de que tengan o 
no, abundantes recursos económicos, así como del 
nivel de su asesoría legal. Esto es importante, porque 
la protección que el Poder Judicial Federal hace de 
las garantías constitucionales de los gobernados debe 
funcionar como un amortiguador entre el poder del 
Estado y los intereses legales de los individuos, y en 
la medida en que ese amortiguador funcione, en vez 
de sentirse un poder opresivo, se respirará un clima de 
derecho. Luego los Jueces de amparo no deben hacer 
de la técnica de ese juicio un monstruo del cual se 
pueda hablar académicamente, pero que resulte muy 
limitado en la práctica para la protección real y concreta 
de los derechos constitucionales real y concretamente 
conculcados. De donde se desprende que las normas 
que regulan el procedimiento constitucional deben 
interpretarse con espiritu generoso, que facilite el 
acceso del amparo al pueblo gobernado. En un régimen 
de derecho, lo importante no es desechar las demandas 
de amparo que no están perfectamente estructuradas, 
sino obtener la composición de los conflictos que 
surgen entre gobernados y gobernantes, y resolver 
judicialmente sobre el fondo de las pretensiones de 
éstos. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

Séptima Época, Sexta Parte: 

Volúmenes 91-96, página 28. Amparo en 
revisión 824/75. Filomeno Delgado Domínguez. 21 de 
septiembre de 1976. Unanimidad de votos. Ponente: 
Guillermo Guzmán Orozco. 

Volúmenes 91-96, página 28. Amparo en revisión 
507/76. Asociación Ganadera Local de Jonuta, 
Tabasco. 19 de octubre de 1976. Unanimidad de votos. 
La publicación no menciona el nombre del ponente. 

Volúmenes 97-102, página 35. Amparo en revisión 
170/77. Refaccionaria Industrial Molinera, S.A. 19 de 
abril de 1977. Unanimidad de votos. La publicación no 
menciona el nombre del ponente. 

Volúmenes 97-102, página 35. Amparo en revisión 
194/77. Muebles y Decoración Sobrino, S.A. 10 de 
mayo de 1977. Unanimidad de votos. La publicación 
no menciona el nombre del ponente. 

Volúmenes 103-108, página 31. Amparo en 
revisión 554/77. José Trinidad Badillo. 16 de agosto 
de 1977. Unanimidad de votos. La publicación no 
menciona el nombre del ponente.? 


Séptima Época. Registro digital: 252943. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Materia(s): Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la 


Federación.Volumen 103-108, Sexta Parte, página 285. 
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17.- Después de leer tantas evasiones, es un respiro 
conocer el ensayo “principio de estricto derecho. ¿cremación 
o sepultura?” del magistrado michoacano don Leonel Castillo 
González, cuando refiere: 


“(...) hoy asistimos gustosos a un acto luctuoso de 
un usurpador -y así voy a tratar de demostrarlo- que, 
en el campo de la justicia, especialmente en el juicio 
de amparo (que lo ha trasmitido a los demás), ha 
propiciado miles de casos resueltos injustamente, 
bajo el pretexto de que el quejoso, conjuntamente con 
su abogado, no se han sabido defender, y en donde el 
pecado para perder propiedades, haciendas, familias, 
ha sido, así sin más, no saberse defender. Me refiero 
concretamente al llamado principio de estricto 
derecho. 

(...) Ha habido casos en que un juez pudo decir: estaba 
clarísimo que el quejoso tenía la razón, lo vi, ahí 
estaban todas las pruebas, tenía el derecho defendido, 
pero como no expresó un concepto de violación idóneo, 
tuve que resolver en su contra, así es que ya no va a 
tener la custodia de su hijo, ya no va a tener su casa, 
porque no supo acudir a un buen abogado, o bien, el 
abogado hizo todos sus argumentos adecuados, pero no 
coincidió con la forma de pensar del juez responsable, y 
entonces ahí se acabó todo. (...) Seguramente también 


29 Esa versión se editó en el Tribunal Electoral del Estado de Michoacán, con base 
en la grabación de la conferencia dada por el Magistrado Leonel Castillo González, 
el 18 de marzo de 2016, en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la 
Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo. El autor la revisó y aprovechó 
para hacer correcciones que facilitaran su lectura, y la completó con algunas ideas 
que no alcanzó a exponer oralmente. 
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ya advirtieron cuál es mi posición y mi disyuntiva, 
pues tengo la convicción de que tal estricto derecho ha 
muerto, y planteo el dilema de si debemos incinerarlo 
a ocho mil grados de temperatura, para que no quede 
más que polvo absoluto que se esparza en los aires y 
no se vuelva a juntar, o si le damos cristiana sepultura. 
El riesgo con esta segunda opción es que, sus fanáticos 
y simpatizantes puedan robar el cadáver y erigirle un 
templo para venerarlo, pues hay que decirlo, todavía 
hay muchos que reverencian este principio: de modo 
que me inclino por la cremación”. 

(...) “En esa tónica se fueron derribando inercias. 
El siguiente paso, que a mi juicio dio el golpe de 
muerte al estricto derecho, se asentó con las reformas 
constitucionales de 2011, en derechos humanos y en 
materia de amparo. 

Sin duda, tiene gran trascendencia para ambas 
reformas, el artículo 1? constitucional, tan comentado 
y tan connotado, en el que se establece que todas las 
autoridades, todas sin excepción, están obligadas a 
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos, pues esto motivó a que la Corte, en el famoso 
expediente Varios 912/2010, sobre el caso Radilla 
Pacheco, considerara que la protección de los derechos 
humanos se debe hacer de oficio, por los tribunales de 
amparo, de manera que su protección no tiene límites, 
toda autoridad lo debe hacer, y no es rogado, sino 
obligatorio, es de oficio. Al criterio se sumó el cambio 
de la Corte de una tesis ancestral, al abrir la posibilidad 
del control difuso de la constitucionalidad de las 
leyes, para que los órganos jurisdiccionales, desde las 
instancias iniciales, pudieran llevar a cabo este control, 
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-recuérdese que lo habían mantenido a capa y espada 
como facultad exclusiva del Poder Judicial Federal a 
través del amparo-. Estas novedades tienen el efecto 
de dar una cobertura amplísima a la suplencia de 
la queja, para hacer a un lado, definitivamente el 
principio de estricto derecho. 

De esta forma, es evidente que ahí terminó el poder 
real del principio, mediante la acumulación de 
victorias parciales durante cerca de un siglo, hasta 
dejarlo inocuo, y ésa es la razón por la cual yo celebro 
la muerte del principio de estricto derecho, y los invito 
a presenciar su cremación. 

Aquí sí resultó inexacta la vieja expresión popular que 
no hay mal que dure cien años. 

Al respecto, existe una tesis de jurisprudencia de un 
Tribunal Colegiado de Circuito, publicada con el título 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL 
JUICIO DE AMPARO. SUS ALCANCES A RAIZ 
DE LAS REFORMAS CONSTITUCIONALES DE 10 
DE JUNIO DE 2011* En esta se expresa que a partir 
de dicha reforma deben quedar superados todos los 
obstáculos técnicos que impidan el estudio de fondo de 
la violación, fundados en una aplicación rigorista de la 
causa de pedir con la forma y oportunidad en que se 
plantea; que la suplencia de la queja deficiente quedó 
fortalecida, porque los tribunales pueden analizar por 
sí una violación no aducida y conceder el amparo; 
que la suplencia es el instrumento que mejor revela la 
naturaleza proteccionista del amparo, para asegurar 
el principio de supremacía constitucional, y que las 
reformas han venido a ampliar su ejercicio. (...)”. 


Tesis que está referida en este ensayo. 
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18.- Don Leonel Castillo terminó indicando: “muera la 
forma y viva la justicia”. Lo que repito con él, emocionado. 

19.- Lástima que caminemos lento. La tesis luminosa 
ponderada al principio es del año de 2013. los derechos humanos 
en la constitución mexicana son del año de 2010. La legislación 
atinente sigue una vieja tendencia. 


Marzo de 2024 
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Mtra. Juana Ruth Rivera Alvarado 


Secretaria de causa y gestión en el juzgado 
familiar de Irapuato, Guanajuato. Maestra en 
administración y licenciada en derecho, ambas 
por la universidad Quetzalcóatl de Irapuato. 
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Permiso para salir del país de niños, niñas 
y adolescentes, como prioridad al derecho 
humano de contacto con familia extensa 


Resumen: El cambio de domicilio de menores debe garantizar su interés superior, con 
autorización judicial y participación institucional, asegurando estabilidad y bienestar integral 
en su entorno familiar. 


Palabras clave: Domicilio, Interés superior del menor, Menores, Custodia, Autoridad 
judicial. 


Abstract: The adreess relocation of minors should secure their best interests through 
judicial approval and institutional engagement, ensuring stability and holistic well-being in 
their familial environment. 


Keywords: Address, Best interest of child's, Minors, Custody, Judicial authority. 


anto en el ámbito nacional como en el internacional 

se reconoce la existencia de personas que, por sus 

circunstancias particulares, o bien, por su situación en 
determinadas relaciones personales, requieren de una protección 
especial por encontrarse inmerso de un interés difuso y no 
propiamente como grupo vulnerable. 

Entre las personas que se encuentran en estas condiciones 
son los niños, quienes por su situación de vulnerabilidad, 
son sujetos de derecho, necesitados de protección, cuidado y 
orientación, tanto en el ámbito familiar como en el social. 
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Por ello, una de las instituciones protectoras del derecho 
familiar es el ejercicio de la patria potestad, y como es una 
institución protectora con trascendencia jurídica importante, 
es por lo que se ve regulada a nivel internacional tomando en 
consideración el interés superior del niño como le define la propia 
Convención sobre los Derechos del niño, así como su regulación 
a nivel federal y local. 

El interés superior del niño se ve reflejado como un 
principio rector en la aplicación de los derechos humanos y de 
armonización con las legislaciones de ámbito local y federal, 
pues con este principio se puede extender el panorama normativo 
y la aplicación de reglas y principios para la mejor protección y 
tutela de los derechos de la niñez. 

De esta manera lo que atañe a un miembro afecta directa 
o indirectamente a toda la familia, máxime con los fenómenos 
o tendencias sociales que han evolucionado a nivel familiar, 
donde tenemos a un padre custodio y un padre no custodio, una 
convivencia supervisada, una convivencia asistida, un régimen de 
visitas abierto, periodos vacacionales compartidos o bien guarda 
y custodia compartida. 

En fin, ante un sinnúmero de modalidades y dinámicas 
familiares, hoy por hoy podemos argumentar que el derecho 
familiar es un nuevo orden jurídico mundial, pues en el ámbito 
de la tutela de los derechos de la infancia y de la familia, se 
ha manifestado una tendencia favorable a instaurar entre los 
ordenamientos nacionales y supranacionales un circulo virtuoso 
de recíproca influencia y de mutuo enriquecimiento, susceptible 
de producir relevancia práctica con certeza y seguridad jurídica. 
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I.- El domicilio habitual del menor y su dinamismo 


bordar un asunto tan relevante en la actualidad, y 

cuando me refiero a relevante, no aludo simplemente a 

la frescura del concepto de domicilio o de menor, sino 
más bien a la dinámica que este último adquiere dentro del marco 
de la transformación de las estructuras familiares, demanda una 
metodología explicativa. Es crucial desmenuzar y entender cada 
componente de forma aislada para, en un paso posterior, integrar 
las partes de este intrincado rompecabezas. 

Por niño se entiende un individuo que tiene pocos años, poca 
experiencia o que está en la etapa de la niñez.' Dicho término 
es derivado del latín ninnus.? Por domicilio se debe entender el 
lugar de residencia habitual, o el lugar en que legalmente se 
considera establecido alguien para el cumplimiento de sus 
obligaciones y el ejercicio de sus derechos.* 

La convención de los derechos del niño en su preámbulo 
establece que: “(...) niño, por su falta de madurez física y mental, 
necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida 
protección legal, tanto antes como después del nacimiento (...)”* 


1 Real academia española: Niño, en Diccionario de la lengua española. Recurso 
digital disponible en https: //dle.rae.es/nivC3%B10 consultado el 7 de julio de 2024. 

2 Gómez de Silva, Guido: Niño, en Breve diccionario etimológico de la lengua 
española. FCE-Colmex. México, D.F. 1988. ISBN: 968-16-2812-8. p. 483. 

3 Real academia española: Domicilio, en Diccionario de la lengua española. Recurso 
digital disponible en https: //dle.rae.es/domicilio consultado el 7 de julio de 2024. 

4 Comisión nacional de derechos humanos: Declaración de los derechos del niño. 


Recurso digital disponible en  https://www.cndh.org.mx/index.php/documento/ 
declaracion-de-los-derechos-del-nino consultado el 4 de julio de 2024. 
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De aquí que tenemos como institución protectora del 
derecho familiar el ejercicio de la patria potestad, pero ¿quién 
ejerce la patria potestad? O bien, ¿cuáles son los sujetos y el 
objeto de la misma? 

Para dar respuesta a estas interrogantes, se debe leer el 
código sustantivo civil para el estado de Guanajuato, que en 
los siguientes artículos define y delimita la figura de la patria 
potestad: 


Articulo 465 En la relación entre ascendientes 
y descendientes debe imperar el respeto y la 
consideración mutuos, cualquiera que sea su estado, 
edad y condición. 

Quienes ejerzan la patria potestad de niñas, niños 
y adolescentes, deberán cuidarlos y atenderlos; 
protegerlos contra toda forma de abuso, tratarlos 
con respeto a su dignidad y orientarlos, a fin de que 
conozcan sus derechos, aprendan a defenderlos y a 
respetar los de otras personas. 

Quienes ejerzan la patria potestad deberán orientar, 
supervisar y, en su caso, restringir, las conductas y 
hábitos de niñas, niños y adolescentes, siempre que 
atiendan al interés superior de la niñez. 

Artículo 466. Los hijos menores de edad están 
bajo la patria potestad mientras exista alguno de los 
ascendientes que deban ejercerla conforme a la ley. 
Artículo 467. La patria potestad se ejerce sobre la 
persona y bienes de los hijos. Quienes ejerzan la patria 
potestad darán cumplimiento a su cargo de manera 
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coordinada y respetuosa. Su ejercicio queda sujeto, en 
cuanto a la guarda y educación de los menores, a las 
modalidades que le impriman las leyes aplicables. 
Artículo 468. La patria potestad sobre los hijos de 
matrimonio se ejerce por el padre y la madre, o en 
su caso, por el supérstite. En caso de que éstos o éste 
fallezcan o pierdan la patria potestad, se estará a lo 
siguiente: 

I. Cuando haya abuelos por ambas líneas, el juez los 
escuchará y decidirá lo que sea más conveniente a los 
menores, tomando en cuenta la mayor identificación 
afectiva, las condiciones físicas y morales de los 
abuelos, su estabilidad económica y siempre que fuere 
posible, la opinión del menor. El ejercicio de la acción 
respectiva corresponde a cualquiera de los abuelos y, 
en su defecto, al ministerio público. 

En cuanto tenga conocimiento del asunto, el juez 
tomará las medidas necesarias en relación a la 
custodia de los menores, mientras se decide sobre la 
patria potestad; 

II. Cuando sean dos o más los menores de una misma 
familia que convivan juntos, el juez procurará la 
continuación de dicha convivencia, si ello fuere 
posible; 

III. En todos los casos, para determinar a quién 
corresponde ejercer la patria potestad, el juez tendrá en 
cuenta el interés superior de los menores. 

IV. Si de la valoración que haga el juez de los abuelos 
del o los menores, resultara que ninguno de ellos es 
apto e idóneo para el ejercicio de la patria potestad, 
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el juez le nombrará un tutor conforme a esta misma 
Ley, quien tendrá la obligación, de ser el caso que el 
interés superior del menor así lo requiera, de tramitar 
la adopción de éste a la brevedad. 

Artículo 469. Cuando los dos progenitores han 
reconocido al hijo nacido fuera de matrimonio y viven 
juntos, ejercerán ambos la patria potestad. 

Si viven separados se observará en su caso lo dispuesto 
en el artículo 436.* 

Artículo 470. En los casos previstos en el artículo 436, 
cuando por cualquiera circunstancia deja de ejercer la 
patria potestad alguno de los padres, entrará a ejercerla 
el otro. 

Artículo 471. Quienes ejerzan la patria potestad, 
independientemente de que habiten en domicilios 
distintos, darán cumplimiento a las obligaciones a su 
cargo de manera coordinada y respetuosa. En caso 
de que no lo hicieren, el juez, oyendo a los padres, 
resolverá lo que creyere más conveniente a los intereses 
del menor. 


La transcripción de los preceptos legales de nuestra 
legislación civil local es esencial para abordar nuestro tema, 
destacando que el interés superior del menor, en conjunción con 
el ejercicio de la patria potestad, exige que en todo momento se 
adopten acciones y medidas enfocadas en la protección y cuidado 


5 Art. 436. Cuando el padre y la madre que no vivan juntos reconozcan al hijo en 
el mismo acto o el reconocimiento se efectúe sucesivamente, ejercerán la patria 
potestad y darán cumplimiento a las obligaciones a su cargo de manera coordinada 
y respetuosa; en caso de que no lo hicieren, el Juez de Primera Instancia de lo Civil, 
oyendo a los padres, resolverá lo que creyere más conveniente a los intereses del 
menor. 


194 
Julio-Septiembre 2024 | Año 6 | No. 2 


Gaceta Judicial 


de los niños y adolescentes. Esto no solo con el objetivo de 
prevenir daños, sino también para asegurar un desarrollo holístico 
e integral del ser humano. 

Por tanto, es la condición de vulnerabilidad de los niños y 
niñas lo que resalta la importancia de sus derechos y establece el 
principio del interés superior del menor como: “(...) el catálogo 
de valores, principios, interpretaciones, acciones y procesos 
dirigidos a forjar un desarrollo humano integral y una vida digna, 
así como a generar las condiciones materiales que permitan a 
los menores vivir plenamente y alcanzar el máximo bienestar 
personal, familiar y social posible, cuya protección debe 
promover y garantizar el Estado en el ejercicio de sus funciones 
legislativa, ejecutiva y judicial, por tratarse de un asunto de orden 
público e interés social (...).* 

De igual manera, el artículo 4 de nuestra Constitución 
establece como un valor fundamental el derecho de los menores a 
que se les provea lo necesario para propiciar su dignidad, entendida 
esta como el origen, la esencia y el fin de todos los derechos 
humanos y el ejercicio pleno de sus derechos. Corresponde a las 
autoridades, dentro del ámbito de sus competencias, asegurar 
a los niños, niñas y adolescentes la protección y ejercicio de 
sus derechos, así como tomar las medidas necesarias para su 
bienestar, teniendo siempre como consideración primordial el 
interés superior del niño.” 


6 Novena Época. Registro digital: 162562. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1.50.C. J/16. Materia(s): Civil. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Marzo de 2011, 
página 2188. 

7 Novena Época. Registro digital: 166359. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
XXXIX/2009. Materia(s): Civil. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Septiembre de 2009, página 447. 
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Por lo tanto, es determinante tomar medidas positivas y 
eficaces para gestionar el cambio de domicilio de un menor de 
edad que se encuentra bajo la tutela y custodia de uno de los 
progenitores, especialmente cuando el progenitor no custodio se 
opone a dicho cambio o, en su defecto, no ha sido debidamente 
informado sobre la nueva residencia habitual del menor. 
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Il. La configuración, con elementos jurisprudenciales 


(nuclear, ensamblada, monoparental, homoparental, 

entre otras) gana cada vez más relevancia, es imperativo 
reconocer que los niños, niñas y adolescentes, a pesar de 
ser considerados como un grupo primordial de protección y 
cuidado, tanto por parte de quienes ejercen la patria potestad 
como por las autoridades, frecuentemente se encuentran en el 
centro de disputas con propósitos menos nobles por parte de los 
progenitores o tutores legales. Estas disputas pueden privar al 
menor de un desarrollo saludable y armonioso, al verse atrapados 
en un constante conflicto entre sus cuidadores. 

Por consiguiente, el domicilio del menor se convierte en un 
tema complejo debido a las tensiones e incompatibilidades entre 
quienes ejercen la patria potestad, especialmente cuando uno de 
ellos no tiene la custodia. El hogar del niño debería representar un 
lugar de certeza, equilibrio, habitualidad y estabilidad, abarcando 
su entorno familiar, educativo, emocional y social. 

En este contexto, es primordial que un tercero imparcial, 
como un juez o autoridad competente, intervenga para determinar 
la procedencia del cambio de domicilio habitual del menor, 
siempre buscando lo que mejor convenga al niño y basándose en 
el principio del interés superior del menor. Esto subraya que el 
niño no es un objeto de derecho sino un sujeto de derecho, con 
la capacidad de participar plenamente en todos los ámbitos de la 
vida social, libre de discriminaciones y exclusiones, lo que lleva 
necesariamente al restablecimiento de vínculos de igualdad y a la 
adopción de una doctrina de protección integral. 


| y n un mundo donde la diversidad de estructuras familiares 
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Con la adopción de la doctrina de protección integral, 
el niño deja de ser visto como una persona en desarrollo para 
ser reconocido como un sujeto de derechos, con atributos 
fundamentales inherentes a su condición de ser humano, además 
de los derechos específicos que derivan de su condición de niño. 

En este marco, el niño debe ser considerado no solo como un 
futuro adulto, sino como un individuo con identidad y necesidades 
propias. La familia, por tanto, es el núcleo fundamental para el 
desarrollo armonioso de todos sus miembros, especialmente los 
niños. 

De esta manera, la patria potestad se redefine no como un 
conjunto de poderes sobre un objeto, sino como un conjunto 
de derechos y obligaciones fundamentados en la necesidad de 
proteger y guiar hacia la autonomía plena de los hijos. 

Mientras se alcanza esa autonomía, es crucial la actuación 
de los representantes legales, usualmente los padres o, en su 
ausencia, los abuelos, tutores o guardadores, quienes deben 
proteger efectivamente el interés del menor. 

Por ello, es esencial establecer salvaguardas en las 
resoluciones O acuerdos entre quienes ejercen la patria 
potestad, así como en los permisos solicitados ante la autoridad 
competente para el cambio de domicilio habitual del menor, 
donde se desarrollan sus principales actividades y se garantiza 
su estabilidad, o bien, en solicitudes de permiso para viajar al 
extranjero por razones médicas, de ocio o académicas. 

En este sentido, es imperativo tener una idea clara de lo 
que se solicita para que la autoridad competente cuente con los 
elementos necesarios, o bien, se allegue de ellos para armonizar 
el interés superior del menor con la institución protectora de la 
familia y las instituciones encargadas de la tutela y protección de 
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los menores de edad, como la procuraduría de protección de niñas, 
niños y adolescentes y el ministerio público. Ante el principio 
de colaboración y la urgencia de un cambio de domicilio, estas 
representaciones, distintas a quienes ejercen la patria potestad, 
deben prestar especial atención a la dinámica del cambio, la 
logística, la importancia y la protección de la causa justificada 
para efectuar el cambio de domicilio, con o sin el permiso del no 
custodio en casos extremos. 

Para ello vamos a plantear los siguientes escenarios: 

La modificación del domicilio de los hijos representa 
una cuestión de suma importancia que incide directamente 
en el ejercicio de la patria potestad. Por ello, dicha decisión 
debe ser tomada conjuntamente por ambos progenitores, en un 
marco de acuerdo mutuo. En caso de surgir discrepancias, será 
indispensable obtener la autorización judicial correspondiente. 

La tenencia de los hijos otorga la capacidad de tomar 
decisiones sobre asuntos cotidianos o de menor importancia. 
Sin embargo, las decisiones trascendentales para la vida y el 
desarrollo de los menores deben ser tomadas conjuntamente por 
ambos progenitores, dado que ambos ostentan la patria potestad. 

En caso de que el progenitor custodio desee cambiar de 
residencia, deberá seguir el siguiente procedimiento: 


1. Notificar al otro progenitor sobre la intención de cambio 
de residencia, exponiendo los motivos que lo justifican. 

2. Solicitar el consentimiento del otro progenitor. Este 
puede ser explícito o implícito. Se considerará implícito 
s1 el progenitor no custodio no se opone expresamente 
al cambio, no realiza acciones para impedirlo o actúa de 
manera que denote su aprobación, como participar en la 
mudanza o recoger al menor en la nueva residencia. 
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3. Solicitar autorización judicial en caso de no obtenerse 
el consentimiento. Ante el desacuerdo entre los 
progenitores, será necesario acudir a un juez. El conflicto 
de intereses requerirá la intervención del agente del 
ministerio público y la procuraduría de protección de 
niñas, niños y adolescentes, siguiendo los mecanismos 
establecidos en la ley general de los derechos de niñas, 
niños y adolescentes, contemplados en el artículo 3% 
del código procesal civil, que establece tres formas 
de intervención: la representación originaria, la 
representación coadyuvante y la suplencia. 


Lo anterior trae aparejadas tres circunstancias: Primero: la 
representación originaria corresponde a quienes ejercen la patria 
potestad o tutela; seguidamente, la representación coadyuvante 
implica el acompañamiento de los menores en procedimientos 
administrativos y jurisdiccionales, a cargo de las procuradurías 
de protección; y por último, la representación supletoria quedará 
asignada a la procuraduría correspondiente. 

El cambio de domicilio del menor no debe entenderse de 
manera trivial, ya que afecta el derecho de visitas del progenitor 
no custodio, especialmente si el traslado es a otra ciudad. Esto 
requiere establecer un nuevo régimen de visitas que preserve 
y fortalezca el vínculo parental, adaptándose a las nuevas 
circunstancias. 

En caso de no llegar a un acuerdo sobre el nuevo régimen 
de visitas, será necesario iniciar un procedimiento oral ordinario 
de modificación para ajustar las condiciones establecidas en la 
sentencia, atendiendo a las nuevas circunstancias. 
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Las soluciones variarán según cada caso, pudiendo incluir la 
ampliación del tiempo de estancia con el progenitor no custodio 
durante vacaciones escolares, ajustar los fines de semana de 
visita, o reemplazar las visitas semanales por encuentros durante 
puentes o vacaciones escolares, siempre buscando salvaguardar 
las relaciones paterno-filiales. 

Es definitivo analizar detalladamente el contexto familiar 
para determinar el interés superior del menor, satisfaciendo sus 
necesidades materiales básicas y adaptando las decisiones a las 
circunstancias personales y familiares. El interés del menor, por 
su naturaleza indeterminada, requiere una evaluación cuidadosa 
de los hechos y circunstancias que lo rodean, reconociendo que 
puede variar según el contexto personal y familiar. 

Por lo anterior, es claro que el derecho positivo no puede 
precisar con exactitud los límites del interés superior del menor 
para cada supuesto de hecho planteado. Son los tribunales quienes 
han de determinarlo moviéndose en esa “zona intermedia”, 
haciendo uso de valores o criterios racionales. En este sentido, es 
posible señalar como criterios relevantes para la determinación 
en concreto del interés del menor en todos aquellos casos en 
que esté de por medio la situación familiar de un menor, los 
siguientes: a) se deben satisfacer, por el medio más idóneo, las 
necesidades materiales básicas o vitales del menor, y las de tipo 
espiritual, afectivas y educacionales; b) se deberá atender a los 
deseos, sentimientos y opiniones del menor, siempre que sean 
compatibles con lo anterior e interpretados de acuerdo con su 
personal madurez o discernimiento; y c) se debe mantener, si es 
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posible, el statu quo material y espiritual del menor y atender a 
la incidencia que toda alteración del mismo pueda tener en su 
personalidad y para su futuro.* 

Asimismo, es necesario advertir que para valorar el interés 
del menor, muchas veces se impone un estudio comparativo y 
en ocasiones beligerante entre varios intereses en conflicto, por 
lo que el juez tendrá que examinar las circunstancias específicas 
de cada caso para poder llegar a una solución estable, justa y 
equitativa especialmente para el menor, cuyos intereses deben 
primar frente a los demás que puedan entrar en juego, procurando 
la concordancia e interpretación de las normas jurídicas en la 
línea de favorecer al menor, principio consagrado en el artículo 
4” de la constitución política de los Estados Unidos Mexicanos. 

De conformidad con lo expuesto, el interés superior del 
menor emerge como un pilar interpretativo esencial en el ámbito 
jurídico, obligando al juzgador a considerar, al momento de dictar 
sus fallos, diversos factores que le permitan definir con claridad el 
espectro de protección necesario. Entre estos factores se incluyen 
la opinión del menor, sus necesidades físicas, emocionales y 
educativas; el impacto que podría tener sobre él un cambio de 
circunstancias; su edad, género y personalidad; así como las 
adversidades que ha enfrentado o podría enfrentar. Es crucial 
que cualquier perjuicio contra el menor haya sido debidamente 
impugnado mediante los recursos de defensa ordinarios o 
extraordinarios disponibles. 

El principio del interés superior del menor debe guiar todas las 
acciones del Estado que, de manera directa o indirecta, involucren 
a los niños y adolescentes. Esto implica que la protección de sus 
8 Décima Época. Registro digital: 2006593. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a./J. 


44/2014 (10a.). Materia(s): Constitucional. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 7, Junio de 2014, Tomo l, página 270. 
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derechos se ejecute mediante medidas específicas y reforzadas, 
lo que a su vez conlleva a la participación multidisciplinaria de 
distintas áreas e instituciones en esta labor de salvaguarda. 

Una de las repercusiones adversas de un cambio drástico 
en la guarda y custodia es la restricción de la convivencia con 
el progenitor que no detenta la custodia. En este contexto, se 
reconoce que los padres sin custodia tienen el derecho de visitar 
y convivir con sus hijos, derivado de la patria potestad. Sin 
embargo, este derecho de convivencia es, ante todo, un derecho 
de los menores, estableciendo un deber correlativo para el 
progenitor no custodio. 

Desde esta óptica, los progenitores sin custodia no solo 
poseen el derecho, sino también la obligación de mantener un 
vínculo con sus hijos, en cumplimiento del derecho humano 
fundamental de los menores a la convivencia familiar. 

Ante la complejidad que supone la convivencia de un menor 
con sus progenitores, especialmente cuando uno de ellos no 
convive con el menor, es primordial salvaguardar el derecho de 
los hijos a mantener una relación con el progenitor no custodio. No 
obstante, este derecho puede generar tensiones con el progenitor 
custodio, particularmente si este último necesita reubicarse a 
una distancia considerable del otro progenitor, planteando así un 
desafío en la armonización de los derechos en juego. 

Tal circunstancia puede complicar, e incluso impedir, 
las convivencias regulares y bajo las condiciones óptimas para 
el pleno ejercicio de este derecho, tal como se ha mencionado 
anteriormente. Factores como la distancia, las dificultades en 
las comunicaciones, el acceso a medios de contacto, así como 
el impacto físico y económico de los traslados, son elementos a 
considerar. 
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Ante esto, es imperativo que el Juez adopte las medidas 
necesarias para garantizar el ejercicio efectivo de ambos 
derechos. Esto podría incluir la combinación de convivencias 
físicas con formas de comunicación a distancia, mediante 
herramientas accesibles para ambas partes, como el teléfono, 
correo electrónico, entre otros. 

Sin embargo, en situaciones donde la conciliación entre 
estos derechos no sea viable, ya sea por la dificultad de acceso a 
medios que permitan la convivencia, el costo físico o económico 
que represente para las partes, la falta de garantía de un ejercicio 
efectivo del derecho, o cuando exista el riesgo de que el derecho 
de convivencia del menor no se ejerza adecuadamente (por 
ejemplo, si el progenitor custodio se muestra renuente a facilitar 
las convivencias sin una justificación válida), la decisión debe 
priorizar el derecho del niño. La libertad del progenitor custodio 
de elegir su lugar de residencia no debe suprimir los derechos 
del menor, quienes merecen una protección especial frente a los 
adultos de su entorno familiar. 

Por lo tanto, se ha establecido como principio que los 
progenitores custodios no tienen la facultad de modificar el 
domicilio del menor sin previa autorización judicial, en aquellos 
casos donde se haya dictaminado judicialmente el lugar de 
residencia para el ejercicio de la guarda y custodia, o cuando 
exista un acuerdo explícito entre los progenitores al respecto. 

En consecuencia, el cambio de domicilio del menor no 
puede realizarse unilateralmente bajo ninguna circunstancia. 
Sin embargo, se reconoce que el progenitor custodio tiene la 
libertad de cambiar su domicilio y el del menor siempre y cuando 
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no exista una sentencia judicial o un acuerdo que establezca lo 
contrario, salvo en situaciones donde uno de los progenitores esté 
ausente. 

Así, el progenitor a cargo de la guarda y custodia no puede 
tomar la decisión de cambiar el lugar de residencia del hijo 
común sin el consenso del otro progenitor o, en su defecto, sin 
la autorización judicial. Esto es especialmente relevante cuando 
el otro progenitor está ausente, ya que en tales circunstancias, 
sería más oneroso realizar notificaciones por edictos que obtener 
la autorización del juez sin la participación del progenitor no 
custodio, siempre priorizando el interés superior del menor frente 
a la garantía de audiencia del progenitor que ha abandonado sus 
deberes. 

Cuando la libertad de circulación y residencia del progenitor 
custodio entra en conflicto con el derecho del menor a mantener 
visitas y convivencias, se establece que este último derecho 
constituye un límite legítimo, respaldado por los artículos 1? y 4? 
de la Constitución Federal. 

Por otro lado, el derecho de un progenitor custodio a decidir 
sobre su residencia puede ser restringido válidamente para 
garantizar el derecho del menor a convivir con el progenitor no 
custodio. Esto subraya la importancia de considerar el interés 
superior del menor al definir el alcance del derecho a las visitas 
y convivencias, y la dificultad de establecer normas demasiado 
abstractas o generales sobre este derecho. 

Es notable recordar que tener la guarda y custodia no otorga 
el derecho absoluto de determinar el domicilio del menor, ya 
que el otro progenitor, en pleno ejercicio de la patria potestad, 
mantiene tanto el derecho como la obligación de contribuir al 
desarrollo integral del menor y de mantener un vínculo afectivo 
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y efectivo, lo cual sería imposible si el menor es trasladado a un 
lugar distante sin su consentimiento o sin acuerdos previos sobre 
las condiciones de convivencia y visitas. 

Este análisis clarifica la relevancia jurídica de cambiar 
el domicilio habitual del menor, permitiendo aplicar medidas 
efectivas que aseguren la estabilidad del menor en su entorno 
familiar, social, académico y cultural. 

Es fundamental involucrar a la representación social 
adscrita, conforme al artículo 795 del código procesal civil, y 
a la procuraduría de protección de niñas, niños y adolescentes, 
como lo estipula el artículo 3 de la ley adjetiva civil, para que, en 
colaboración con el juez y siguiendo el principio de colaboración 
del artículo 775 del mismo código, se supervise adecuadamente 
este proceso de cambio de domicilio o se impida, si es necesario. 

Además, la participación de una trabajadora social para 
evaluar el entorno social y, dependiendo de la edad del menor, 
permitir que sea escuchado ante la autoridad, respeta su dignidad 
humana y facilita una decisión que beneficie su desarrollo 
emocional y físico, así como la protección de sus derechos. 

En el caso de solicitar un permiso temporal para salir del país 
por motivos culturales, deportivos, médicos o de recreación, se 
debe completar un formato de salida de menores expedido por el 
instituto nacional de migración. este documento permite que los 
menores, sean mexicanos o extranjeros con residencia temporal, 
viajen al extranjero solos o acompañados por un adulto, evitando 
así su extracción ilegal del país. 

Para mayor información, se debe ingresar a la página del 
instituto nacional de inmigración, en concreto, al siguiente 
enlace: https://www.gob.mx/inm/acciones-y-programas/formato- 
de-salida-de-menores. 
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Complementando lo expuesto anteriormente, es importante 
destacar que cualquier medida relacionada con la protección de 
los derechos de los menores de edad se encuentra plenamente 
justificada. Esto se debe a que el juez tiene la facultad de 
requerir información detallada sobre el viaje, incluyendo el 
itinerario, los boletos de ida y vuelta, la dirección donde el 
menor se hospedará, así como el nombre y domicilio de las 
personas con quienes convivirá. Además, el juez puede imponer 
sanciones que van desde multas económicas hasta la apertura 
de una investigación por el delito de desacato a una orden 
judicial. Este conjunto de acciones, sumado a la intervención 
de la procuraduría de protección de niñas, niños y adolescentes 
mediante la representación originaria, garantiza eficazmente el 
retorno del menor a su domicilio habitual o, en su caso, el cambio 
de domicilio, siempre velando por los derechos del menor como 
titular de derechos humanos. 

La relevancia de este tema radica no solo en que el domicilio 
afecta directamente el derecho a las visitas y convivencias, sino 
también en que, cuando los padres no custodios mantienen la 
patria potestad, tienen el derecho a participar en las decisiones 
que conciernen al menor. Por lo tanto, el progenitor que posee 
la guarda y custodia no puede unilateralmente decidir el lugar 
de residencia del hijo común. Esta decisión debe ser tomada de 
manera consensuada con el padre no custodio o, en su defecto, 
contar con la autorización judicial correspondiente. 
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Conclusión 


uando consideré escribir sobre este tema, me pude dar 

cuenta de la inmensidad de variables con la que me iba 

a encontrar. Hablar de este tema en el breve documento 
aquí presentado es demasiado acotado ante las posibilidades y 
variantes que representa el tema. No obstante, lo más enriquecedor 
es conocer y estudiar al niño con la familia que tenemos en frente 
en ese momento, no lo que quisiéramos ver o lo que dicen las 
redes sociales; sino el contexto familiar y social que estamos 
analizando. Este análisis pormenorizado del niño, del yo y mi 
circunstancia, es lo que puede traer aparejado el mayor beneficio 
o el mal menor, si cabe la expresión. 

Lo anterior surge con base en el razonamiento ideal de que 
quienes ejercen la patria potestad de niñas, niños y adolescentes, 
deben cuidarlos y atenderlos; protegerlos contra toda forma de 
abuso; tratarlos con respeto a su dignidad y orientarlos, a fin de 
que conozcan sus derechos, aprendan a defenderlos y a respetar 
los de otras personas. 

Sin embargo, en la práctica no siempre se cumplen los 
fines que se transcriben, por lo que el juez, en cuanto tenga 
conocimiento del asunto, tomará las medidas necesarias para 
la protección del menor. Este actuar conlleva necesariamente 
una gran responsabilidad, y es por ello que la sensibilización 
del juzgador al momento de tomar las decisiones que estime 
oportunas debe de ser lo suficientemente amplia para incentivar 
el sano desarrollo del menor. 

La constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en su artículo 4” establece como valor fundamental el derecho 
de los menores a que se provea lo necesario para propiciar la 
manutención de su dignidad, así como asegurar a los niños y 
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adolescentes la protección y ejercicio de sus derechos. Como 
contrapartida, se obliga al estado y a los detentores de la patria 
potestad a tomar las medidas necesarias para el bienestar de los 
menores, teniéndose como su consideración primordial atender 
al principio de interés superior del menor, y que además ese 
principio es, y debe de ser, el elemento interpretativo fundamental 
al momento de resolver. 
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La evolución del pensamiento jurídico 
penal en Bolivia. Revisión de la 
bibliografía jurídico-penal boliviana en 
cincuenta años de vigencia del código 
penal (1972 — 2022)' 


Resumen: El derecho penal boliviano se ha forjado a través del tiempo gracias a la 
contribución de grandes pensadores y juristas bolivianos que, en su loable labor de 
enseñanza, y por medio de sus estudios e investigaciones publicadas en el país, han 
trazado las bases teóricas para su evolución y desarrollo actual. Por ello, es importante 
poner de relieve el invaluable aporte doctrinal, normativo y reflexivo de los más destacados 
penalistas bolivianos, tales como Huáscar Cajías Kauffman, Benjamín Miguel Harb, Manuel 
Durán Padilla, Hugo Cesar Cadima, José Medrano Ossio, Manuel José Justiniano, Raúl 
Calvimontes Nuñez del Prado, Fernando Villamor Lucía, y Nicolás Cusicanqui Morales, 
como un homenaje póstumo a su gran labor académica. 


Palabras clave: código penal, derecho penal, Pena de muerte, Teoría del delito. 


Abstract: Bolivian criminal law has been forged over time thanks to the contribution of great 
Bolivian thinkers and jurists who, in their laudable teaching work, and through their studies 
and research published in the country, have laid out the theoretical bases for its evolution 
and current development. Therefore, it is important to highlight the invaluable doctrinal, 
normative and reflective contribution of the most prominent Bolivian penal experts, such 
as Huáscar Cajías Kauffman, Benjamín Miguel Harb, Manuel Durán Padilla, Hugo Cesar 


1 Una versión preliminar de este breve trabajo de revisión bibliográfica de la doctrina 
penal boliviana, fue incluido en el Libro colectivo de: CUSI ALANOCA, José Luis 
(Coord.). Panorama Internacional sobre Justicia penal. Una aproximación desde 
el lenguaje convencional y constitucional. Colombia: Ediciones Nueva Jurídica, 
2020. Para esta edición boliviana, se presenta una versión levemente ampliada 
con referencias legislativas y algunos nuevos datos biográficos, que al haber sido 
recientemente publicados, resultan útiles para la investigación realizada. 
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Cadima, José Medrano Ossio, Manuel José Justiniano, Raúl Calvimontes Nuñez del Prado, 
Fernando Villamor Lucía, and Nicolás Cusicanqui Morales, as a posthumous tribute to their 
great academic work. 


Keywords: penal code, criminal law, Death penalty, Theory of crime. 


I.- Los precursores de los estudios penales en Bolivia durante 
el siglo XX 


ecía el célebre profesor de la Universidad Mayor de 

San Andrés de la ciudad de La Paz (UMSA) y notable 

criminólogo boliviano, Dr. Huáscar Cajías Kauffman(t) — 
en sus viejos Apuntes de derecho penal boliviano (1966) escritos 
en comunión con el profesor Benjamín Miguel Harb— que esta 
rama del saber ha sido expuesta en diversas obras, siendo la 
primera de ellas, las Nociones de derecho penal (La Paz, 1888) 
escrito por el entonces ministro de gobierno don Luis Paz”; obra 
de finales del siglo XIX que, hasta ese tiempo, únicamente trataba 
de la parte general. 


2 “Uno de sus grandes compañeros en la cátedra de derecho penal fue Benjamín Miguel 
Harb. Durante el tiempo en que estuvo exiliado en Caracas tuvimos oportunidad de 
recordar mucho de esos tiempos. Benjamín lo que más lamentaba era que, por su 
exilio, él, Cajías y el doctor Walter Flores Torrico no hubieran completado (en los 
años 70) de escribir los tres tomos de derecho penal que se propusieron. (Creo 
que solo se publicó el primer tomo)” Maldonado, Hernán: Huáscar Cajías, excelso 
catedrático, en Huáscar Cajías Kauffmann. Un hombre multifacético. Centro de 
Investigación Boliviano de Estudios Sociales y de la Comunicación (CIBESCOM). 
Departamento de Comunicación Social, Universidad Católica Boliviana San Pablo, 
Sede La Paz. Plural Ed. 2021 La Paz, Bolivia. p. 155. 


3 El Dr. Luis Paz, fue un esclarecido hombre público, que prestó relevantes servicios 
al país como político, historiador y presidente de la Excma. Corte Suprema de 
Justicia (1920). En aquella época, y durante la última administración del partido 
Liberal, oficialistas y opositores convinieron que la renovación del personal de 
la mencionada Corte, para el período 1920 a 1930, se hiciera designando a 
connotados jurisconsultos que fuesen garantía de observancia estricta de las leyes 
en la plenitud del orden jurídico; en ese contexto, el Poder Legislativo designó como 
vocales del supremo Tribunal, a los doctores Luis Paz, Fidel Valdez, Manuel María 
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En efecto, en aquel breve opúsculo se analizaban diversos 
temas muy elementales, tales como el origen del derecho de penar, 
el análisis del crimen, imputabilidad, causas de justificación, 
circunstancias disminuyentes y agravantes, generación del 
delito, tentativa y crimen frustrado, delitos públicos y privados, 
cualidades de las penas, examen de la pena de muerte y la 
inviolabilidad de la vida humana, el derecho de gracia, indulto, 
amnistía, conmutación y rebaja de penas, y, finalmente, la 
prescripción en materia criminal. 

Posteriormente, se tiene noticia que al comienzo del siglo 
XX, el renombrado jurista don Bautista Saavedra, escribió 
un breve compendio de criminología, en su libro titulado Los 
origenes del derecho penal y su historia (La Paz, 1901). 

Así, también el notable penalista boliviano, profesor Manuel 
Durán Padilla (f), catedrático de la Universidad Mayor, Real 
y Pontificia de San Francisco Xavier de Chuquisaca, tenía una 
bibliografía amplia y sumamente sólida sobre la materia, entre 
cuyas publicaciones se destacan: Antecedentes históricos de la 
legislación penal boliviana (1941), La reforma penal en Bolivia 
(1946), Apuntes de derecho penal (apuntes de las lecciones 


Cosío, José María Linares, Daniel Sánchez Bustamante, Ángel Sandoval y Demetrio 
Toro, quienes en su primera sesión (4 de febrero de 1920) nombraron a Luis Paz, 
presidente de la Corte “reconociendo y consagrando una vez más sus indiscutibles 
merecimientos”, a decir de uno de sus ministros. Para don Luis concluía la agitada 
vida política y se abría un nuevo capítulo, el del Magistrado revestido de autoridad 
judicial, y así transcurrieron ocho años -hasta el día de su muerte- en que estuvo el 
doctor Paz presidiendo el Poder Judicial (Trigo Paz, Heriberto. Los Paz y el Dogma 
Socialista. Talleres del Banco Central de Bolivia. Graficolor S.R.L. 2? edición. La 
Paz, Bolivia. 1992. pp. 178-180). Ante su sensible fallecimiento, se emitió la Ley 
de 6 de octubre de 1928, por la cual se declaró duelo de tres días en la República, 
para tributarle los honores de Capitán General, de acuerdo con las ordenanzas 
militares; asimismo, el Poder Ejecutivo estaba encargado de dictar las disposiciones 
convenientes para las solemnes honras fúnebres que se tributarían al ilustre extinto. 
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que dictaba en la Universidad, y que fueron recopilados por su 
alumno Aquiles Echenique, en 1958), y Estudios y comentarios 
críticos de jurisprudencia en materia penal (1968). 

A su vez, el autor boliviano José Valdivieso, profesor de 
las universidades de La Paz y Cochabamba, publicó también un 
breve libro sobre la Libertad condicional (1941) y otros varios 
estudios en revistas jurídicas especializadas. 

Por su parte, el profesor Hugo Cesar Cadima(t), catedrático 
de la Universidad Técnica de Oruro, escribió sobre el Código 
penal de Bolivia (1957) con útiles anotaciones de la doctrina 
y jurisprudencia existente en su tiempo; así como una obra 
introductoria sobre Derecho penal (1962), en un primer tomo 
cuya continuación lamentablemente quedó inconclusa. 

De igual manera, el profesor José Medrano Ossio, catedrático 
de la Universidad Autónoma Tomas Frías de Potosí, tenía en su 
haber varios trabajos publicados en revistas especializadas de 
su época, así como diversos folletos escritos sobre la materia, 
siendo destacable que gran parte de su trabajo investigativo, fuera 
condensado en dos enormes obras principales: Derecho penal. 
Sus bases reales, su actualidad (1951), y Derecho penal aplicado 
(1960), que se constituye en la primera obra, directamente 
redactada por el mismo autor, en la cual se realiza una exposición 
completa y exhaustiva del derecho penal boliviano del siglo XX. 

Por su parte, el ilustre profesor de la Universidad Mayor de 
San Andrés de la ciudad de La Paz, Dr. Huáscar Cajías Kauffman, 
tenía escritos diversos artículos que, como criminólogo boliviano, 
publicaba en la revista de derecho de aquella universidad, sobre 
la rama de su especialidad, destacándose entre sus principales 
investigaciones publicadas las siguientes: El alcoholismo ante 
las ciencias penales (1953); Criminología (2 tomos, con varias 
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ediciones y reimpresiones desde 1955); Los establecimientos 
penales y correccionales abiertos y la realidad boliviana (1953); 
La condena condicional (1963); Elementos de penología (1990). 
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M.- La criminología que enseñaba el profesor Huáscar Cajías 
durante el siglo XX 


egún el profesor Cajías, la palabra delito no es unívoca. 


“(...) Sirve para designar aspectos relacionados, pero 
distintos y que no deben confundirse, de la misma 
realidad. Por una parte, llamamos delito a una figura 
jurídica definida por la ley, un decreto o la costumbre. 
En este sentido, hablamos de las notas que caracterizan 
al delito de robo, homicidio, conspiración, etc. 
Pero también llamamos delito a un hecho concreto, 
perteneciente al mundo de la realidad, a un fenómeno 
que surge por acción de causas naturales, que operan 
con independencia de las normas jurídicas. Entonces, 
nos referimos a este robo, a aquel homicidio, concretos 


a 


Explica, entonces, cómo el delito aparece con diferentes 
manifestaciones a lo largo de la historia de las sociedades y es 
tratado por ellas según sus propias visiones, es decir, definir el 
delito tiene que ver con lo que establece el derecho de cada país 
y así podrá determinarse “(...) cuál persona es delincuente y 
cuál conducta es delictiva (...)”. Luego, Cajías delimita distintas 
perspectivas en el estudio del delito: 


“(...) La Criminología estudia el lado naturalístico, 
fenoménico del delito. El derecho penal se ocupa 
preferentemente del lado valorativo, axiológico. Ambos 
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aspectos, aunque diferentes, son complementarios. Hoy 
no es posible operar en un campo prescindiendo del 
otro. Las influencias son mutuas e inevitables (...).” 


Cabe advertir, sin embargo, que la noción del delito que el 
criminólogo maneja no es la misma que aquella con que opera el 
juez. Este se atiene a definiciones estrictas, de las que no puede 
salirse; está sometido a la norma vigente con sus limitaciones 
de tiempo y espacio. El criminólogo no se halla sometido a 
las determinaciones normativas sino de modo general; no se 
atiene sólo a definiciones legales, sino también a las que dan 
sociólogos y moralistas. Por ejemplo, si en un país la prostitución 
no es delito, el juez no puede sancionarla; pero el criminólogo 
la estudiará siempre, como se advertirá al leer cualquier texto 
de la materia. La legislación penal tiene generalmente vigencia 
limitada a un país. 

La criminología, precisamente por su carácter 
predominantemente naturalístico, tiene alcances más amplios. 
Por eso, los estudios y conclusiones de un país pueden servir 
en otro, si hay condiciones análogas; por eso, las variaciones 
legislativas suelen tener consecuencias sólo relativas en el campo 
criminológico. 

Desde esta perspectiva, define a la criminología como 
“(...) la ciencia que estudia las causas del delito como fenómeno 
individual y social (...).” La multiplicidad de causas y relaciones 
del delito, su carácter individual y colectivo, sus relaciones con el 
contexto concreto en el que tiene lugar, entre otros rasgos, llevan 
claramente, para él, a la necesidad del carácter multidisciplinario 
en el estudio de la criminología, ya que “(...) incluye campos que 
tocan a otras ciencias (...).” 
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En esta línea de reflexión más actual, fue muy importante 
su aporte para introducir el análisis sobre una nueva rama de 
la criminología, poco estudiada en Bolivia todavía, como es la 
victimología, es decir: 


“(...) Conocer a la víctima nos llevará a analizarla 
desde el punto de vista biológico, social y psíquico: 
como a cualquier persona, inclusive el criminal. Pero 
ese es el estudio de la víctima en cuanto a persona; 
en Criminología debemos encararla como causa del 
delito. Entonces, concluiremos que la victimología 
tiene que estudiarse en Sociología Criminal ya que la 
víctima es, como dice von Hentig, un elemento del 
mundo circundante. Las causas que de ella provienen 
son parte del ambiente en que el criminal se halla. Son 
estímulos externos que actúan sobre él (...).”* 


4 Citado por Cajías de la Vega, Beatriz: Huáscar Cajías Kauffmann, un profesional 
jurista, en Huáscar Cajías Kauffmann. Un hombre multifacético. Centro de 
Investigación Boliviano de Estudios Sociales y de la Comunicación (CIBESCOM). 
Departamento de Comunicación Social, Universidad Católica Boliviana San Pablo, 
Sede La Paz. Plural Ed. 2021 La Paz, Bolivia. pp. 26-27. 


223 
Julio-Septiembre 2024 | Año 6 | No. 2 


| > 3 
| SE AN ; 
Ñ ns : PERRA 


Gaceta Judicial 


TIL- El anteproyecto de código penal de 1964 en Bolivia 


de la época, cabe hacer referencia también al avance de los 
proyectos legislativos, y a la aparición de nuevos estudios 
jurídico-penales en el contexto nacional. 
Así, se destaca que mediante decreto supremo N* 06038 de 
23 de marzo de 1962, el entonces poder ejecutivo dirigido por 
el Dr. Víctor Paz Estenssoro, dispuso la creación de comisiones 
codificadoras con la finalidad de redactar anteproyectos de las 
principales leyes del país, entre ellas el código penal. 


C on el propósito de darle una mirada al panorama normativo 
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Fue así que la comisión codificadora del anteproyecto de 
código penal (concluido y presentado en el año 1964), estuvo 
compuesta por los doctores: Manuel Durán Padilla (Presidente 
de la comisión), Hugo Cesar Cadima (Secretario), Manuel José 
Justiniano y Raúl Calvimontes Nuñez del Prado, todos ellos 
juristas bolivianos e investigadores notables de aquella época. 
Dicho Anteproyecto pasó a conocimiento de una Comisión 
revisora a cargo de los jurisconsultos José Medrano Ossio, Luis 
Felipe Guzmán y N. Iñiguez; sin embargo, no fue considerado 
por los miembros del entonces poder legislativo, motivo por el 
cual no pudo ser aprobado por esa instancia. 

El referido anteproyecto se destacaba por tener una 
contextura moderna, de lenguaje sencillo, con nomen juris en 
cada uno de sus artículos, y estaba dividido en dos libros: El libro 
primero se refiere a la parte general, con siete títulos; el libro 
segundo se refiere a la parte especial de los delitos, con doce 
títulos, conteniendo un total de 365 artículos. 

La parte general estaba distribuida en siete títulos; la 
ley penal, el delito y el delincuente, las penas, las medidas de 
seguridad, la responsabilidad civil y la caja de reparaciones, 
la rehabilitación y la extinción de la acción penal y de la pena. 
Algunos de estos títulos se dividían en capítulos. Además 
de haberse mejorado la sistemática de esta parte, se había 
incluido un título nuevo relativo a la ley penal, de acuerdo a las 
recomendaciones de la primera conferencia internacional para la 
unificación del derecho penal, celebrada en Varsovia en 1927. 

La parte especial se hallaba distribuida en doce títulos y 
uno final destinado a disposiciones transitorias. Conforme a la 
tradición del código vigente en ese entonces, y no encontrando 
motivo fundamental para variar la ordenación de los títulos que 
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el mismo adopta, se comenzaba por regular los delitos contra el 
Estado, para tratar después de los delitos contra las personas y los 
bienes jurídicos a éstas concernientes. 


s 
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IV.- La aprobación del código penal en 1972 


osteriormente, durante el gobierno de facto del entonces 

Cnl. Hugo Banzer Suárez, en el año 1971, se conformó 

una comisión coordinadora de códigos, integrada por los 
juristas: Walter Morales, Rene Baldivieso Guzmán, Enrique 
Oblitas Poblete, Modesto Burgoa y José Pardo Gamarra, quienes 
revisaron el proyecto formulado en 1964, introduciendo algunas 
modificaciones para adaptar el texto a las exigencias del gobierno 
dictatorial. 

Al año siguiente, mediante decreto-ley N* 10426 de 23 
de Agosto de 1972, fue aprobado y promulgado como Ley de 
la República, el código penal, con sus dos libros (el primero 
trata de la parte general, y el segundo de la parte especial) y 
365 artículos; mismo que —puesto en vigencia a partir del 6 de 
agosto de 1973— todavía contemplaba en su normativa (artículo 
26) la pena de muerte, limitada en su aplicación a los delitos de 
traición, sometimiento total o parcial de la nación al dominio 
extranjero, asesinato y parricidio (artículos 109, 110, 252 y 253), 
ello en plena y absoluta contradicción con la constitución vigente 
de entonces (es decir, la de 1967)? que había derogado la pena 
capital, y sustituido por la de 30 años de presidio. 


5 Acerca de la vigencia de la pena de muerte en Bolivia, durante mi época 
universitaria tuve la oportunidad de escribir una monografía jurídica que fue 
aprobada y recomendada por mi entonces catedrático de derecho penal, Dr. Nicolás 
Cusicanqui Morales, habiendo sido difundida inicialmente en versión digital el año 
2007. Posteriormente, fue corregida y ampliada con bastante información doctrinal 
y legislativa sobre la materia, para luego ser difundida ampliamente en internet 
bajo el título: “La Pena de Muerte en la Legislación Boliviana. Evolución histórico- 
normativa y su proyección internacional”, la cual está disponible en https://www. 
pensamientopenal.com.ar/doctrina/37113-pena-muerte-legislacion-boliviana. 
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En resumen, si bien el código penal aprobado en 1972 
conserva las características del anteproyecto de 1964, en su 
aplicación se notaban algunos vacíos. Sin embargo, contiene 
algunas nuevas figuras penales, especialmente en lo referido 
a los delitos económicos, delitos contra la familia, asimismo 
introduce las medidas de seguridad, la caja de reparaciones, la 
libertad condicional, la suspensión condicional de la pena y el 
perdón judicial.* 


6 Esta obra de indispensable consulta para todas las generaciones de abogados 
que tuvimos la fortuna de encontrarla y aprender de ella los fundamentos de esta 
disciplina jurídica, llegó a su sexta edición en el año 1998 (y diez años más tarde, se 
produciría el lamentable fallecimiento de su autor). Miguel Harb, Benjamín: Derecho 
Penal. Parte General. T. |. Editorial Juventud. La Paz, Bolivia. 1987. pp. 56-57. 
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V.- La creación de la sociedad boliviana de ciencias penales 


quí cabe hacer un paréntesis, para destacar la creación de 

la sociedad boliviana de ciencias penales (28 de octubre 

de 1977), que tenía entre sus miembros fundadores 
a los profesores anteriormente citados, quienes junto a otros 
especialistas bolivianos de distintas ramas, perseguían como 
objetivos esenciales: 


“(...) congregar a profesionales de diversas 
especialidades, penalistas, criminólogos, psicólogos, 
psiquiatras, sociólogos,  etc., para efectuar 
investigaciones interdisciplinarias, de manera que, los 
planes de prevención y defensa social sean integrantes 
en la planificación del desarrollo nacional; servir de 
tribuna para la exposición de trabajo de investigación; 
editar revistas especializadas y publicaciones 
periódicas; efectuar reuniones, jornadas y congresos 
regionales, nacionales e internacionales para estimular 
el estudio y desarrollo de las Ciencias penales; lograr un 
mayor acercamiento intelectual entre todas las personas 
dedicadas al cultivo de las Ciencias penales y metodizar 
sus esfuerzos para promover las investigaciones 
y publicaciones científicas en estas disciplinas; 
mantener relaciones con otras entidades similares o 
afines, nacionales e internacionales para intercambiar 
informaciones, conclusiones e investigaciones; 
prestar colaboración, accesoria y asistencia a los entes 
públicos y privados que así lo requieran en orden a la 
prevención del delito y tratamiento del delincuente; la 
colaboración de cuantos trabajos o dictámenes sobre 
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materias penales y criminología le sean solicitados. 
La función de la Sociedad es la de realizar el estudio 
del ordenamiento jurídico penal y su modificación 
en sistema de prevención y de tratamiento fundado 
en la personalidad del delincuente y las relaciones de 
esta personalidad con las exigencias de la sociedad y 
la protección de los Derechos Humanos; y finalmente 
coadyuvar en la organización de institutos de derecho 
penal y Criminología adheridos a las Facultades de 
Ciencias de la Universidad Boliviana, con la doble 
función docente e investigadora (...).” 


Para cumplir dichos propósitos, la sociedad tenía organizadas 
secciones de derecho penal, de criminología y policía criminal; 
de derecho procesal penal; de penología y derecho penitenciario; 
de criminalística; de psicología, psiquiatría y medicina legal; de 
derecho administrativo y financiero y derecho penal de menores; 
todo ello con el noble propósito de estimular el estudio y 
desarrollo de las ciencias penales en el país”; metas trazadas que 
fueron cumplidas a lo largo de muchos años que estuvo vigente, 
organizando foros y seminarios internacionales, desarrollando así 
constantes actividades académicas en Bolivia. 


7 En las primeras ediciones de esta interesante Revista la primera en su género, 
en aquella época— se incluyeron importantes investigaciones y aportes de los 
más destacados penalistas bolivianos, encontrándose entre ellos los notables 
estudios del profesor Fernando Villamor Lucía, quien abordaba varias temáticas 
de su especialidad: “La influencia del pensamiento jurídico penal español en la 
legislación penal boliviana” (1978, trabajo que constituyó su tesis de ingreso a la 
sociedad boliviana de ciencias penales), “Las medidas de seguridad en el código 
penal Boliviano” (1979), “El estudio de la personalidad del delincuente: Un enfoque 
clínico criminológico” (1979), “El Cheque: su tratamiento jurídico penal” (1980), 
“Consideraciones sobre la teoría finalista del delito” (1988). Algunos años más tarde, 
estos y otros temas penales escritos por el autor en sus inicios, fueron compilados 
en su libro: Temas penales. La Paz, Bolivia: Editorial Popular. 1991. 
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VI.- La meritoria contribución de los profesores Benjamín 
Miguel Harb(+) y Fernando Villamor Lucía(?) 


facultad de derecho de La Paz, Dr. Benjamín Miguel 

Harb(t), a tiempo de presentar sus comentarios elaborados 
“(...) allende las fronteras de la patria (...)” (sic) sobre el código 
penal aprobado en 1973 —que por cierto fue una de las primeras 
obras dedicadas al estudio y análisis del citado código—, hacía 
una crítica referida a la vigencia de la pena de muerte en estos 
términos: 


E: meritorio jurista boliviano, y profesor emérito de la 


“(...) Este artículo en su primera parte entra en 
contradicción con la Constitución al establecer la pena 
de muerte para los delitos de parricidio, asesinato y 
traición a la patria, mientras que la Carta Magna en su 
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artículo 17 fija la pena de 30 años de presidio, la misma 
que debe primar en su aplicación por determinación 
del artículo 228 de la misma Constitución. (...) En 
el proyecto redactado en 1964 y que en el fondo es 
el actual código penal, sin que se haya hecho ningún 
aporte de importancia o significación, salvo algunas 
modificaciones para adaptarlo a las exigencias políticas 
del momento de su promulgación, las mismas que 
han venido a perjudicar el espíritu mismo del código 
y que creemos serán eliminadas cuando en el Poder 
Legislativo se trate de su convalidación como Ley de 
la República, ya que actualmente es sólo Decreto Ley 


(.)2 


Aquí, consideramos justo señalar que en esta materia, una de 
las obras de indispensable consulta para conocer y comprender la 
naturaleza jurídica de la ley penal en Bolivia, así como el alcance 
de los delitos sancionados por ella, siempre fue aquel clásico 
código penal boliviano (con sus reformas y leyes conexas), que 
desde los años 70”s venía publicando el notable penalista boliviano 
Dr. Benjamín Miguel Harb(y); obra que por su innegable utilidad 
llegó a una de sus últimas ediciones en pleno siglo XXI, siendo 
de consulta constante por la mayoría de los estudiantes de las 
universidades del país, y también por abogados en ejercicio de la 
profesión. Sin embargo, de un tiempo a esta parte, el texto había 
quedado desactualizado frente a las constantes reformas que se 
fueron insertando en el código, aspecto que no pudo remediarse a 
tiempo, ante el sensible fallecimiento de su autor, en el año 2008. 


8 Miguel Harb, Benjamín: Código penal Boliviano (comentado). La Paz, Bolivia. 1979. 
Editorial Los amigos del libro. pp. 33-34. 
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Otro de los notables penalistas bolivianos, fue sin duda el 
Dr. Fernando Villamor Lucía(t), quien destacó con su brillante 
Ópera prima y tesis doctoral sobre la Codificación penal en 
Bolivia (1977y, y a tiempo de brindarnos su análisis y comentario 
acerca de lo que se consideraba la prematura vigencia del 
código penal de 1972, sostenía firmemente que dicho código no 
respondía a la realidad nacional, y también hacía referencia a la 
falta de concordancia del mencionado cuerpo legal punitivo con 
la constitución política del estado y otras disposiciones legales 


9 La Codificación penal en Bolivia (Tesis Doctoral). Memoria para optar al grado 
de Doctor, presentada por Fernando Villamor Lucía, bajo la dirección del Dr. D. 
José María Rodriguez Devesa. Madrid, abril de 1976. Este formidable trabajo de 
investigación, ahora se encuentra disponible en el portal web de la Universidad 
Complutense de Madrid (España): https://eprints.ucm.es/54395/1/5327076865.pdf 
(consultado: enero de 2020). 
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vigentes en aquel tiempo, advirtiendo que se deberían coordinar 
algunas instituciones del referido código con materias reguladas 
por otros cuerpos legales. 


Este destacado profesor boliviano, que dedicó gran parte 
de sus estudios iniciales a la investigación de los antecedentes 
histórico-legislativos del código penal, escribió algunos 
comentarios sobre la vigencia de la pena de muerte en nuestra 
legislación, resultado de sus acuciosas y esmeradas indagaciones: 
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“(...) El artículo 26 del Anteproyecto de código 
penal de 1964 (que sirvió de base para la elaboración 
del código penal de 1972), no incluía en el catálogo 
de penas, la pena de muerte. (...) Los proyectistas 
del anteproyecto de 1964 excluyeron la pena capital 
acogiéndose al precepto constitucional (de 1961), en 
cambio, los miembros de la Comisión Coordinadora de 
códigos (designada en 1972) no se acogieron ni al texto 
constitucional ni al anteproyecto, al incluir en la lista 
de penas, la pena capital. La razón de esta inclusión 
creemos hallarla en el D.L. N*09980 de 5 de noviembre 
de 1971 (el cual ordenaba el restablecimiento de la pena 
de muerte para los delitos de asesinato, parricidio, y 
traición a la patria, además del terrorismo, el secuestro 
de personas y los actos de guerrilla) (...).”% 


Años más tarde, surgieron otros estudios mucho más 
actualizados para su tiempo, y estructurados especialmente para 
la enseñanza del derecho penal en Bolivia. 

Entre ellos, cabe destacar el invaluable aporte del profesor 
Benjamín Miguel Harb, catedrático emérito de la Universidad 
Mayor de San Andrés, quien a finales de la década de los años 
80”s, escribió su libro titulado Derecho penal, cuya primera 
edición data de 1987'', y que se encuentra notablemente basado 


10 Villamor Lucía, Fernando: La Codificación penal en Bolivia. La Paz, Bolivia: Editorial 
Popular. Recurso digital disponible en https://bit.ly/3N5MXtV 


11 Este libro boliviano, lleva el prólogo del Profesor Emérito de la Universidad Mayor de 
San Andrés, Dr. Walter Flores Torrico, quien con bastante acierto, se refiere al autor 
de la obra señalándolo como su brillante discípulo que culminó en eminente profesor 
del Derecho más científico y humano: el penal; para luego resaltar sus cualidades 
personales con la siguientes palabras: “Hombre de inquietudes multifacéticas, 
profesional de la Abogacía, digno de imitársele por su acrisolada honradez; 
investigador minucioso de la ciencia penalística, político activo, el profesor Miguel 
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en la estructura y orden temático del libro de derecho penal 
del profesor español Eugenio Cuello Calón (1951). Aquel 
texto, por su enorme utilidad y contenido didácticos, pronto se 
convirtió en libro de lectura indispensable para la enseñanza y 
aprendizaje de la materia durante la época de los años 90's en la 
facultad de derecho de la UMSA, llegando a su sexta y última 
edición actualizada en el año 1998 (incluyendo en su contenido 
una somera explicación sobre los alcances de la reforma penal 
boliviana de 1997)”, forjando eficazmente los conocimientos de 
muchas generaciones de profesionales abogados que se formaron 
en esa casa superior de estudios. 

En aquella obra —que por su gran utilidad para el estudio de 
la materia, fue objeto de varias ediciones en años posteriores—, el 
profesor Miguel consideraba al derecho penal de forma integral, 
como un “(...) conjunto de normas jurídicas que representan el 
poder punitivo del Estado, trabajan con el delito y el delincuente, 


ha superado en toda dimensión las dificultades de un medio de suyo inhospitalario, 
para los altos menesteres de la justicia penal y de la cultura jurídica; (...) Como 
antiguo profesor de derecho penal, Criminología y Antropología filosófica, cumplo 
con el deber de expresar, siguiendo un imperativo deontológico que, la obra en sí, 
me ofrece la oportunidad de recomendarla, como muestra de un producto maduro 
del ejercicio forense y de la práctica cotidiana de tipo académico”. 


12 En ese mismo año de la reforma penal boliviana, el profesor Fernando Villamor Lucía 
escribió su obra de Comentarios y adecuación a la reforma de las leyes penales, en 
donde expresaba su profunda preocupación sobre la coyuntura legislativa boliviana en aquel tiempo: 
“Lamentablemente, la exagerada prisa en la codificación ha hecho incurrir en una 
serie de lagunas y contradicciones en el legislador boliviano, porque si en Alemania 
la reforma ha durado más de cien años y en España más de 25 años, resulta 
inconcebible que en Bolivia el derecho penal sustantivo no haya tenido más de 15 
días de tiempo en su reforma”. Esta obra, lleva el prólogo del profesor Benjamín 
Miguel Harb, e incluye en su contenido un comentario a la Exposición de Motivos 
de la Reforma Parcial al código penal, así como sobre los principales artículos que 
fueron reformados en aquella época (Villamor Lucía, 1997). 
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fijan las penas y las medidas de seguridad, estableciendo 
la relación del delito (como presupuesto) y la pena (como 
consecuencia jurídica)(...).”** 

En aquella misma época de los años 90”s, también sobresale 
la publicación de los Apuntes de derecho penal (Parte general, 
1995; Parte especial, 1985), escritos por el profesor boliviano 
Fernando Villamor Lucía, como producto de su labor docente por 
más de una década, tanto en la Universidad Católica como en la 
Academia Nacional de Policías, dotando así a los alumnos de un 
texto-guía de invalorable contenido para su adecuada formación 
profesional, constituyendo a su vez un importante aporte a la 
bibliografía jurídico-penal boliviana. 

Cabe hacer notar que los libros de derecho penal escritos 
individualmente, tanto por el Catedrático de derecho penal de la 
UMSA, Dr. Benjamín Miguel Harb (Parte general, 1987; Parte 
especial, 1988); como también por el Catedrático de derecho penal 
de la Universidad Católica Boliviana, Dr. Fernando Villamor 
Lucía (Parte general, 1995; Parte especial, 1985), constituyeron 
manuales indispensables que guiaron por muchos años la 
enseñanza-aprendizaje de la materia en varias universidades del 
país. 


13 Cabe anotar que al presente, ha transcurrido más de una década desde su 
sensible fallecimiento en el año 2008. Un sentido homenaje póstumo de gratitud 
al profesor Benjamín Miguel Harb, puede encontrarse en las páginas iniciales del 
interesante libro del profesor Nicolás Cusicanqui Morales (2013). Cabe destacar 
que este libro -único en su género en nuestro país-, lleva el prólogo del penalista 
boliviano Dr. Fernando Villamor Lucía, quien no dudaba en afirmar que es un trabajo 
inédito y que reúne las condiciones científicas por el manejo de la bibliografía, la 
referencia a las fuentes históricas, por lo que, llegaba a considerar que el libro en 
cuestión, es un aporte valioso para el conocimiento de las instituciones en estudio. 
Miguel Harb, Benjamín: Derecho penal. Parte General. Tomo l. Sexta edición que 
incluye las reformas al código penal boliviano. Editorial Juventud. La Paz, Bolivia. 
1998. p. 10. 
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En sus obras, estos autores dedicaban un capítulo breve para 
desarrollar el tema de la ley penal y su interpretación. Creemos 
que ello se debió probablemente a la influencia de lo expuesto en 
las principales fuentes bibliográficas existentes sobre la materia 
en ese tiempo, como es el caso del Tratado de los delitos y de 
las penas, de Cesare Beccaria!*; siguiendo también las clases de 
interpretación que pregonaba el famoso penalista español don Luis 
Jiménez de Asúa', quien en sus estudios sobre La ley y el delito 
—publicados originalmente en la primera mitad del siglo XX-, 
sostenía por ejemplo que la interpretación se divide conforme al 
sujeto que la hace, a los medios que se emplean y al resultado a 
que se llega. Conforme al sujeto, puede ser auténtica doctrinal 
y judicial. Según los medios usados, será literal y teleológica. Y 


14 Cajías y Miguel (1966), entendían que la tarea interpretativa no es excepcional, sino 
sumamente corriente; sin embargo, y pese a que ello era una realidad, admitían 
que la interpretación ha tenido enemigos; “por ejemplo, lo era Beccaria, cuando 
negaba al juez la facultad de, interpretar la ley. Sin embargo, es obvio que Beccaria 
tomaba la palabra interpretación en sentido distinto; lo que él trataba era de evitar 
la extensión de la ley hasta cubrir conductas no preestablecidas como delitos; o 
sea, deseaba poner atajo al arbitrio judicial tal como se lo practicaba el siglo XVIII. 
La necesidad de la interpretación no es discutida hoy porque a fin de cuentas allá 
busca simplemente que la ley sea comprendida”. Asimismo, enseñaban que la 
interpretación puede clasificarse desde tres puntos de vista: “a) Según el sujeto u 
órgano que la realiza, puede ser: 1) Auténtica; 2) Judicial y 3) Doctrinal. b) Según 
los medios que se emplean, puede ser: 1) Gramatical; 2) Lógica y 3) Sistemática. c) 
Según el objetivo a que se pretende llegar, puede ser: 1) Declarativa; 2) Restrictiva y 
3) Extensiva”. 


15 Luis Jiménez de Asúa nació en Madrid el 19 de junio de 1889 y murió en el exilio, 
en Buenos Aires, a los 81 años de edad, el 16 de noviembre de 1970. Un perfil 
biográfico acerca de la trayectoria política y académica del profesor español, puede 
verse en Laveaga, Gerardo: LAVEAGA, Gerardo (Coord.): Rostros y Personajes 
de las Ciencias penales. Publicado por el Instituto Nacional de Ciencias penales, 
México. pp. 163-172. Disponible en: https://bit.ly/3D9YbJD 2018: 163-172) 
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de acuerdo con los resultados, podemos considerarla declarativa, 
extensiva, restrictiva y progresiva; todo ello siempre de acuerdo a 
los clásicos postulados de interpretación señalados por Savigny?”*. 

Así también, es evidente la utilidad que prestó aquel 
antiguo manual de derecho penal escrito durante la década de los 
años 50”s por el profesor español Eugenio Cuello Calón, cuya 
sistemática —plasmada y adecuada al contexto boliviano por el 
profesor Miguel- coadyuvó a conformar el programa oficial de la 
materia en la Universidad Mayor de San Andrés. 


16 “En suma: es forzoso aceptar la interpretación de las leyes y proclamar que todas 
han de serlo, no sólo las oscuras. El hecho de aplicar la ley supone interpretarla, ya 
que al hacer el cotejo de su contenido con el hecho real se precisa un proceso de 
subsunción al que contribuyen los órganos interpretativos —a veces el legislador, con 
eficacia obligatoria, el científico y siempre el juez— con medios literales o teleológicos 
y con resultados declarativos, restrictivos, extensivos o progresivos. A menudo, los 
códigos civiles dan normas interpretativas que pueden ser aplicadas al Derecho 
penal, aunque teniendo en cuenta su especialidad” (Jiménez de Asúa, 1958: 101). 
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VIL- La reforma del código penal en 1997 


nivel legislativo, y después de la sanción del decreto ley 
10426 de 23 de agosto de 1972 que puso en vigencia 


el código penal, la legislación en la materia no había 
experimentado un cambio sustancial conforme a los adelantos 
científico-doctrinales y al desarrollo del derecho penal. 

En ese contexto, en el mes de diciembre de 1995, el ministerio 
de justicia conformó una comisión redactora del anteproyecto 
de reformas al código penal, que realizó un trabajo relativo al 
establecimiento de pautas y bases para la reforma. La comisión 
fue integrada por el Dr. René Blattmann Bauer, entonces Ministro 
de Justicia; Dra. Kathia Saucedo Paz, subsecretaria de derechos 
humanos; Dr. Carlos Alarcón Mondonio, ex-subsecretario de 
derechos humanos; Dr. Reinaldo Imaña Arteaga, coordinador de 
la comisión de reformas legislativas penales. 

Luego de muchas gestiones, se logró la visita a Bolivia del 
Prof. Dr. Ginter Stratenwerth, consultor internacional, profesor 
emérito de la Universidad de Basilea, catedrático y consagrado 
penalista que había participado en diferentes reformas a 
legislaciones penales, de capacidad y experiencia reconocidas 
internacionalmente. Igualmente, realizó dos misiones en Bolivia 
el Prof. Dr. Mark Pieth, catedrático penalista, miembro del grupo 
de trabajo redactor del Reglamento Modelo sobre lavado de 
dinero del CICAD de la organización de estados americanos y 
experto en la prevención de la legitimación de ganancias ilícitas. 

Establecidas las pautas y bases de la reforma parcial al 
código penal, el ministerio de justicia auspició y organizó la mesa 
redonda Bases para la reforma al ordenamiento jurídico penal 
realizada en la ciudad de Cochabamba, el 10 de octubre de 1996, 
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que concluyó con el consenso sobre las modificaciones penales 
sustantivas que se constituían en requerimientos ciudadanos y 
legislativos. 

La mesa redonda Bases para la reforma al ordenamiento 
jurídico penal evidenció la necesidad de impulsar e implementar 
un movimiento de reforma al orden jurídico-penal que obedezca 
a tres postulados esenciales: a) Elevar a rango de Ley el código 
penal aprobado mediante decreto ley en un régimen de facto. 
b) Actualizar aspectos esenciales de la sistemática del código 
penal y llenar los vacíos de impunidad en formas graves de 
criminalidad. c) Fortalecer del estado de derecho y las garantías 
constitucionales. 

La reforma al código penal se inspiró en las fuentes más 
representativas del derecho comparado entre las que se tomó 
en cuenta entre otras, la legislación penal de Alemania, Suiza, 
Austria, España, Francia, Argentina y Colombia, por ser las más 
actualizadas y de recientes reformas, incluyendo el proyecto 
de código penal tipo para Latinoamérica y los proyectos de 
Guatemala y Paraguay. 

También se consideraron los pactos y recomendaciones 
internacionales sobre la lucha contra la corrupción y la 
delincuencia organizada. Entre los aspectos esenciales de las 
modificaciones introducidas al código penal se destacan: el 
fortalecimiento del estado de derecho y de la protección de las 
garantías individuales; el fortalecimiento de la seguridad jurídica 
y ciudadana; y la lucha contra la impunidad y la corrupción””. 


17 República de Bolivia. Ministerio de Justicia. Área penal. Memoria Gestión 94-97. 
Recurso digital disponible en: https://www.bivica.org/files/justicia-penal.pdf 


244 
Julio-Septiembre 2024 | Año 6 | No. 2 


Gaceta Judicial 


Sobre el alcance de estas reformas, el profesor Dr. Benjamín 
Miguel Harb, quien participó en las reuniones precisamente en 
su calidad de diputado nacional, expresaba su opinión crítica, 
señalando lo siguiente: 


“(...) Hemos realizado una reforma al código penal, 
tiene partes buenas y malas, una reforma con poca 
participación; evidentemente se ha invitado a profesores 
del exterior y tal vez otros del lado boliviano, pero 
prácticamente no conocemos su participación. 

Lo primero que hace la reforma del código penal es lo 
lógico, elevar a rango de Ley el Decreto Ley de 1973 
en base al artículo 29 de la Constitución que determina 
que el Poder Legislativo debe aprobar los códigos, 
pero luego que se aprueba este primer artículo en el 
siguiente incurrimos en una inconstitucionalidad. 

La reforma del artículo 4 de la aplicación retroactividad 
de la ley, en cuanto al tiempo, repite más o menos 
lo del original del código, pero en el párrafo cuarto 
expresa lo siguiente: no obstante lo dispuesto en los 
párrafos anteriores, es decir, retroactividad de la ley 
más favorable; pero las leyes dictadas para regir sólo 
por un tiempo determinado se aplicarán a todos los 
hechos cometidos durante su vigencia, es decir una 
ley temporal más perjudicial para el reo igualmente se 
aplica. 

(oa) 

En todas las legislaciones la irretroactividad y 
retroactividad están en los códigos y nosotros los 
hemos puesto en la Constitución Política del Estado y 
no podemos modificarla con una simple ley. (...) 
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Se dice en la reforma del Título II del Libro Primero 
del código penal, fundamentos de punibilidad del 
delincuente. Antes decía el código lo siguiente: el 
delito y el delincuente, formas de aparición del delito 
y causas de justificación; le cambian el nombre y 
le ponen bases de la punibilidad. Esto lógicamente 
nos conduciría mentalmente a que se pregunte 
cuáles son las condiciones legales para tipificar una 
conducta como delito. Por ejemplo, acto, tipicidad, 
antijuricidad, pero no dice nada de esto, sino pone 
un título afirmativo: bases de la punibilidad, y 
pasan directamente a hablarnos de exención de 
responsabilidad. Esto nos descoloca totalmente en el 
concepto (...). Está sistemáticamente ordenada por 
Estrasemberg; posiblemente sea buena para Alemania, 
pero Bolivia no es Alemania” (sic) (...).”* 


18 Miguel Harb, Benjamín: La Constitución y la reforma del código penal. Fondo 
Editorial de los Diputados. La Paz, Bolivia. 1999. pp. 12-14. 
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VIL- El derecho penal boliviano en el nuevo milenio 


comienzos del nuevo milenio, el profesor Fernando 

Villamor Lucía revisaría personalmente el contenido 

y estructura de sus propios Apuntes, para conformar 
un nuevo libro de derecho penal boliviano, escrito con una 
preocupación esencial en el autor, quien manifestaba: 


“(...) Lamentablemente en nuestro país no existe 
un profundo estudio de la dogmática penal. Es triste 
reconocerlo, pero en Bolivia no se ha intensificado 
el estudio de la dogmática. La mayoría, se dedica en 
la praxis, a una simple interpretación exegética de 
la ley. No hay una interpretación teleológica. Hay 
desconocimiento de la dogmática. Con la vigencia de 
un Nuevo código de Procedimiento penal y la doctrina 
jurisprudencial sentada por el Tribunal Constitucional, 
actualmente en los estrados judiciales, impera la cita de 
sentencias constitucionales como si constituyeran texto 
positivo de ley vigente. (...) 

Hay un afán legiferante para todo. No existe una 
política criminal eficaz. Este desmesurado afán de 
tratar de solucionar los problemas a través de leyes 
y buscar la fórmula en el derecho penal, ocasiona un 
verdadero caos en la administración de justicia. (...) 
Sigo insistiendo que para evitar contradicciones, 
confusiones, incoherencias en todo el ordenamiento 
jurídico nacional, es imprescindible la creación de 
una Comisión Codificadora Nacional Permanente, 
destinada a compatibilizar y tamizar todo proyecto 
de ley, decreto, que esté en contradicción con la 


247 
Julio-Septiembre 2024 | Año 6 | No. 2 


Gaceta Judicial 


Constitución y otras Leyes. Este órgano debería estar 
a cargo del Congreso Nacional. De esta manera, podría 
reducirse la labor legislativa para dar mayor efectividad 
a la labor fiscalizadora (....).”*” 


Esta última obra de útil referencia sobre derecho penal 
boliviano, se halla dividida en dos amplios tomos, precedidos de 
interesantes prólogos de penalistas de renombre internacional que 
elogiaban la labor prolífica del autor: Eugenio Raul Zaffaroni en 
la primera edición del año 2003, y José Cerezo Mir en la segunda 
edición del año 2007. 

Cabe hacer notar que en el mismo año 2007, el profesor 
Villamor Lucía publicó un folleto muy interesante y bien 
informado, intentando brindar “(...) Una aproximación al 
derecho penal del enemigo (...)”, planteando así por vez primera 
una perspectiva del tema en Bolivia. Este breve trabajo contó con 
la presentación del profesor Dr. Jaime Náquira, de la Pontificia 
Universidad Católica de Chile, y además se trataba de una 
publicación auspiciada por la novísima Academia boliviana de 
ciencias jurídico penales, que en aquel tiempo, recién comenzaba 
sus actividades académicas en el país”, gracias al empeño 
altruista de su fundador, el profesor Fernando Villamor Lucía. 


19 Villamor Lucía, Fernando: Derecho penal boliviano. Parte General. T. |. Segunda 
edición actualizada. Talleres de Inspiración Cards. La Paz, Bolivia. 2007. pp III-V 


20 En febrero de 2003, con el copatrocinio del llustre Colegio de Abogados de La Paz, y 
la Facultad de Derecho de la UMSA, se realizó el Primer Seminario Internacional de 
derecho penal, con la intervención por la Argentina, del Prof. Eugenio Raúl Zaffaroni, 
quien disertó sobre los temas de Ontologismo y Normativismo en la dogmática 
penal latinoamericana, y Ejercicio del poder punitivo y derecho penal. Por Bolivia, 
el Prof. Fernando Villamor Lucía, brindó su conferencia sobre los Comentarios a la 
reforma del código penal boliviano de 1997. Años más tarde, en febrero de 2006, se 
realizó el Segundo Seminario Internacional de derecho penal, con la idea central de 
profundizar y analizar los alcances de la reforma del código penal boliviano de 1997, 
a cuyo efecto se invitó a distintos expositores internacionales, tales como: José 
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Por si ello fuera poco, cabe mencionar también que en el 
año 2010, la referida academia boliviana de ciencias jurídico 
penales presentó la última producción del profesor Fernando 
Villamor Lucía, titulada Modernas corrientes doctrinarias en 
derecho penal. Teoría del Delito (libro-video); una pequeña 
obra que, en formato inédito, va acompañada de DVD's que 
contienen las ultimas conferencias dictadas por este ilustre 
profesor boliviano. Su contenido consiste en una exposición 
sobre las modernas corrientes doctrinarias en derecho penal, y 
que desarrolla los aspectos más importantes de la teoría final de 
la acción, el normativismo y el funcionalismo sistémico, y temas 
fundamentales como la metodología, la dogmática, la política 
criminal y la discusión entre ontologismo y normativismo, siendo 
que los demás contienen todo el desarrollo de la teoría del delito. 

Indudablemente, aquella obra constituye una prolongación 
de su inagotable labor académica en pleno siglo XXI, y una clara 
muestra de su ejemplar labor incansable de enseñanza y difusión 
del derecho penal en Bolivia, hasta el día de su fallecimiento en 
marzo de 2018. 


Cerezo Mir, quien mediante video conferencia expuso su magistral trabajo sobre 
La regulación del error de prohibición en los códigos penales español y boliviano; 
María Dolores Serrano, quien mediante video conferencia disertó sobre el tema de 
Corrupción: combatir su impunidad desde el ámbito del derecho penal; José Luis 
Guzman Dálbora, quien dictó su conferencia magistral sobre el Origen, contenido 
y crítica de la Teoría de la Imputación Objetiva; José Saez Capel, quien brindó su 
conferencia sobre las Bases de la Punibilidad (causas de justificación, causas de 
inimputabilidad, causas de inculpabilidad, error de tipo y error de prohibición). Por 
Bolivia, dictaron sus conferencias magistrales los profesores. Willman Durán Ribera, 
entonces Presidente del Tribunal Constitucional de Bolivia, quien abordó el tema de 
la Determinación Judicial de la Pena; Fernando Villamor Lucía, quien trató sobre el 
tema de los Delitos de Comisión por Omisión y su cuestionada constitucionalidad 
(Seminario Internacional, 2006). 
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IX. El aporte excepcional del Dr. Nicolás Cusicanqui Morales 


(1) 


no de los discípulos más aventajados del profesor 

| Benjamín Miguel Harb, fue precisamente el Dr. Nicolás 

Cusicanqui Morales, nacido en la ciudad de La Paz en 

1971; abogado con título de la Universidad Mayor de San Andrés 

(La Paz, Bolivia); obtuvo su Título de Maestría en derecho 

penal y derecho procesal penal de la Universidad Andina Simón 

Bolívar (Órgano académico de la comunidad andina), contando 

en su formación profesional con estudios a nivel de diplomatura 

en derecho penitenciario, investigación criminal, educación 
superior, derecho matrimonial canónico, entre otros. 
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Lo más destacable de su trayectoria académica, se resume 
en haber ejercido la Cátedra Universitaria en derecho penal por 
varios años a nivel pregrado y posgrado, en la Universidad de 
Aquino Bolivia (UDABOL,) y en otras Universidades del país. 
Como culminación de su vida académica, llegó a ser miembro 
titular de la antigua sociedad boliviana de ciencias penales, así 
como de la academia boliviana de ciencias jurídico-penales, y 
del instituto de investigación y desarrollo de ciencias jurídicas y 
políticas - grupo cromeo (Arequipa, Perú). 

Su sensible fallecimiento se produjo en el mes de agosto del 
año 2018; sin embargo, su pensamiento y legado imperecedero 
se ha visto plasmado en dos obras capitales para comprender el 
origen y la evolución de las leyes penales en Bolivia: un primer 
estudio histórico sobre el delito de violación?”!, y otro estudio 
exhaustivo sobre la amnistía y el indulto en la legislación 
boliviana. 

A) En su primer libro titulado: Evolución histórica del delito 
de violación en la legislación boliviana (1834 — 1999) (2007), el 
autor presenta una investigación histórico-jurídica del delito de 
violación, iniciando su análisis con el estudio documentado del 
código penal Santa Cruz de 1834, la cual constituye la primera 
legislación penal de Bolivia y de la entonces Confederación 
Perú-Boliviana. Asimismo, de manera cronológica, describe la 
génesis de los diversos proyectos que se han presentado para 
establecer un régimen legal de los delitos sexuales en Bolivia, y 
las diversas vicisitudes de la reforma penal boliviana en distintas 
épocas, con la consecuente modificación del código penal, y 


21 Creo pertinente dejar constancia aquí, que fue un honor y un motivo de enorme 
satisfacción académica, haber podido colaborar personalmente con el Dr. 
Cusicanqui en su búsqueda de fuentes bibliográficas para la redacción de este libro, 
que constituye un notable trabajo de investigación. 
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hay que hacer notar que estas reformas, en la mayoría de los 
casos, son consonantes con el desarrollo legislativo de los países 
sudamericanos. 


NICOLAS CUSICANQUI MORALES 


EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL 


DELITO DE VIOLACIÓN 


EN LA LEGISLACIÓN BOLIVIANA 1834 - 1999 
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Luego de haber realizado el examen histórico a la legislación 
existente sobre el delito de violación, el autor expone una muy 
interesante y útil interpretación dogmática del tipo penal de 
violación, llegando a analizar inclusive la ley que regula los 
delitos de trata y tráfico de personas en Bolivia. 

Finalmente, el investigador consideró necesario adjuntar a su 
obra, aquella Exposición de Motivos del Anteproyecto de código 
penal para Bolivia de 1964, un documento poco conocido, pero 
de gran importancia al momento de estudiar los fundamentos 
doctrinales y de política criminal del actual código penal, lo cual 
ciertamente constituye el punto de partida ineludible de cualquier 
investigación o tentativa de reforma de la ley penal. 

B) En su segundo libro titulado Amnistía e indulto en la 
legislación boliviana (2013), el autor presenta un amplio estudio 
del derecho de gracia, que se traduce básicamente en los institutos 
jurídicos de amnistía e indulto; para luego proponer un análisis 
comparativo entre ambas figuras jurídicas, y estableciendo con 
precisión sus similitudes y diferencias. Este estudio —notable por 
la amplia información que contiene—, sobresale frente a otros 
manuales de derecho penal que se usan en las Universidades 
bolivianas, dado que ciertamente en la doctrina jurídica nacional, 
los temas referentes a la Amnistía y el Indulto nunca han merecido 
más que algunas cuantas líneas, lo que también se veía reflejado 
en el escaso desarrollo del tema en la docencia universitaria. 
Por ello, lo relevante del texto escrito por el Dr. Cusicanqui, 
es que precisamente ambos institutos jurídicos han recibido un 
tratamiento exhaustivo a nivel dogmático y práctico, de innegable 
utilidad para fines investigativos, y en consecuencia, una 
herramienta necesaria para el desarrollo del tema en la docencia a 
nivel pregrado y posgrado. 
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NICOLÁS CUSICANQUI MORALES 


AMNISTÍA E ÍNDULTO 
EN LA LEGISLACIÓN BOLIVIANA 


Incluye el análisis del Decreto Presidencial de Concesión 
de Indulto N* 1445 de 19 de diciembre de 2012 


LA PAZ - BOLIVIA 


Una de las particularidades del texto radica en que luego 
de la revisión doctrinal, el autor traspone con bastante habilidad 
dichos conocimientos para proceder al análisis de la legislación 
nacional, tanto a nivel constitucional, como también respecto a 
las leyes penales en vigencia; de ahí que el libro concluye con 
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un análisis crítico y detallado del decreto presidencial n* 1445 
de 19 de diciembre de 2012 de concesión de indulto, vigente al 
momento de publicación del libro. 

Según el Dr. Cusicanqui, generalmente los motivos del 
indulto “(...) se asientan en razones de humanidad de la pena, 
como es el caso de la vejez, enfermedad o motivos familiares. 
En estos casos, el indulto se lo otorga en mérito a la situación 
(crítica) de las personas, o por las circunstancias (apremiantes) 
que está pasando. Este es el fin más característico de este tipo de 
gracia” (El agregado me corresponde). “También puede suceder 
que el indulto busque fines político-criminales, como otra forma 
de la rehabilitación del sentenciado, o el mejoramiento de sus 
condiciones de vida, cuando el indulto, busca por ejemplo una 
adecuada resocialización (...)”. 

Sin embargo, no se debe descartar que el indulto “(...) pueda 
buscar otros fines subjetivos por parte de la autoridad, como puede 
ser el rédito político o motivos enteramente personales como la 
familiaridad, la amistad, el compromiso, o en casos extremos 
rayanos con el delito como es el lucro o el encubrimiento, o 
simplemente la impunidad (...).” Ante estas circunstancias — 
concluye el autor—, debe tenerse en claro que el indulto deja de 
ser legítimo y puede ser fuente de responsabilidad, como sucede 
con el mal uso de cualquier otra facultad legal de los órganos del 
estado. 

Estas, y otras importantes reflexiones contenidas en la 
obra del Dr. Cusicanqui —fuente indispensable de consulta en 
la materia—, son necesarias tenerlas presentes en el contexto 
boliviano de cotidiana crisis carcelaria, dado que sirven de 
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ayuda para comprender los alcances, incidentes, emergencias y 
consecuencias de la medida presidencial de indulto y/o amnistía, 
que anualmente se pone en vigencia”. 


22 


20 


p: 


NS 


Es importante señalar, que el tema de la Amnistía y el Indulto en la Legislación 
Boliviana, siempre fueron de preocupación constante en el pensamiento del autor; 
de ahí que, una de sus últimas publicaciones, antes de su sensible fallecimiento, 
fueron precisamente algunas “OBSERVACIONES RECURRENTES AL DECRETO 
PRESIDENCIAL N? 3519 - Decreto Presidencial de Amnistía, Indulto Parcial, e Indulto 
Total”, texto disponible en la misma página web del autor: http://nicolascusicanqui. 
blogspot.com/ 
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Conclusiones 


sí, de manera resumida, podemos ver que la serie de 

personajes y grandes juristas bolivianos citados en este 

breve trabajo fueron los más importantes (y acaso los 
únicos) forjadores de lo que ahora conocemos como derecho 
penal boliviano, cuyo pensamiento ha sido en buena medida 
trasuntado en un código penal que data de la década de los años 
70's, y que a través del tiempo, con sus defectos y virtudes, con 
sus parches y reformas, se ha mantenido vigente hasta el día de 
hoy. 

En todo caso, y si en algún momento la ley penal se 
encontrara próxima a ser sustituida por un nuevo cuerpo 
legislativo, éste necesariamente deberá responder a las modernas 
corrientes del derecho penal latinoamericano, pero sobre todo, 
debe ser elaborado con amplia participación ciudadana, para que 
pueda confeccionarse acorde a las necesidades de la sociedad 
boliviana, sin descuidar los fines esenciales que persigue 
el derecho penal (que se rige bajo el principio de mínima 
intervención o ultima ratio), teniendo en cuenta los avances de 
la justicia restaurativa y su necesaria implementación adecuada 
al contexto boliviano, así como la realidad crítica de los centros 
penitenciarios en el país, y la difícil situación que actualmente 
atraviesan las personas privadas de libertad, todo lo cual amerita 
la formulación de una política criminal efectiva y acorde a los 
parámetros internacionales sobre derechos humanos. 

En definitiva, este escrito tan sólo pretende ser un breve 
homenaje póstumo de agradecimiento a todos aquellos ilustres 
profesores y penalistas bolivianos que ya partieron en el viaje 
sin retorno (tal es el caso del profesor Nicolás Cusicanqui 
Morales(f), a quien muchos de sus discípulos debemos los 
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conocimientos adquiridos en aulas universitarias), para expresar 
nuestra eterna gratitud y reconocimiento por habernos guiado, 
noble y desinteresadamente, por el sendero del derecho penal que 
tanto cultivaron en vida. 

Por ello, reafirmamos la promesa de que sus enseñanzas 
quedarán grabadas por siempre en nuestra memoria, y que 
seguiremos trabajando en busca de mejores días para nuestro 
país. 

Elaboración original: Ciudad de La Paz, 16 de julio de 2021. 

Revisión del texto: Sucre Capital, 6 de agosto de 2022. 


260 
Julio-Septiembre 2024 | Año 6 | No. 2 


Gaceta Judicial 


Bibliografía 


Cajías De La Vega, Beatriz. “Huáscar Cajías Kauffmann, un 
profesional jurista”. En revista Centro de Investigación 
Boliviano de Estudios Sociales y de la Comunicación 
(CIBESCOM) — Departamento de Comunicación Social — 
Universidad Católica Boliviana “San Pablo”- Sede La Paz. 
No. 2021. La Paz, Bolivia: Plural Editores, 2021. 


Cajías, Huáscar, y MIGUEL, Benjamín. Apuntes de derecho 
penal Boliviano. La Paz, Bolivia: Editorial UMSA, 1966. 


Comisión Codificadora Nacional. Bases y Anteproyecto de 
código penal Boliviano. La Paz, Bolivia: Editorial Cajías, 
1964. 


Cuello Calón, Eugenio. Derecho penal, conforme al código 
penal, texto refundido de 1944. Tomo lI (Parte General). 
Décima edición. Barcelona, España: Casa Editorial Bosch, 
1951, 


Cusicanqui Morales, Nicolás. Amnistía e Indulto en la 
Legislación Boliviana. La Paz, Bolivia: Editorial El 
Original, 2013. 


II Seminario Internacional De Actualización En Derecho 
Penal. 2006. La Paz, Bolivia: Mustre Colegio de Abogados 
de La Paz; Estudio Jurídico Villamor € Asociados; Talleres 
Inspiración Cards. 


Jiménez De Asúa, Luis. Principios de derecho penal. La Ley 
y el Delito. Tercera edición. Buenos Aires, Argentina: 
Abeledo Perrot - Editorial Sudamericana, 1958. Disponible 
en: https://bit.1y/3C0n7nZ. 


261 
Julio-Septiembre 2024 | Año 6 | No. 2 


Gaceta Judicial 


Laveaga, Gerardo (Coord.). Rostros y Personajes de las 
Ciencias penales. Publicado por el Instituto Nacional de 
Ciencias Penales, México, 2018. Disponible en: https://bit. 
ly3D9YbJD. 


Maldonado, Hernán. “Huáscar Cajías, excelso catedrático”. 
En revista Centro de Investigación Boliviano de 
Estudios Sociales y de la Comunicación (CIBESCOM) 
— Departamento de Comunicación Social — Universidad 
Católica Boliviana “San Pablo”- Sede La Paz. No. 2021. La 
Paz, Bolivia: Plural Editores, 2021. 


Miguel Harb, Benjamín. Código penal Boliviano (comentado). 
La Paz, Bolivia: Editorial Los Amigos del Libro, 1979. 


- Código penal Boliviano (comentado). La Paz, Bolivia: Editorial 
Los Amigos del Libro, 1979. 


Derecho penal. Parte General. Tomo I. La Paz, Bolivia: Editorial 
Juventud, 1987. 


- Derecho penal. Parte General. Tomo I. Sexta edición que 
incluye las reformas al código penal boliviano. La Paz, 
Bolivia: Editorial Juventud, 1998. 


“La Constitución y la reforma del código penal”. En libro La 
Constitución y la reforma del código penal. La Paz, Bolivia: 
Fondo Editorial de los Diputados, 1999. 


Sociedad Boliviana De Ciencias Penales. “Revista Boliviana de 
Ciencias penales”. Año I, N” 1, Mayo, Junio, Julio de 1978. 
La Paz, Bolivia: Librería Editorial Popular. 


262 
Julio-Septiembre 2024 | Año 6 | No. 2 


Gaceta Judicial 


Trigo Paz, Heriberto. Los Paz y el Dogma Socialista. Segunda 
edición. La Paz, Bolivia: Talleres del Banco Central de 
Bolivia, Graficolor S.R.L., 1992. 


Vargas Lima, Alan E. La Pena de Muerte en la Legislación 
Boliviana. Evolución histórico-normativa y su proyección 
internacional. Disponible en la página web de derecho 
penal, del Prof. José Hurtado Pozo: https://perso.unifr.ch/ 
derechopenal/documentos/articulosFV; en el portal web de 
la Revista Pensamiento penal: https://bit.1y/302exj0; también 
se puede leer libremente en Issuu: https://bit.ly/3GOklIvx y 
para descarga en Slideshare: https://bit.1y/2V31WS9. 


Villamor Lucía, Fernando. La Codificación penal en Bolivia. 
La Paz, Bolivia: Editorial Popular, 1977. Disponible para 
lectura en el siguiente enlace: https://bit.ly/3NSMXtV. 


- Comentarios y Adecuación a la Reforma de las Leyes 
penales. La Paz, Bolivia: Editorial Popular, 1997. 


- — Derecho penal Boliviano. Parte General. Tomo I. Segunda 
edición actualizada. La Paz, Bolivia: Talleres de Inspiración 
Cards, 2007. 


263 
Julio-Septiembre 2024 | Año 6 | No. 2 


y ASADINA 
NN a dl O 
PENAS) E) 
O ” Y 
AQ A) 
DINONALAS 
bo a 


Gaceta Judicial 


265 
Julio-Septiembre 2024 | Año 6 | No. 2 


derecho 


Perspectivas y 
horizontes del 


Lic. Laura Patricia Espinosa Ortiz 


Gaceta Judicial 


Derechos humanos y empresa 


Resumen: Las empresas enfrentan desafíos en derechos humanos, esenciales para la 
responsabilidad social corporativa, destacando la falta de recursos y estrategias claras, y 
proponiendo un Ombudsman como solución interna. 


Palabras clave: Empresas, Derechos humanos, Responsabilidad social corporativa, 
Recursos, Ombudsman. 


Abstract: Businesses face human rights challenges essential for corporate social 
responsibility, highlighting resource and strategy gaps, proposing an Ombudsman as an 
internal solution. 


Keywords: Companies, Human rights, Corporate social responsibility, Resources, 
Ombudsman. 


Introducción 


la luz del panorama actual, las empresas enfrentan 

desafíos significativos en materia de Derechos Humanos, 

los cuales se han convertido en un componente esencial 
de su estrategia de Responsabilidad Social Corporativa. Esta 
implementación, aunque no es completamente nueva, ha sido 
frecuentemente pasada por alto en su aplicación práctica, lo que 
la convierte en un área de creciente interés y necesidad. Hasta 
la fecha, la mayoría de las empresas adolecen de una falta de 
asesoramiento e información adecuados para llevar a cabo esta 
implementación de manera efectiva, además de enfrentarse a la 
escasez de recursos necesarios para abordar estos retos en un 
entorno de mercado altamente competitivo y diverso. La falta 
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de una estrategia clara en Derechos Humanos no solo expone a 
las empresas a riesgos legales y de reputación, sino que también 
limita su capacidad para contribuir positivamente al desarrollo 
social y económico de las comunidades en las que operan. 

Un aspecto de lo más crucial es la sensibilización interna. 
Las actividades empresariales pueden tener un amplio espectro 
de impactos, tanto positivos como negativos, en los derechos 
humanos. Esta realidad ha captado una atención creciente por 
parte de la comunidad internacional, como se detallará en este 
trabajo. La expansión global del sector privado en las últimas 
tres décadas ha traído consigo un aumento significativo en 
los impactos sociales de este sector, manifestándose tanto en 
contribuciones positivas hacia el bienestar económico y la 
generación de empleo, como en desafíos para el disfrute de los 
derechos humanos. Es imperativo que las empresas desarrollen 
y fortalezcan mecanismos de vigilancia y evaluación de sus 
operaciones para identificar, prevenir y mitigar cualquier impacto 
negativo en los derechos humanos, promoviendo así prácticas 
empresariales responsables y sostenibles. 

La presente ponencia tiene como base compartir mi 
experiencia profesional en el manejo de recursos humanos y 
como apoderada legal, asesorando a las empresas en la adopción 
de una cultura de prevención jurídica. además, se discutirá sobre 
el diseño de estructuras organizacionales personalizadas, o trajes 
a la medida para fomentar el crecimiento empresarial. Desde mi 
posición como apoderada legal, expondré mis perspectivas sobre 
las acciones que deben implementar las empresas para adaptarse 
y propongo que en méxico se reconozca e implemente la figura 
del ombudsman empresarial, siguiendo el ejemplo de países 
como España donde ya se ha puesto en práctica. La introducción 
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de un ombudsman empresarial en México podría servir como un 
mecanismo efectivo para abordar las preocupaciones relacionadas 
con los derechos humanos dentro de las empresas, ofreciendo un 
canal de comunicación y resolución de conflictos que beneficie 
tanto a los empleados como a la dirección. 

La finalidad de este trabajo es fomentar la conciencia 
y la acción basada en la regulación de derechos humanos a 
nivel nacional e internacional, analizando las medidas que las 
empresas deben tomar para adaptarse a estas regulaciones y 
asumir su responsabilidad de respetar los derechos humanos. Se 
busca crear un marco de referencia que guíe a las empresas en la 
integración efectiva de los derechos humanos en sus operaciones, 
asegurando que sus prácticas comerciales no solo sean legalmente 
cumplidas, sino también éticamente responsables y alineadas con 
los principios de sostenibilidad y responsabilidad social. 

Los objetivos específicos de este trabajo son sensibilizar 
sobre la relación entre derechos humanos y el ámbito empresarial, 
destacando la importancia de los empresarios, quienes también 
están protegidos y pueden ser vulnerados por los derechos 
humanos. Además, se explora cómo las empresas pueden proteger 
y promover los derechos humanos dentro de su estructura 
organizacional mediante procesos y políticas adecuadas. 
Asimismo, se presenta la NOM-035 para su aplicación en México, 
y se analiza la figura del ombudsman Empresarial. Por otro lado, 
se aborda la carencia de liderazgo y estructura adecuada en las 
empresas. La implementación de la NOM-035, por ejemplo, es 
un paso importante hacia la promoción de un ambiente de trabajo 
saludable y seguro, enfocándose en la identificación, análisis 
y prevención de factores de riesgo psicosocial, así como en la 
promoción de un entorno organizacional favorable. 
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I.- Concepto de derechos humanos 


os derechos humanos son reglas imperativas para todo el 
mundo. 


“(...) Definen las relaciones entre los individuos 
y las estructuras de poder, especialmente el Estado. 
Delimitan el poder del Estado y, al mismo tiempo, 
exigen que el Estado adopte medidas positivas que 
garanticen condiciones en las que todas las personas 
puedan disfrutar de sus derechos humanos (...).”' 


Tal como lo menciona la CNDH, los derechos humanos 
“(...) son el conjunto de prerrogativas sustentadas en la dignidad 
humana, cuya realización efectiva resulta indispensable para el 
desarrollo integral de la persona (...).”2 A pesar de que se suelen 
positivarse en las normas, los derechos humanos son inherentes a 
la persona, es decir, están unidos, adheridos, a todo aquel que sea 
persona, por el simple hecho de serlo. 

Dichas reglas nos ayudan a vivir en paz y a respetarnos 
unos a otros. Son para todos, sin importar la procedencia, la 
nacionalidad, la religión, o cualquier otro factor diferenciador. 
Todas las personas merecen ser tratadas de la misma manera. 

Así, los derechos humanos tienen como notas distintivas el 
hecho de ser, para todos: Sin importar de quién se trate, todas 
las personas poseen estos derechos. Además, subyace el hecho 
1 Unión interparlamentaria y Oficina del alto comisionado de las naciones unidas: 

Derechos humanos. Manual para parlamentarios no. 26. Recurso digital 


disponible en  https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/Publications/ 
HandbookParliamentarians_SP.pdf consultado el 26 de junio de 2024. 


2 CNDH México: ¿Qué son los derechos humanos? Recurso digital disponible en 
https: //www.cndh.org.mx/derechos-humanos/que-son-los-derechos-humanos 
consultado el 26 de junio de 2024. 
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de que no se pueden quitar, salvo en casos muy especiales y 
respetando el derecho de audiencia. Otra nota distintiva es el 
hecho de que los países deben cuidar estos derechos generando 
políticas para asegurarse de toda la población los disfruten. Y por 
último, se da la cuestión de que todas las personas deben respetar 
los derechos de los demás. 

Los derechos humanos se basan en cuatro grandes principios: 


1. Universalidad: Todos poseen los mismos derechos. 

2. Interdependencia: Todos los derechos están conectados. 
3. Indivisibilidad: No es posible elegir cuáles derechos 
respetar y cuáles no. 

4. Progresividad: Los países deben trabajar para que los 
derechos mejoren siempre.* 


Consecuentemente, estas ideas nos ayudan a asegurar de 
que todos puedan vivir bien y con respeto. 


3 Unión interparlamentaria y Oficina del alto comisionado de las naciones unidas: 
Derechos humanos. Manual para parlamentarios no. 26. Recurso digital 
disponible en  https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/Publications/ 
HandbookParliamentarians_SP.pdf consultado el 26 de junio de 2024. 
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1.- Empresa, empresario y empleado 


a ley federal del trabajo define a la empresa como “(...) la 
unidad económica de producción o distribución de bienes 
o servicios (...).” 

Desde el punto de vista de los integrantes del foro, Barrera 
Graf, citado por Torres Dávalos, define a la empresa como el 
“(...) conjunto de personas y cosas organizadas por el titular con 
el fin de realizar una actividad onerosa, generalmente lucrativa 
de producción o de intercambio de bienes y servicios destinados 
al mercado (...).”* 

Por otra parte, citado por la misma autora, Mantilla Molina 
comenta que la empresa es “(...) “el conjunto de cosas y derechos 
combinados para obtener u ofrecer al público bienes o servicios, 
sistemáticamente y con propósito de lucro (....).”* 

Partiendo de la perspectiva de la administración, la empresa 
es 


“(...) la unidad económica de combina los diferentes 
factores productivos, ordenados según determinada 
estructura organizativa, localizados en una o más 
unidades técnicas y físico-espaciales y dirigidos sobre 
la base de cierta relación de propiedad y control, con el 
ánimo de alcanzar unos objetivos, entre los que destaca 
el beneficio empresarial (...).” 


4 Cfr. Torres Dávalos: Manual de introducción al derecho mercantil. Serie Manuales 
de derecho. Nostra ediciciones. Instituto de investigaciones jurídicas. México D.F. 
2010. ISBN: 978-607-7603-51-1. p. 101. 


5 Cfr. Torres Dávalos: Manual de introducción... p. 101. 


6 León Aquino, Gaspar José: Gestión de la documentación jurídica y empresarial. 
Editex. España. 2020.ISBN: 9788413212241. p. 168. 
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Según Bahíllo y Pérez, la empresa puede ser definida desde 
varios aspectos o aristas: económica, jurídica, social, etc. Pero 
concuerdan en la finalidad: La producción de un bien o servicio, 
con el fin de obtener una ganancia maximizada con un costo 
mínimo.” 

Las mismas autoras definen al empresario como el individuo 
que coordina todos los factores de la empresa para lograr sus 
fines.* 

Sobre el trabajador, el segundo elemento de la empresa, la 
ley federal del trabajo menciona que es “(...) la persona física 
que presta a otra, física o moral, un trabajo personal subordinado 
A 

La relación entre el empresario y el trabajador se suele 
materializar a través de un contrato, que en la mayoría de las 
ocasiones suele ser verbal —en contravención de la ley laboral-—, 
o por escrito. Ante la falta de ese contrato escrito, la ley suple 
las condiciones de trabajo, a efecto de las condiciones en que 
se desempeñe este no sean contrarias a los propios derechos 
humanos. 

La ley es respaldada por los tribunales y las instancias de 
procuración del trabajo del Estado, quienes se encargan de 
velar por la dignidad de las condiciones de trabajo. Además de 
lo anterior, los sindicatos y asociaciones gremiales tienen la 
fuerza para negociar los términos del empleo con sus respectivos 
patrones. 


T Vid Bahíllo Marcos, Ma. Eugenia, y Pérez Bravo, Ma. Carmen: Gestión de la 
comunicación jurídica y empresarial. 3? ed. Paraninfo. Madrid, España. ISBN: 
9788428339452. p. 170. 


8 Vid nota anterior. 
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Así, se tienen los elementos que constituyen la empresa, 
de donde se desprende que quien da vida a la empresa es el 
factor humano. Este es el vínculo entre la empresa como ente y 
los empleados, y es importante el tener clara la dinámica de la 
relación humana dentro de la empresa, así como su integración 
en jerarquías, puestos y áreas de trabajo; además de cómo se va 
a constituir para poder desarrollar los objetivos por el cual el 
empresario decidió crear su empresa. 

Por lo tanto, en virtud de lo anterior, es muy importante no 
olvidar que es el recurso humano el que da vida a una empresa 
por lo que todo lo que dentro de una empresa implique hablar de 
una persona, implica hablar de un derecho humano. 
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TIL- La génesis de los derechos humanos dentro de la empresa 


aciones unidas emitió en 2011 los principios rectores 
sobre las empresas y derechos humanos, cuyo objetivo 
es “(...) mejorar las normas y prácticas en relación con 
las empresas y los derechos humanos a fin de obtener resultados 
tangibles para las personas y las comunidades afectadas y 
contribuir así también a una globalización socialmente sostenible 
(...). elaborados por el representante especial del secretario 
general para cuestión de Derechos Humanos y las empresas 
Internacionales y otras empresas.'" 
La cuestión de los derechos humanos y la empresa 
fue desarrollada por John Ruggie'', quien a partir del 2005 
generó un documento donde se señalaran y aclararan normas 
uniformes sobre la responsabilidad empresarial en la esfera de 
los derechos humanos. Además, su encomienda debía precisar 
la función de los Estados en ese campo, así como elaborar 
materiales y metodologías de evaluación de las repercusiones 
de las actividades empresariales en esos derechos y recopilar 
un compendio de prácticas óptimas de Estados y empresas.'? La 


9 Pacto mundial de las naciones unidas: Principios rectores sobre empresas y 
derechos humanos. Recurso digital disponible en https://www.pactomundial.org/ 
biblioteca/principios-rectores-sobre-empresas-y-derechos-humanos/ consultado el 
28 de junio de 2024. 


10 Contenidos en el Informe final al Consejo de Derechos Humanos (A/HRC/17/31) 


11 Fue un politólogo y catedrático austriaco nacionalizado estadounidense. 
Representante especial del secretario general de las naciones unidas para los 
derechos humanos y empresa, y fue en esta época donde produjo los principios 
rectores. Este instrumento fue aprobado por unanimidad por el consejo de derechos 
humanos de la ONU. 


12 Cfr. Rulli, Mariana, y Justo, Juan Bautista: Guía de derechos humanos para 
empresas. Proteger, respetar y remediar: Todos ganamos. Programa Naciones 
Unidas para el Desarrollo-PNUD. Red Argentina Pacto Global. Buenos Aires, 
Argentina. 2012. p. 36 
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versión final del documento se presentó en junio de 2011 ante el 
consejo de derechos humanos de la ONU, bajo el titulo Principios 
rectores sobre las empresas y los derechos humanos. 

Los principios rectores sobre empresas y derechos 
humanos representan un hito en la evolución de las normativas 
internacionales, al estar profundamente arraigados en la Carta 
Internacional de Derechos Humanos y en la Declaración sobre 
los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT). Estos principios 
universales establecen un marco de referencia obligatorio para 
todos los actores involucrados, ya sean Estados o empresas 
privadas, sin distinción alguna por su tamaño, sector, ubicación 
geográfica, tipo de propiedad o estructura organizativa. Su 
relevancia radica en su capacidad para mantenerse vigentes y 
aplicables, independientemente de las variaciones en la capacidad 
o voluntad de los Estados para cumplir con sus compromisos en 
materia de derechos humanos. 

La importancia de estos principios se extiende más allá 
de su base legal y ética, ya que han servido para cimentar un 
marco sólido que guía el desarrollo de políticas empresariales 
responsables y respetuosas de los derechos humanos. Al ofrecer 
una definición explícita de las responsabilidades y deberes tanto 
de los Estados como de las empresas, estos principios han logrado 
integrar los derechos humanos en el núcleo de las estrategias de 
Responsabilidad Social Empresarial (RSE),'* marcando un antes 
y un después en cómo las corporaciones abordan sus impactos en 
la sociedad y en el medio ambiente. 


13 Empresas y derechos humanos. Perspectiva de Oxfam sobre los principios recto- 
res de la ONU. Recurso digital disponible en https://oxfamilibrary.openrepository. 
com/bitstream/handle/10546/293857/tb-business-human-rights-oxfam-perspecti- 
ve-un-guiding-principles-130613-es.paf;jsessionid=FESABAD1A2A70BD719B89D- 
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La óptica de John Ruggie, quien subraya el error de limitar 
la responsabilidad empresarial a ciertos derechos específicos, 
amplía el espectro de acción al reconocer que las empresas 
pueden influir en prácticamente todos los derechos humanos. Por 
tanto, se enfatiza la necesidad de que las empresas adopten un 
compromiso holístico con todos los derechos humanos, evitando 
causar daños y abordando proactivamente cualquier impacto 
negativo que sus operaciones puedan tener.'* Lo anterior no 
sólo implica una conducta pasiva de no dañar, sino también una 
actitud proactiva de contribución positiva, como la promoción de 
la igualdad y la no discriminación. 

El marco conceptual propuesto y desarrollado para abordar 
la interacción entre empresas y derechos humanos aspira a ser 
una piedra angular en el debate público y privado sobre cómo 
gestionar esta relación compleja y multifacética. Su adopción por 
parte del consejo de derechos humanos de la ONU en 2008 no 
solo le otorgó un reconocimiento oficial sino que también marcó 
un precedente en la manera en que las instancias internacionales 
tratan las cuestiones de negocios y derechos humanos. Este 
marco conceptual, basado en los tres pilares de proteger, respetar 
y remediar, ofrece a los Estados y a las empresas una guía clara 


F73FDADA5C?sequence=9 consultado el 3 de julio de 2024. 


14 García Herrero, Henar: Los derechos humanos en la empresa. Universidad de Ovie- 
do. Facultad de economía y empresa. Proyecto de máster en administración y di- 
rección de empresas (MADE). Recurso digital disponible en https://digibuo.uniovi. 
es/dspace/bitstream/handle/10651/27936/TFM_Garcia%20Herrero%2C%20Henar. 
pdf?sequence=38 ¡sAllowed=y consultado el 3 de julio de 2024. 


281 
Julio-Septiembre 2024 | Año 6 | No. 2 


Gaceta Judicial 


sobre cómo implementar prácticas que aseguren el respeto por 
los derechos humanos, estableciendo así un nuevo estándar en la 
responsabilidad empresarial a nivel global.'* 

Los principios rectores sobre las empresas y los derechos 
humanos, establecidos por las naciones unidas, no buscan crear 
nuevas cargas legales internacionales para las corporaciones, sino 
que aspiran a ser una guía para mejorar las prácticas empresariales 
existentes en cuanto a la protección de los derechos humanos.'* 
Estos principios actúan como un marco de referencia global 
que enfatiza la importancia de la protección, la salvaguarda y 
la compensación de los derechos humanos en el contexto de las 
actividades empresariales. Su enfoque se centra en clarificar las 
expectativas hacia las empresas en términos de respeto por los 
derechos humanos, proponiendo un modelo de conducta que 
incluye la implementación de políticas y procedimientos que 
prevengan violaciones de derechos humanos y, en caso de que 
ocurran, establecer mecanismos para remediarlos.'” 

Compuestos por un total de 31 principios, estos se estructuran 
en torno a tres pilares fundamentales: el deber de los Estados de 
proteger los derechos humanos (proteger), la responsabilidad 
de las empresas de respetar los derechos humanos (respetar), 


15 García Herrero, Henar: Los derechos humanos en la empresa. Universidad de 
Oviedo. Facultad de economía y empresa. Proyecto de máster en administración y 
dirección de empresas (MADE). Recurso digital disponible en https://digibuo.uniovi. 
es/dspace/bitstream/handle/10651/27936/TFM_Garcia%20Herrero%2C%20Henar. 
pdf?sequence=38.¡sAllowed=y consultado el 3 de julio de 2024. 

16 ¿Qué son los Principios Rectores sobre las empresas y Derechos Humanos?. 
Recurso digital disponible en https://integrarse.org/que-son-los-principios-rectores- 
sobre-las-empresas-y-derechos-humanos/ consultado el 3 de julio de 2024. 

17 OCDE: Guía de la OCDE de Debida Diligencia para una Conducta Empresarial 
Responsable. Recurso digital disponible en https://mneguidelines.oecd.org/Guia- 
de-la-OCDE-de-debida-diligencia-para-una-conducta-empresarial-responsable.pdf 
consultado el 3 de julio de 2024. 
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y la necesidad de acceso a remedios tanto judiciales como no 
judiciales para las víctimas de violaciones de derechos humanos 
(remediar). Este marco detalla acciones específicas para cada uno 
de estos pilares, comenzando por la obligación de los Estados de 
implementar políticas y regulaciones que prevengan abusos por 
parte de terceros, incluidas las empresas, y ofrecer mecanismos 
de compensación efectivos para las víctimas.'* 

El segundo pilar insta a las empresas a asumir un compromiso 
explícito con el respeto a los derechos humanos, lo cual implica 
realizar evaluaciones de impacto, prevenir violaciones, y en caso 
de que estas ocurran, remediarlas.'? Esto incluye la adopción 
de políticas internas, la realización de evaluaciones de impacto 
en derechos humanos, la mitigación de riesgos identificados 
y la reparación de los daños causados. Este enfoque busca no 
solo evitar la complicidad en violaciones de derechos humanos, 
sino también promover prácticas empresariales positivas que 
contribuyan al bienestar de las comunidades y los trabajadores. 

Finalmente, el tercer pilar enfatiza la importancia de 
remediar cualquier daño causado, promoviendo mecanismos 
que permitan a las víctimas obtener reparación. Esto incluye 


18 Pacto mundial de las naciones unidas: Principios rectores sobre empresas y 
derechos humanos. Recurso digital disponible en https://www.pactomundial.org/ 
biblioteca/principios-rectores-sobre-empresas-y-derechos-humanos/ consultado el 3 
de julio de 2024. 


19 Pacto mundial de las naciones unidas: Principios rectores sobre empresas y 
derechos humanos. Recurso digital disponible en https://www.pactomundial.org/ 
biblioteca/principios-rectores-sobre-empresas-y-derechos-humanos/ consultado el 3 
de julio de 2024. 
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tanto remedios judiciales como no judiciales, asegurando que las 
empresas participen activamente en la solución de controversias 
y en la reparación de los daños causados por sus operaciones.” 

Conjuntamente, los principios rectores sobre las empresas 
y los derechos humanos buscan fomentar un ambiente en el que 
las prácticas empresariales sean consistentemente evaluadas y 
mejoradas en relación con los derechos humanos. Al hacerlo, 
no solo se protegen los intereses de las personas afectadas por 
las operaciones empresariales, sino que también se promueve 
una cultura de respeto y responsabilidad corporativa que puede 
traducirse en ventajas competitivas para las empresas que 
implementen efectivamente estos principios. En un mundo cada 
vez más consciente de la importancia de los derechos humanos, 
adoptar y promover estos principios se convierte en un imperativo 
ético y estratégico para las empresas que buscan liderar en sus 
respectivos sectores. 


20 Pacto mundial de las naciones unidas: Principios rectores sobre empresas y 
derechos humanos. Recurso digital disponible en https://www.pactomundial.org/ 
biblioteca/principios-rectores-sobre-empresas-y-derechos-humanos/ consultado el 3 
de julio de 2024. 
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TV.- Hacia una normatividad internacional de empresas y 
derechos humanos 


istóricamente, los tratados y normativas internacionales 

se centraban exclusivamente en los Estados, dejando 

a un lado a las empresas, salvo en ocasiones donde se 
buscaba proteger sus intereses más que imponerles deberes y 
responsabilidades. Sin embargo, como apunta Giner,* en la 
actualidad, con todos los países miembros de las naciones unidas 
comprometidos en combatir los abusos a los derechos humanos 
perpetrados por actores no estatales dentro de sus fronteras o 
jurisdicciones, se reconoce la necesidad imperante de que los 
Estados desempeñen un rol central en la regulación y mediación 
de posibles o actuales violaciones a los derechos humanos por 
parte de todos los sectores sociales. Este cambio de paradigma 
refleja una evolución significativa en la comprensión y aplicación 
de los derechos humanos, marcando un antes y un después en la 
manera en que se abordan las responsabilidades de las empresas 
en este ámbito. La implicación de las empresas en la protección 
de los derechos humanos se ha convertido en un tema de 
creciente interés y preocupación a nivel global, evidenciando la 
necesidad de desarrollar estrategias y marcos normativos que no 
solo involucren a los estados sino también a las corporaciones y 
otros actores no estatales. 

En este sentido, dentro de la ONU y en organismos 
relacionados con la financiación y regulación del comercio global, 
como la organización mundial del comercio y la organización 
para la cooperación y desarrollo económico, se han promovido 


21 Giner, Anges: Las empresas transnacionales y los derechos humanos, en Lan 
harremanak: Revista de relaciones laborales. No. 19. Universidad del País Vasco. 
España. ISSN: 1575-7048. p. 73. 
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acuerdos para establecer un marco normativo y de prácticas que 
aseguren tanto la seguridad jurídica para el emprendimiento 
y la inversión como la protección y promoción efectiva de 
los derechos humanos. Estos esfuerzos han dado lugar a la 
creación de directrices y principios que orientan a las empresas 
en la integración de los derechos humanos en sus operaciones 
comerciales, enfatizando la importancia de realizar evaluaciones 
de impacto, establecer mecanismos de reclamación y remedio, y 
promover la transparencia y la rendición de cuentas.” 

Esta evolución ha culminado en la formulación de 
principios de carácter no vinculante, de naturaleza voluntaria y 
programática, que, aunque no son exigibles a nivel internacional, 
se fundamentan en la idea de que las empresas tienen la 
responsabilidad social de respetar los derechos humanos. Estos 
principios representan un avance significativo en la promoción 
de una cultura de respeto por los derechos humanos dentro del 
sector empresarial, estableciendo un marco de referencia que 
alienta a las empresas a actuar de manera ética y responsable. La 
adopción de estos principios por parte de las empresas no solo 
contribuye a la protección de los derechos humanos sino que 
también fortalece su legitimidad y reputación, fomentando una 
mayor confianza entre los consumidores, inversores y la sociedad 
en general. 

Las principales normativas internacionales sobre empresas 
y derechos humanos, que se detallarán a continuación, se 
han plasmado en una variedad de instrumentos, directrices, 


22 García Herrero, Henar: Los derechos humanos en la empresa. Universidad de 
Oviedo. Facultad de economía y empresa. Proyecto de máster en administración y 
dirección de empresas (MADE). Recurso digital disponible en https://digibuo.uniovi. 
es/ldspace/bitstream/handle/10651/27936/TFM_Garcia%20Herrero%2C%20Henar. 
pdf?sequence=38.¡sAllowed=y consultado el 3 de julio de 2024. 
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informes e iniciativas, buscando alcanzar un consenso global. 
Estos instrumentos abarcan una amplia gama de temas, desde la 
prevención de la explotación laboral y el respeto por los derechos 
de los trabajadores hasta la protección del medio ambiente y la 
lucha contra la corrupción. La diversidad de estos instrumentos 
refleja la complejidad de las cuestiones relacionadas con las 
empresas y los derechos humanos, así como la necesidad de 
abordarlas desde múltiples perspectivas y con la colaboración de 
todos los actores involucrados. 


1. Directrices de la OCDE 


La OCDE, desde su creación, ha jugado un papel crucial 
en la promoción de políticas destinadas a mejorar el bienestar 
económico y social a nivel mundial. En este contexto, formuló 
las Líneas directrices para empresas multinacionales? que 
representan un conjunto de recomendaciones dirigidas a 
empresas, tanto nacionales como multinacionales, con el objetivo 
de promover una conducta empresarial responsable que esté 
en consonancia con las legislaciones vigentes y las normas 
internacionalmente reconocidas. Se enfatiza la importancia 
de que las empresas respeten el principio de legalidad de cada 
país y los derechos humanos internacionalmente reconocidos 


23 OECD: Líneas Directrices de la OCDE para empresas multinacionales sobre 
conducta empresarial responsable. Recurso digital disponible en https://www.oecd. 
org/es/publications/lineas-directrices-de-la-ocde-para-empresas-multinacionales- 
sobre-conducta-empresarial-responsable_7abea681-es.html consultado el 3 de julio 
de 2024. 
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de las personas impactadas por sus actividades, subrayando 
así el compromiso de la OCDE con los principios éticos y de 
responsabilidad social.” 

Aunque el acatamiento de las directrices por parte de las 
multinacionales es voluntario, fueron diseñadas intencionalmente 
sin carácter obligatorio para fomentar un comportamiento 
empresarial ético y responsable, más que para ser utilizadas como 
base de litigios legales. Esta naturaleza voluntaria no disminuye 
su importancia; por el contrario, refleja un enfoque pragmático 
que busca promover la adopción de prácticas responsables en el 
ámbito empresarial sin imponer obligaciones legales que podrían 
ser contraproducentes. Sin embargo, se parte del principio de que 
las empresas multinacionales deben cumplir con la legislación 
nacional de los países en los que operan, lo que establece un 
piso mínimo de comportamiento en concordancia con las leyes 
locales.” 

Pese a su naturaleza voluntaria, las directrices son 
recomendadas enfáticamente por todos los gobiernos miembros 
de la OCDE, sirviendo así como un mecanismo de incentivo para 
que las empresas adopten principios de responsabilidad social. 
Los gobiernos, por su parte, tienen la responsabilidad de asegurar 
su implementación, lo que demuestra el papel activo que deben 
jugar los estados en la promoción de prácticas empresariales 
24 García Herrero, Henar: Los derechos humanos en la empresa. Universidad de 

Oviedo. Facultad de economía y empresa. Proyecto de máster en administración y 

dirección de empresas (MADE). Recurso digital disponible en https://digibuo.uniovi. 


es/dspace/bitstream/handle/10651/27936/TFM_Garcia%20Herrero%2C%20Henar. 
pdf?sequence=38:isAllowed=y consultado el 3 de julio de 2024. 


25 García Herrero, Henar: Los derechos humanos en la empresa. Universidad de 
Oviedo. Facultad de economía y empresa. Proyecto de máster en administración y 
dirección de empresas (MADE). Recurso digital disponible en https://digibuo.uniovi. 
es/ldspace/bitstream/handle/10651/27936/TFM_Garcia%20Herrero%2C%20Henar. 
pdf?sequence=38.¡sAllowed=y consultado el 3 de julio de 2024. 
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responsables. Además, aunque los principios son voluntarios, 
los países adheridos asumen un compromiso vinculante de 
implementación, lo que refuerza el carácter serio y comprometido 
de las directrices dentro del marco de cooperación de la OCDE. 

Para garantizar este compromiso, se han establecido 
los puntos nacionales de contacto (PNC),* que asisten a las 
empresas y partes interesadas en adoptar las medidas adecuadas 
para la aplicación de las directrices. Estos PNC actúan como 
mediadores y facilitadores, ofreciendo una plataforma para 
la resolución de posibles problemas prácticos que puedan 
surgir en la implementación de las directrices. Esta estructura 
de apoyo subraya el enfoque colaborativo y de diálogo que la 
OCDE promueve entre las empresas, los gobiernos y otras partes 
interesadas. 

Las directrices de la OCDE se articulan en once capítulos 
que abarcan recomendaciones sobre derechos humanos, 
transparencia, derechos laborales, medio ambiente, corrupción, 
intereses de los consumidores, ciencia y tecnología, competencia 
y obligaciones tributarias.?” Esta amplia gama de temas refleja la 
complejidad de la conducta empresarial en el mundo moderno 
y subraya la necesidad de un enfoque holístico que aborde las 
diversas facetas de la responsabilidad social empresarial. 


26 Para saber más sobre esta cuestión en México, vid https://www.gob.mx/se/acciones- 
y-programas/punto-nacional-de-contacto?state=published 

27 García Herrero, Henar: Los derechos humanos en la empresa. Universidad de 
Oviedo. Facultad de economía y empresa. Proyecto de máster en administración y 
dirección de empresas (MADE). Recurso digital disponible en https://digibuo.uniovi. 
es/dspace/bitstream/handle/10651/27936/TFM_Garcia%20Herrero%2C%20Henar. 
pdf?sequence=38 ¡sAllowed=y consultado el 3 de julio de 2024. 
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2. Pacto mundial 


El pacto mundial representa una iniciativa global destinada 
a promover la cultura de la responsabilidad social corporativa 
(RSC).% Se ha erigido como la mayor iniciativa de RSC a nivel 
mundial, proporcionando canales de participación a través de 
una política de diálogo global. Esta política se materializa en 
encuentros entre empresas, agencias de la ONU, organizaciones 
laborales, ONGs y otros actores sociales, creando un espacio 
único para el intercambio de ideas y mejores prácticas en el 
ámbito de la responsabilidad social corporativa. 

Hasta la fecha, se han formado más de 80 Redes Nacionales 
del Pacto Global, involucrando a más de 7.000 organizaciones, 
principalmente empresas. La adhesión al Pacto Global es 
voluntaria y depende del interés propio de la empresa, sus 
iniciativas de RSC y la presión ejercida por los actores de la 
comunidad en la que opera. Este enfoque voluntario resalta 
la importancia de la motivación interna y el compromiso 
empresarial con los principios de responsabilidad social, más allá 
de las obligaciones legales.” 

Una vez suscritas, las empresas deben presentar anualmente 
un informe de progreso (Comunicación sobre el Progreso - 
COP), que, aunque sencillo, complementa otros informes de 
sostenibilidad, ofreciendo una oportunidad para comunicar a 


28 Rulli, Mariana, y Justo, Juan Bautista: Guía de derechos humanos para empresas. 
Proteger, respetar y remediar: Todos ganamos. Programa Naciones Unidas para el 
Desarrollo-PNUD. Red Argentina Pacto Global. Buenos Aires, Argentina. 2012. p. 20 


29 García Herrero, Henar: Los derechos humanos en la empresa. Universidad de 
Oviedo. Facultad de economía y empresa. Proyecto de máster en administración y 
dirección de empresas (MADE). Recurso digital disponible en https://digibuo.uniovi. 
es/ldspace/bitstream/handle/10651/27936/TFM_Garcia%20Herrero%2C%20Henar. 
pdf?sequence=38.isAllowed=y consultado el 3 de julio de 2024. 
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empleados, clientes, proveedores y a la comunidad en general 
sus compromisos y acciones en materia de responsabilidad social 
corporativa. Estos COPs no solo evidencian el compromiso de 
las empresas con el Pacto Global sino que también representan 
una valiosa ocasión para informar sobre sus iniciativas de 
Responsabilidad Social Corporativa, fortaleciendo así la 
transparencia y la rendición de cuentas. 


3. Norma ISO 26000 sobre responsabilidad social 


La Norma ISO 26000 proporciona orientación a las 
organizaciones sobre cómo operar de manera socialmente 
responsable. Esto significa actuar de una manera ética y 
transparente que contribuya al bienestar de la sociedad y al 
cuidado del medio ambiente, al mismo tiempo que se equilibran 
los intereses de las diversas partes interesadas y se respetan los 
derechos humanos y las normas laborales. La norma cubre temas 
fundamentales de responsabilidad social, incluyendo gobernanza 
de la organización, derechos humanos, prácticas laborales, medio 
ambiente, prácticas operativas justas, asuntos de consumidores, 
y desarrollo comunitario y participación. La ISO 26000 es una 
herramienta vital para ayudar a las empresas a entender y abordar 
sus impactos sociales y ambientales, fomentando un camino 
hacia la sostenibilidad.* 


30 García Herrero, Henar: Los derechos humanos en la empresa. Universidad de 
Oviedo. Facultad de economía y empresa. Proyecto de máster en administración y 
dirección de empresas (MADE). Recurso digital disponible en https://digibuo.uniovi. 
es/dspace/bitstream/handle/10651/27936/TFM_Garcia%20Herrero%2C%20Henar. 
pdf?sequence=38 isAllowed=y consultado el 3 de julio de 2024. 
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VI.- Principios del pacto global de naciones unidas y empresas 


l pacto global de naciones unidas representa una 

iniciativa voluntaria que busca alentar a las empresas 

a nivel mundial a adoptar políticas sostenibles y 
socialmente responsables, y a informar públicamente sobre su 
implementación. Este compromiso se estructura en torno a diez 
principios fundamentales que abarcan áreas críticas como los 
derechos humanos, las normas laborales, el medio ambiente y la 
lucha contra la corrupción. Estos principios están diseñados para 
ofrecer un marco común que guíe las operaciones de las empresas 
en consonancia con los valores y objetivos de las Naciones 
Unidas, promoviendo un impacto positivo tanto en la sociedad 
como en el medio ambiente. 


1. Derechos humanos 


En el ámbito de los derechos humanos, el pacto global insta 
a las empresas a ser proactivas en la protección y promoción de 
los derechos humanos universalmente reconocidos. Esto implica 
un compromiso firme por parte de las corporaciones para operar 
de manera que respeten la libertad, la dignidad y los derechos 
de sus empleados, clientes y de las comunidades donde hacen 
negocios. Las empresas deben realizar evaluaciones periódicas 
para asegurar que sus Operaciones no contribuyen directa ni 
indirectamente a violaciones de derechos humanos y deben tomar 
medidas correctivas en caso de identificar problemas. 
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2. Normas laborales 


Respecto a las normas laborales, el pacto global enfatiza 
la importancia de respetar los derechos de los trabajadores, 
incluyendo el derecho a la organización y la negociación 
colectiva. Las empresas deben esforzarse por ofrecer un ambiente 
de trabajo seguro, justo y equitativo, libre de cualquier forma 
de explotación. Esto incluye el compromiso de no emplear 
trabajo forzoso o infantil y de eliminar la discriminación en 
el empleo y la ocupación. Estas prácticas no solo benefician a 
los trabajadores, sino que también contribuyen a la creación de 
relaciones laborales estables y productivas. 


3. Medio ambiente 


En el frente ambiental, el pacto global llama a las empresas 
a adoptar un enfoque preventivo hacia los desafíos ambientales, 
a tomar iniciativas para promover una mayor responsabilidad 
ambiental y a fomentar el desarrollo y la aplicación de 
tecnologías respetuosas con el medio ambiente. Esto implica 
integrar consideraciones ambientales en la toma de decisiones 
y Operaciones empresariales, trabajando continuamente hacia la 
reducción de la huella ambiental de la empresa y la promoción de 
prácticas de sostenibilidad. 


4. Lucha contra la corrupción 


La lucha contra la corrupción ocupa un lugar central 
en los principios del pacto global, instando a las empresas a 
trabajar contra la corrupción en todas sus formas, incluyendo 
la extorsión y el soborno. Esto requiere de un compromiso 
hacia la transparencia y la integridad en todas las operaciones 
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empresariales, estableciendo políticas claras y efectivas para 
prevenir, detectar y abordar cualquier acto de corrupción. 
Promover una cultura de ética y cumplimiento no solo fortalece 
la reputación de la empresa, sino que también contribuye a la 
construcción de mercados más estables y sociedades más justas. 
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VIL.- Acciones empresariales para adaptarse a la normativa 
sobre derechos humanos NOM-035-STPS-2018 en México 


1. Origen de la normativa 


En el año 2013, la organización internacional del trabajo 
destacó una notable disminución de ciertos riesgos laborales 
tradicionales, gracias al avance tecnológico y a la implementación 
de normativas específicas. No obstante, advirtió sobre el 
incremento de nuevas enfermedades profesionales, derivadas 
de riesgos emergentes, entre los cuales se identificaron los de 
índole psicosocial, para los cuales aún no se había establecido 
una regulación adecuada. Esta observación subrayó la necesidad 
de adaptar las legislaciones y políticas de seguridad y salud en 
el trabajo a los cambios en el panorama laboral, enfatizando la 
importancia de abordar los desafíos emergentes para proteger 
adecuadamente a los trabajadores.** 

Para 2016, la OIT reiteró su preocupación por los factores 
de riesgo psicosociales (FRP), señalando que constituían un 
problema de alcance global que afectaba a todas las profesiones 
y trabajadores, sin distinción de la fase de desarrollo económico 
de sus países. Se enfatizó el papel del entorno laboral como un 
punto crítico tanto para la generación de riesgos psicosociales 
como para su prevención y manejo, con el objetivo primordial 
de salvaguardar la salud y el bienestar de los empleados. Esta 
reiteración puso de manifiesto la creciente preocupación 


31 Cámara de diputados: Gaceta Parlamentaria, año XXVI, número 6411-11|-7, miércoles 
22 de noviembre de 2023. Recurso digital disponible en https://gaceta.diputados. 
gob.mx/Gaceta/65/2023/nov/20231122-111-7.htmi*Proposiciones consultado el 3 julio 
de 2024. 
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internacional por el bienestar psicosocial de los trabajadores, 
marcando un antes y un después en la forma en que las 
organizaciones y los gobiernos abordan la salud laboral. 

La secretaría de trabajo y previsión social, mediante el 
programa nacional de bienestar emocional y desarrollo humano 
en el trabajo (PRONABET), estableció como meta principal 
promover entre trabajadores y empleadores el autocuidado 
emocional, la autogestión de emociones y la comunicación 
asertiva. Para alcanzar este propósito, se adoptó el método Solve”? 
de la OIT, enfocado en la prevención de factores psicosociales 
mediante la integración de estrategias de promoción de la salud 
dentro de las políticas y acciones de seguridad y salud laboral 
a nivel empresarial. Este enfoque innovador refleja un cambio 
paradigmático hacia una concepción más holística de la salud en 
el trabajo, donde el bienestar emocional y psicosocial ocupa un 
lugar central en las estrategias de prevención y gestión de riesgos 
laborales. 

Este enfoque se sustenta en la identificación y gestión 
de las interrelaciones entre los factores psicosociales y otros 
comportamientos vinculados con la salud, así como sus causas en 
el ámbito laboral (organización, condiciones de trabajo, relaciones 
laborales). Su finalidad es detectar, analizar y prevenir los FRP, 
fomentando así empleos de calidad y una cultura de prevención en 
México. La implementación de este enfoque representa un paso 
adelante en el compromiso de México con la mejora continua 
de las condiciones de trabajo y la promoción de un ambiente 


32 Para saber más sobre este método, vid. Formación de Formadores SOLVE: 
Integración de promoción de la salud en las políticas de Seguridad y Salud en el 
Trabajo. Recurso digital disponible en  https://www.itcilo.org/sites/default/files/ 
media/course-documents/A2711993_SPGT_Formaci4%C3%B3n%20de%20 
Formadores%20SOLVE_SP_Flyer.pdf consultado el 3 de julio de 2024. 
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laboral que contribuya al bienestar integral de los trabajadores, 
alineándose con las mejores prácticas internacionales en materia 
de salud y seguridad laboral. 


2. Definición 


La NOM-035-STPS-2018 Factores de Riesgo Psicosocial 
en el Trabajo-Identificación, Análisis y Prevención, es una 
normativa esencial emanada de la secretaría del trabajo y 
previsión social. Su creación responde a la creciente necesidad de 
abordar y mitigar los riesgos psicosociales y la violencia en los 
entornos laborales, fenómenos que han ganado reconocimiento 
por su impacto significativo en la salud mental y física de los 
trabajadores. Esta normativa no solo busca la identificación y el 
análisis de dichos factores de riesgo, sino que también enfatiza la 
importancia de implementar estrategias efectivas de prevención 
para salvaguardar el bienestar de los empleados. 

La NOM-035-STPS-2018 se desarrolla y fundamenta en 
una serie de regulaciones tanto nacionales como internacionales, 
evidenciando el compromiso de México con los estándares 
globales de justicia laboral, competitividad y comercio. Esta 
normativa se alinea con los esfuerzos internacionales para 
mejorar las condiciones de trabajo, promoviendo prácticas que no 
solo benefician a los trabajadores, sino que también contribuyen 
al desarrollo económico y social del país. Al abordar los desafíos 
planteados por la globalización y la automatización, la NOM- 
035-STPS-2018 se posiciona como una herramienta clave para 
fomentar un ambiente de trabajo seguro, saludable y equitativo. 

Es puntual entender que, a pesar de su alcance y objetivos, 
la NOM-035-STPS-2018 no implica cambios en las condiciones 
contractuales existentes, como salarios, horarios laborales, días 
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de descanso O vacaciones, ya que estos aspectos continúan 
regulados por la ley federal del trabajo. Su enfoque principal 
radica en la prevención y el manejo adecuado de los factores 
de riesgo psicosocial, distinguiéndose claramente de cualquier 
intento por diagnosticar condiciones psiquiátricas o mentales 
en los trabajadores. En su lugar, esta normativa promueve un 
enfoque proactivo hacia la creación de un ambiente laboral 
positivo, donde la salud mental y el bienestar de los empleados 
sean una prioridad. 


3. Factores de riesgo psicosociales 


Los factores de riesgo psicosociales (FRP) se refieren 
a aquellas características inherentes a las condiciones y 
organización del trabajo que pueden tener un impacto negativo 
sobre la salud mental y física de los trabajadores. 

Por otro lado, los riesgos psicosociales (RP) son las 
consecuencias negativas, tanto psicológicas como físicas y 
sociales, derivadas de las deficiencias en el diseño, organización 
y gestión del trabajo. 

Ambos se muestran en la siguiente tabla: 


Factores de riesgo |. E , 
: : Riesgos psicosociales 
psicosociales 


Estrés laboral agudo y/o 
del e ' 
crónico: Respuesta física y 


Condiciones ambiente 
laboral: El entorno físico en 
el que se trabaja, incluyendo 
la iluminación, el ruido y la 
ergonomía. 


emocional dañina debido a 
desajustes entre las demandas 
del trabajo y las capacidades del 
individuo. 
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Condiciones del ambiente 
laboral: El entorno físico en 
el que se trabaja, incluyendo 
la iluminación, el ruido y la 
ergonomía. 


Exigencias excesivas: 
Demandas laborales que 
superan las capacidades y 
recursos del trabajador. 


Responsabilidad y carga 
mental elevadas: La magnitud 
de las obligaciones y el 
esfuerzo mental requerido 
para cumplirlas. 


Falta de autonomía: 
Limitaciones en la capacidad 
de tomar decisiones sobre el 
propio trabajo. 


Gestión del 


tiempo y 
organización del trabajo: La 
distribución del tiempo, los 
ritmos de trabajo y la claridad 
en la organización. 


Ausentismo: Falta de asistencia 
al trabajo de manera habitual 
por motivos relacionados con 
el estrés o la insatisfacción 
laboral. 

Síndrome del superviviente: 
Sentimientos de culpa, estrés 
y ansiedad en los empleados 
que permanecen después 
de despidos masivos 0 
reestructuraciones. 

Síndrome de burnout/boreout 
(Síndrome de desgaste 
profesional): Agotamiento 
físico y emocional intenso 
causado por el estrés laboral 
prolongado. 


Adicción al trabajo: 
Compromiso excesivo con 
el trabajo hasta el punto de 
descuidar otros aspectos de la 
vida. 


Mobbing (acoso laboral): 
Situación en la que una persona 
es objeto de abusos o acosos 
sistemáticos por parte de sus 
colegas o superiores. 
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Ambigiedad de rol 
contenido de tareas: Falta de 
claridad en las funciones y 
expectativas del puesto. 


Conflictos entre la vida 
laboral y personal: 
Dificultades para equilibrar 
las  responsabilidades del 
trabajo con las de la vida 
familiar o personal. 


Estilos de 
comunicación 
Formas de dirección y 
comunicación que no 
promueven un buen clima 
laboral. 
Acoso, 


liderazgo y 
deficientes: 


hostigamiento, 
discriminación y violencia: 
Comportamientos que atentan 


contra la dignidad y el 
bienestar del trabajador. 


y | Violencia, 


hostigamiento 
y discriminación: Actos de 
agresión, intimidación 0) 
exclusión en el entorno laboral. 


Angustia, depresión, 
somatización: Manifestaciones 
psicológicas y físicas derivadas 
del estrés y la insatisfacción en 
el trabajo. 


Por lo tanto, es determinante identificar y abordar tanto los 
factores de riesgo psicosociales como los riesgos psicosociales 
para promover un ambiente de trabajo saludable y productivo. 
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4. Guías incluidas en la NOM. 


Para facilitar la implementación de esta norma, se han 
desarrollado varias guías de referencia y cuestionarios específicos. 

A) Guía de referencia l: Ofrece una introducción detallada 
a los conceptos básicos relacionados con los factores de riesgo 
psicosocial. Proporciona una metodología para identificar y 
analizar estos riesgos, así como estrategias para prevenirlos. 
Esta guía es esencial para las empresas que buscan cumplir con 
los requisitos de la norma y promover un ambiente de trabajo 
saludable. 

Cuestionario para identificar a los trabajadores que fueron 
sujetos a acontecimientos traumáticos severos: Este cuestionario 
es una herramienta diseñada para detectar a aquellos trabajadores 
que han experimentado eventos traumáticos severos y que 
podrían estar en riesgo de desarrollar problemas de salud mental 
como resultado. Su uso permite a las empresas ofrecer apoyo y 
recursos adecuados para estos trabajadores, contribuyendo a su 
bienestar y recuperación. 

B) Guía de referencia II: Profundiza en la evaluación de los 
factores de riesgo psicosocial presentes en el lugar de trabajo. 
Esta guía ofrece un marco más detallado para la identificación 
y análisis de los riesgos, complementando la información 
proporcionada en la Guía de referencia 1. 

Cuestionario para identificar los factores de riesgo 
psicosocial en los centros de trabajo: Este cuestionario está 
diseñado para ayudar a las empresas a evaluar los factores de 
riesgo psicosocial dentro de sus organizaciones. La información 
recopilada a través de este cuestionario puede ser utilizada para 
desarrollar intervenciones dirigidas a mejorar la salud mental y el 
bienestar de los trabajadores. 
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C) Guía de referencia III: Se centra en la implementación de 
medidas preventivas y estrategias de intervención para abordar 
los factores de riesgo psicosocial identificados. Esta guía ofrece 
orientación sobre cómo crear un plan de acción efectivo para 
promover un ambiente de trabajo saludable y seguro. 

Cuestionario para identificar los factores de riesgos 
psicosocial y evaluar el entorno organizacional en los centros 
de trabajo: Este instrumento va más allá de la identificación 
de factores de riesgo individuales, explorando el entorno 
organizacional en su conjunto. Ayuda a las empresas a obtener 
una visión integral de cómo la cultura, las prácticas y las políticas 
laborales pueden influir en la salud mental de los trabajadores. 

D) Guía de referencia IV: Proporciona ejemplos prácticos y 
estudios de caso para ilustrar cómo las empresas pueden aplicar 
las recomendaciones de la norma en situaciones reales. Esta guía 
es una herramienta valiosa para las organizaciones que buscan 
ejemplos concretos y orientación adicional en la implementación 
de la norma. 

Ejemplo de política de prevención de riesgos psicosociales: 
Este documento sirve como modelo para las empresas que 
desean desarrollar o mejorar su política de prevención de riesgos 
psicosociales. Ofrece un marco sobre cómo abordar estos riesgos 
de manera proactiva, promoviendo la salud mental y el bienestar 
en el lugar de trabajo. 

E) Guía de referencia V: Enfatiza la importancia de recopilar 
y analizar datos sobre los trabajadores para entender mejor sus 
necesidades y los posibles factores de riesgo a los que están 
expuestos. Esta guía subraya la necesidad de un enfoque centrado 
en el individuo para la prevención de riesgos psicosociales. 
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Datos del trabajador. Esta sección destaca la importancia de 
mantener registros detallados sobre los empleados, incluyendo su 
exposición a factores de riesgo psicosociales y su participación 
en programas de prevención y bienestar. La recopilación de 
estos datos es imprescindible para evaluar la eficacia de las 
intervenciones y para hacer ajustes necesarios en las estrategias 
de prevención. 

En conjunto, estas guías y cuestionarios proporcionan 
un marco integral para que las empresas aborden los factores 
de riesgo psicosocial en el lugar de trabajo, cumpliendo con la 
normativa y promoviendo un ambiente laboral saludable y seguro 
para todos los empleados. 


5. Implementación de la norma 


La NOM-035 representa un avance significativo en la 
promoción de ambientes de trabajo saludables y seguros en 
México. Su implementación no solo es una obligación legal para 
las empresas y negocios con empleados, sino que también ofrece 
múltiples ventajas que contribuyen al bienestar integral de los 
colaboradores y al éxito organizacional. 

De entre las diversas ventajas de aplicar esta normativa en 
la empresa, destaca el fomento del bienestar integral y la salud 
mental de los colaboradores. Esto se traduce en un ambiente de 
trabajo más armónico y productivo, donde se valoran y respetan 
las necesidades y derechos de cada individuo. Además, facilita 
la atracción de talento altamente calificado, ya que cada vez 
más profesionales buscan empleadores que se preocupen por su 
bienestar y ofrezcan condiciones de trabajo saludables. 
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Implementar la NOM-035-STPS también potencia el 
desarrollo y retención de personal, convirtiéndolos en activos 
valiosos para la empresa. Los trabajadores que se sienten apoyados 
y valorados tienen una mayor probabilidad de permanecer en la 
organización a largo plazo, lo que reduce los costos asociados 
con la rotación de personal y la contratación. 

Otra ventaja importante es la optimización de los procesos 
y la elevación de la productividad empresarial. Un ambiente de 
trabajo saludable y libre de factores de riesgo psicosocial permite 
que los empleados se desempeñen al máximo de su capacidad, 
lo que se refleja en mejores resultados para la empresa. Además, 
elevar el prestigio y la imagen corporativa de la empresa se 
convierte en un beneficio adicional, ya que una organización 
que se preocupa por la salud y el bienestar de sus empleados es 
vista positivamente por clientes, proveedores y la comunidad en 
general. 

Desde el 23 de octubre de 2019, todas las empresas y 
negocios con empleados en México deben estar preparados 
para recibir a los inspectores de la Secretaría del Trabajo y 
Previsión Social (STPS) o unidades de inspección certificadas, 
quienes realizarán las inspecciones pertinentes en los lugares de 
trabajo para verificar el cumplimiento de la NOM-035-STPS. La 
obligatoriedad de mostrar evidencia de la implementación de esta 
normativa varía según el tamaño de la empresa, estableciendo 
requisitos específicos para empresas de 1 a 15 empleados, de 
16 a 50 empleados y de 51 o más trabajadores, asegurando así 
que todas las organizaciones, independientemente de su tamaño, 
contribuyan a la creación de un entorno laboral saludable y 
seguro. 
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VIIL.- Derechos humanos de la empresa y el empresario 


n México, la legislación y jurisprudencia actual, 

especialmente las determinaciones de la SCJN, han 

otorgado un reconocimiento explícito a las personas 
físicas y jurídicas (o morales) como sujetos con plenos derechos 
y obligaciones. Este reconocimiento abarca una variedad de 
entidades, incluyendo los estados y municipios, corporaciones 
de carácter público, sociedades civiles o mercantiles, sindicatos, 
asociaciones profesionales, sociedades cooperativas y mutualistas, 
y asociaciones de diversa índole, así como a personas morales 
extranjeras de naturaleza privada. Estas entidades, caracterizadas 
por tener personalidad jurídica y patrimonio propio, operan de 
manera independiente a sus miembros, lo que les confiere la 
capacidad de ejercer derechos y contraer obligaciones para 
alcanzar sus objetivos y propósitos fundacionales. La actuación de 
estas entidades se realiza a través de sus órganos representativos, 
conforme a lo dispuesto por la ley o sus propios estatutos. 

Así, la inclusión de las empresas como personas jurídicas 
en el marco legal mexicano les otorga la titularidad de derechos 
humanos, en consonancia con la ampliación del concepto 
de persona establecida en el artículo 1% de la constitución 
mexicana. Esta disposición constitucional asegura que todas las 
personas gozarán de los derechos humanos reconocidos tanto 
en la constitución como en los tratados internacionales suscritos 
por México. La SCJN ha fundamentado la extensión de los 
derechos humanos a las personas jurídicas en la necesidad de 
adaptar el derecho a una realidad social en constante evolución, 
promoviendo un orden justo que regule las interacciones entre 
todos los actores jurídicos. En este sentido, se aplica el principio 
de interpretación más favorable a la persona humana, incluyendo 


307 
Julio-Septiembre 2024 | Año 6 | No. 2 


Gaceta Judicial 


a las empresas en lo que respecta a la protección de sus derechos 
humanos, siempre y cuando estos no sean exclusivamente 
humanos, como los relacionados con la dignidad personal.** 


1. Excepciones 


A pesar de que las empresas disfrutan de derechos humanos, 
existen limitaciones significativas. No pueden ejercer derechos 
que son exclusivos de los seres humanos, es decir, aquellos 
derivados de la dignidad humana, lo que incluye a la vida, la 
integridad física y psíquica, el honor, la privacidad, el nombre, el 
libre desarrollo de la personalidad, el estado civil y, en general, 
la dignidad personal. Estos derechos, inherentes a las personas 
físicas, subrayan la importancia de salvaguardar la esencia misma 
del ser humano. 


2. Derechos humanos de empresa 


Los derechos humanos, bajo el principio de que todos 
tienen igual relevancia aplicativa, quiere decir que no están 
jerarquizados. Esto significa que el Estado mexicano está 
comprometido a esos derechos de manera integral, justa y 
equitativa, garantizando a todas las personas la misma atención 
y protección. Este enfoque incluye tanto a individuos como a 
entidades corporativas, reconociendo que las empresas, como 
actores dentro de la sociedad, también tienen derechos que deben 
ser respetados y protegidos. Entre los derechos humanos de las 
empresas que se pueden hacer valer, se incluyen, de manera 
enunciativa pero no limitativa, el derecho a la propiedad, el 


33 Requena, Carlos: Los 30 derechos humanos de tu empresa que debes conocer, en 
Forbes. Recurso digital disponible en https://www.forbes.com.mx/los-30-derechos- 
humanos-de-tu-empresa-que-debes-conocer/ consultado el 3 de julio de 2024. 
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derecho a operar libremente en un mercado justo y competitivo, 
el derecho a la protección legal contra la expropiación arbitraria 
y el derecho a un juicio justo. Este marco busca equilibrar las 
operaciones empresariales con el respeto y la promoción de los 
derechos humanos, asegurando que las prácticas empresariales no 
solo sean justas y legales, sino también éticamente responsables. 
Es imperativo que las organizaciones dispongan de una 
asesoría legal adecuada y dominen los conocimientos jurídicos 
indispensables para cumplir con sus obligaciones, así como para 
ex1gir, reclamar, presentar quejas, alegar, argumentar y defenderse 
eficazmente. Esto les permitirá hacer valer sus derechos humanos 
tanto en sus interacciones comerciales diarias como frente a otros 
individuos y ante diversas autoridades. Este enfoque no solo 
fortalece su posición legal y ética, sino que también promueve un 
ambiente de respeto y equidad en el ámbito empresarial. 
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IX.- Derechos humanos de las empresas y falta de acceso a la 
justicia en México 


a limitada accesibilidad a la justicia en México ha 

originado una impunidad de naturaleza estructural** que, en 

ocasiones, ha resultado en graves y repetidas violaciones 
de los derechos humanos de las empresas. Este problema no solo 
daña la integridad y el crecimiento de las empresas afectadas, 
sino que también pone en riesgo la estabilidad económica y 
social del país. Es fundamental que el Estado mexicano garantice 
condiciones óptimas para el pleno disfrute de estos derechos, sin 
reducir el nivel de protección alcanzado. Esto requiere tanto la 
creación de marcos legales adecuados como su implementación 
efectiva, asegurando un entorno justo y equitativo para las 
empresas. 

Las empresas deben estar informadas sobre cómo protegerse 
de posibles abusos por parte de autoridades, funcionarios 
públicos y particulares, además de cumplir con sus deberes y 
obligaciones como empleadores y miembros de la sociedad. Para 
esto, es necesario un esfuerzo conjunto entre el sector privado 
y las instituciones gubernamentales para promover la educación 
y la conciencia sobre los derechos humanos empresariales, y 
desarrollar herramientas y recursos que faciliten su protección 
y defensa. La presión internacional exige que el sistema 
jurídico mexicano integre mecanismos de legalidad y control 
para promover incentivos que favorezcan la protección y el 
respeto de los derechos humanos de las empresas. Esto implica 


34 Comisión interamericana de derechos humanos: Informe anual 2019. Recurso digital 
disponible en https://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2019/docs/IA2019cap5MX-es. 
pdf consultado el 4 de julio de 2024. 
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adaptar las prácticas y legislaciones nacionales a los estándares 
internacionales, asegurando que México se mantenga competitivo 
y responsable en el escenario global. 

En México, se están generando voces y debates sobre la 
necesidad de crear un defensor específico para las empresas,?* 
similar a una Comisión de Derechos Humanos para las 
Empresas, o bien, otorgar facultades específicas a las Visitadurías 
de las actuales comisiones de derechos humanos. Este enfoque 
busca mejorar la comprensión, el contenido, los alcances y los 
efectos protectores de los derechos humanos empresariales, 
bajo la premisa de que las leyes deben servir al bienestar de las 
empresas; de lo contrario, no cumplen su función. La creación 
de un defensor empresarial o la ampliación de facultades de las 
comisiones existentes podría ser un paso significativo hacia el 
fortalecimiento del marco de protección de los derechos humanos 
de las empresas en México, proporcionando un canal más efectivo 
y especializado para atender sus necesidades y preocupaciones. 
Es imperativo que el Estado mexicano asegure un entorno de 
justicia accesible y eficaz para las empresas, promoviendo 
la estabilidad económica y social del país y adaptándose a los 
estándares internacionales de derechos humanos empresariales. 


35 Requena, Carlos: Los 30 derechos humanos de tu empresa que debes conocer, en 
Forbes. Recurso digital disponible en https://www.forbes.com.mx/los-30-derechos- 
humanos-de-tu-empresa-que-debes-conocer/ consultado el 3 de julio de 2024. 
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Conclusiones 


> ué es lo que ha pasado con las empresas y los 
l, trabajadores?, ¿Por qué aún persisten problemas y 
conflictos sociales dentro de la organización? 

La raíz de estos desafíos radica en la falta de conciencia 
de algunas empresas sobre la importancia del recurso humano 
y sus derechos. Es esencial entender que los empleados, al ser 
contratados, buscan algo más que generar ingresos para satisfacer 
las necesidades de su hogar; tienen expectativas y aspiraciones 
que desean cumplir. Esta búsqueda de realización personal y 
profesional va más allá de la simple compensación económica; 
los trabajadores aspiran a ser parte de una cultura organizacional 
que les brinde oportunidades de crecimiento, aprendizaje y un 
sentido de pertenencia. La desconexión entre las expectativas de 
los empleados y lo que las empresas ofrecen es un terreno fértil 
para el descontento y la desmotivación. 

La ausencia de líderes con sensibilidad hacia el aspecto 
humano es un problema significativo. Lo que verdaderamente 
motiva a los empleados es la empatía y el reconocimiento de 
su valor como individuos. Se necesita de directivos y líderes 
sensibles, comprometidos tanto con los objetivos de la empresa 
como con el bienestar de sus trabajadores, promoviendo un 
ambiente donde se valore la dignidad humana y se capacite al 
empleado, haciéndole consciente del valor y compromiso que 
representa dentro de la organización. Este enfoque humanista 
en la gestión empresarial es esencial para construir relaciones 
laborales basadas en el respeto mutuo y la colaboración. Los 
líderes deben actuar como mentores y guías, no solo como 
supervisores o gestores de tareas. 
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La escasez de valoración es otro aspecto crítico; no se puede 
esperar compromiso o sentido de pertenencia de un empleado 
cuando no se siente valorado. Estadísticas mundiales reflejan que 
el 86% de los empleados trabaja con apatía e indiferencia cuando 
no perciben reconocimiento por su labor. Este dato alarmante 
subraya la importancia de las estrategias de reconocimiento en 
el lugar de trabajo, las cuales deben ser genuinas y consistentes 
para ser efectivas. El reconocimiento no se limita a los incentivos 
económicos; el aprecio por el esfuerzo, la celebración de los 
logros y el feedback positivo son igualmente valiosos para 
fortalecer la moral y la lealtad de los empleados. 

El exceso de presión es contraproducente; bajo mucha 
presión, el cerebro se vuelve torpe e ineficiente. La presión 
constante es una agresión a la dignidad humana, y los líderes 
deben evitarla, respetando la vida y bienestar de sus empleados. 
La gestión del estrés y la promoción de un equilibrio entre la 
vida laboral y personal son fundamentales para prevenir el 
agotamiento y fomentar un ambiente de trabajo saludable. Los 
líderes deben ser capaces de identificar señales de sobrecarga 
en sus equipos y actuar de manera proactiva para redistribuir las 
cargas de trabajo de manera justa y equitativa. 

El sentido de urgencia constante en la empresa, donde todo 
se percibe como inmediato, es indicativo de un ambiente donde 
predomina la desconfianza y la mala calidad en los procesos, 
llevando a un desempeño mediocre. Los líderes deben enfocarse 
en la calidad del proceso y la gestión, ya que los resultados 
positivos son consecuencia natural de una buena organización y 
liderazgo. Establecer prioridades claras, comunicar expectativas 
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de manera efectiva y fomentar un enfoque en la mejora continua 
son prácticas clave para superar la cultura de la inmediatez y 
construir un legado de excelencia y confianza. 

Implementando estos principios, se pueden establecer 
mecanismos efectivos para el respeto a los derechos humanos de 
los empleados y empresarios, fomentando un ambiente laboral 
más justo, equitativo y productivo. La responsabilidad social 
empresarial comienza dentro de la propia organización, con el 
compromiso de crear un lugar de trabajo donde todos se sientan 
valorados, respetados y motivados para contribuir a su máximo 
potencial. La inversión en el capital humano es la inversión más 
rentable que una empresa puede hacer, ya que es el motor que 
impulsa la innovación, la satisfacción del cliente y, en última 
instancia, el éxito sostenible. 
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